PAGE  
48

REPÚBLICA DE CHILE




DIARIO DE SESIONES DEL SENADO

PUBLICACIÓN OFICIAL

LEGISLATURA 353ª
Sesión 55ª, en martes 3 de enero de 2006
Ordinaria

(De 16:19 a 18:43)

PRESIDENCIA DE LOS SEÑORES SERGIO ROMERO PIZARRO, PRESIDENTE,
Y JAIME GAZMURI MUJICA, VICEPRESIDENTE
SECRETARIO, EL SEÑOR CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, TITULAR
____________________

Í N D I C E

Versión Taquigráfica


Pág.

I.
ASISTENCIA.........................................................................................................


II.
APERTURA DE LA SESIÓN...............................................................................

III.
TRAMITACIÓN DE ACTAS..........................................................................….

IV.
CUENTA...............................................................................................................
Voto de censura al Presidente del Senado (se rechaza)…………………

V. ORDEN DEL DÍA:

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema nacional de aseguramiento de calidad de educación superior (3224-04) (queda pendiente su discusión particular)…………………………………

A n e x o s

DOCUMENTOS:

1.- Segundo informe de la Comisión  de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto sobre protección de derechos de la infancia y la adolescencia (3792-07)……………

2.- Informe de las Comisiones de Economía y de Agricultura, unidas, recaído en el proyecto que establece mecanismos de protección y de evaluación de efectos producidos por deterioro de capa de ozono (2725-12).

3.- Informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales recaído en el proyecto sobre prevención de contaminación electromagnética (3150-12).

4.- Informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales recaído en el proyecto que modifica la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente (3286-12)……

VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Aburto Ochoa, Marcos

--Arancibia Reyes, Jorge

--Boeninger Kausel, Edgardo

--Bombal Otaegui, Carlos

--Canessa Robert, Julio

--Cantero Ojeda, Carlos

--Cariola Barroilhet, Marco

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Cordero Rusque, Fernando

--Espina Otero, Alberto

--Fernández Fernández, Sergio

--Flores Labra, Fernando

--Foxley Rioseco, Alejandro

--Frei Ruiz-Tagle, Carmen

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Martínez Busch, Jorge

--Matthei Fornet, Evelyn

--Moreno Rojas, Rafael

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Páez Verdugo, Sergio

--Parra Muñoz, Augusto

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Ríos Santander, Mario

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz De Giorgio, José

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Silva Cimma, Enrique

--Stange Oelckers, Rodolfo

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Vega Hidalgo, Ramón

--Viera-Gallo Quesney, José Antonio

--Zaldívar Larraín, Adolfo

--Zaldívar Larraín, Andrés

--Zurita Camps, Enrique

Concurrieron, además, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, de Educación, de Obras Públicas y Transportes y Telecomunicaciones, y la señora Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 38 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ROMERO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 51ª, ordinaria, en 20 de diciembre; 52ª, extraordinaria y 53ª, ordinaria, ambas en 21 de diciembre, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas)
ACUERDO DE COMITÉS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, acordaron, por unanimidad, que la censura planteada contra el señor Presidente de la Corporación, la cual de acuerdo con el Reglamento debe resolverse sin debate, no admita fundamento de voto.
IV. CUENTA

El señor ROMERO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos recibidos en Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:
Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero informa que decidió retirar de tramitación ante el Congreso Nacional el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Acuerdo entre la República de Chile y la República de Colombia para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones” y su Protocolo, suscritos en Cartagena de Indias el 22 de enero de 2000, complementado por el Acuerdo Interpretativo celebrado por intercambio de Notas de fechas 9 y 30 de marzo de 2000 (boletín N° 2.959-10).



--Queda retirado el proyecto, se manda comunicar a la Honorable Cámara de Diputados y archivar el documento junto a sus antecedentes.



Con el segundo comunica que, en virtud de lo establecido en el número 1 del artículo 54 de la Carta Fundamental, resolvió retirar de tramitación ante el Congreso Nacional, por constituir tratados internacionales suscritos por el Presidente de la República en el ejercicio de su potestad reglamentaria, los siguientes proyectos de acuerdo, en segundo trámite constitucional:



1) El aprobatorio del “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la Federación de Rusia sobre Cooperación y Asistencia Mutua en Materia Aduanera”, suscrito en Moscú el 4 de octubre de 2002 (boletín Nº 3.759-10).



2) El aprobatorio del “Acuerdo Marco de Cooperación entre el Gobierno de la República de Chile, por una parte, y el Gobierno de la Región Valona y el Gobierno de la Comunidad Francesa de Bélgica, por otra parte”, suscrito en Santiago el 31 de julio de 1997 (boletín Nº 3.750-10).



3) El aprobatorio del “Convenio sobre Cooperación Comercial y Económica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República del Líbano”, suscrito en Santiago el 26 de noviembre de 1997 (boletín N° 3.760-10).



4) El aprobatorio del “Acuerdo General de Cooperación entre los Gobiernos de la República de Chile y del Reino de Marruecos”, suscrito en la ciudad de Rabat el 14 de mayo de 1999 (boletín Nº 3.807-10). 



5) El aprobatorio del “Acuerdo de Cooperación Científica y Técnica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de las Islas Marshall”, suscrito en Santiago el 14 de octubre de 2002 (boletín Nº 3.751-10).



6) El aprobatorio del “Memorándum de Entendimiento sobre Cooperación en Materia de Educación entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá”, suscrito en Santiago el 21 de enero de 1998 (boletín Nº 3.742-10).



7) El de aprobación del “Convenio entre la República de Chile y el Gobierno de la República de Corea sobre cooperación en los usos pacíficos de la energía nuclear” y sus anexos A y B, suscritos en Seúl, República de Corea, el 12 de noviembre de 2002 (boletín N° 3.920-10).



8) El referido a la aprobación de las enmiendas al artículo XIII del Convenio Constitutivo de la Unión Latina, adoptada por la Resolución Nº 11 del XVI Congreso de la Organización, reunido en París entre los días 6 y 7 de diciembre de 1994 (boletín N° 1.679-10).



--Quedan retirados los proyectos, se manda comunicar a la Honorable Cámara de Diputados y archivar el documento junto a sus antecedentes.
Oficios



De la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, mediante el cual comunica que en el proceso rol N° 22.405-2005, seguido ante ella, se resolvió el desafuero del Senador señor Ávila; acompaña copias autorizadas de las sentencias de primera y segunda instancia recaídas en los autos antes señalados, e informa que a la fecha dichas sentencias se encuentran ejecutoriadas. 



--Se toma conocimiento.



Dos de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo: 



Con el primero contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Orpis, sobre la situación de las comunidades de la provincia de Iquique afectadas por el terremoto del 13 de junio de 2005.



Con el segundo responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Cantero, relativo a la posibilidad de modificar los programas gubernamentales a fin de mejorar la calidad de las viviendas sociales.



Del señor Ministro de Agricultura, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor García, tocante a los problemas crediticios que afectan a cinco organizaciones indígenas del sector Maquehue, comuna de Padre Las Casas.



Del señor Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario, por medio del cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Senador señor García, referente a los créditos otorgados a la Asociación Gremial de Productores de Hortalizas Ñuke Mapu.



Del señor Gobernador Provincial de Malleco, a través del que contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor García, atinente a las autorizaciones otorgadas para salidas específicas de vehículos estatales el día domingo 11 de diciembre de 2005.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Solicitud



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para que se la autorice a discutir en general y en particular, en su primer informe, el proyecto que modifica la ley N° 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero (boletín N° 3.626-07).



--Se accede.
Informes



Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre protección de derechos de la infancia y de la adolescencia (boletín N° 3.792-07). (Véase en los Anexos, documento 1)


De las Comisiones de Economía y de Agricultura, unidas, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que establece mecanismos de protección y de evaluación de los efectos producidos por el deterioro de la capa de ozono (boletín Nº 2.725-12). (Véase en los Anexos, documento 2)


Dos de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, recaídos en los siguientes asuntos, en primer trámite constitucional:



1) Proyecto de ley sobre prevención de la contaminación electromagnética (boletín N° 3.150-12) (Véase en los Anexos, documento 3) y



2) Proyecto que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente (boletín Nº 3.286-12). (Véase en los Anexos, documento 4)


-- Quedan para tabla. 

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, pido la palabra sobre la Cuenta.

El señor MUÑOZ BARRA.- Yo también, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro, y luego, el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, tocante al acuerdo respecto al procedimiento para votar la censura presentada por distintos Comités a su persona, entiendo que el Reglamento establece que no corresponde debate, lo que, seguramente, parecerá muy extraño a la opinión pública, porque la cantidad de periodistas presentes no se debe al interés por los asuntos de la tabla. 



Aunque reglamentariamente no se puede discutir el fondo de la censura, me llama la atención que los Comités, en forma unánime, hayan acordado que no se puede fundamentar el voto. Me parece que se trata de una situación más particular todavía, ya que cada uno de nosotros tiene derecho a fundar su pronunciamiento, si así lo estima pertinente.



No deseo pasar a llevar la opinión de los Comités -que por lo demás fue unánime-; pero no me gustaría que sentase precedente el que a futuro, cada vez que uno quiera sustentar una opinión durante una votación, bastara que los Comités se pongan de acuerdo en lo contrario para que todos quedemos en calidad de interdictos.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor NARANJO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, me referiré a una materia muy diferente.



En la sesión especial de la mañana se dio cuenta del proyecto de ley, con urgencia calificada de “suma”, que prorroga el plazo para fijar las plantas del personal del Ministerio de Educación hasta el 10 de marzo de este año, lo que  involucra a más de 500 funcionarios.



Como la iniciativa consta de un solo artículo, relativo a dicha extensión, pido que se exima del trámite de Comisión y que se lo coloque en la tabla de Fácil Despacho de la sesión del próximo martes. Como tampoco requiere pasar a la Comisión de Hacienda, es factible proceder de esa manera si los señores Senadores así lo acuerdan.

El señor LARRAÍN.- ¿Y por qué no lo vemos en la sesión de mañana?

El señor MUÑOZ BARRA.- O mañana, señor Presidente.

El señor MORENO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor MORENO.- Solicito que se recabe la autorización de la Sala para discutirlo en general y en particular, a la vez.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se tratará en general y en particular el proyecto,…

El señor MUÑOZ BARRA.- En la sesión de mañana.

El señor ROMERO (Presidente).-…primero en la Comisión, y luego, en la sesión ordinaria de mañana, siempre que ésta lo informe.

El señor MUÑOZ BARRA.- Es sólo un cambio de fecha.

El señor ROMERO (Presidente).- Se verá si está informado.



¿Habría acuerdo en lo solicitado?



--Así se acuerda.

El señor NARANJO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor NARANJO.- No quiero pasar por alto lo planteado correctamente por el Honorable señor Pizarro.



En la reunión de Comités, justamente el representante socialista precisó que si algún señor Senador quería fundamentar su voto en relación con la censura lo podía hacer, más aún, partiendo de la base de que el Partido Radical no estuvo presente en esa reunión. Por consiguiente, ellos perfectamente pueden solicitar votación nominal y fundamentación de voto.

El señor ROMERO (Presidente).- Consulto a los señores Senadores del Partido Radical si se oponen al acuerdo que los Comités adoptaron por unanimidad.



No hay oposición.



El artículo 19 del Reglamento establece; “Ningún Senador podrá oponerse a los acuerdos adoptados, dentro de su competencia, por la unanimidad de los Comités”. Como los miembros del Partido Radical han adherido a dicho acuerdo, no habrá discusión. Desde luego, la censura no se discute.



Efectivamente, en la reunión de Comités se planteó lo relativo a la fundamentación del voto. ¿Y quién mejor que el que habla tiene interés en exponer su posición? Sin embargo, al igual que cualquier Senador, debo respetar los acuerdos de Comités.

El señor PROKURICA.- Votación nominal, señor Presidente.

El señor CHADWICK.- Sí, votación nominal.

El señor ROMERO (Presidente).- Haremos votación nominal.

El señor NARANJO.- Señor Presidente,...

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor NARANJO.- Para que todos los señores Senadores estén informados, como Comité Socialista solicito que el señor Secretario dé lectura al texto de la censura.

El señor ROMERO (Presidente).- Se dio cuenta de ello en la sesión especial de la mañana, y Sus Señorías tienen el documento encima de sus escritorios. De modo que, como no hay discusión…

El señor NARANJO.- Pido formalmente que se lea, porque no estaban todos los señores Senadores presentes…

El señor PROKURICA.- No, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- No hay acuerdo.



Ya se dio cuenta en la mañana y se entregó el documento.

El señor NARANJO.- Entonces, pido votación nominal.

El señor ROMERO (Presidente).- Es lo que he planteado a la Sala.
VOTO DE CENSURA AL PRESIDENTE DEL SENADO

El señor ROMERO (Presidente).- Pongo en votación nominal la censura presentada.



Pido al señor Vicepresidente que tenga la bondad de pasar a dirigir la sesión, porque me parece que no debo votar desde la testera.



--(Aplausos en las tribunas).

El señor PIZARRO.- ¡Si era con show, habría sido mejor efectuar una discusión abierta!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Advierto a las tribunas que por expresa…

El señor PIZARRO.- Ya se tiene todo preparado y es de bastante mal gusto.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Debo advertir a las tribunas que, por expresa disposición del Reglamento del Senado, está prohibido hacer cualquier manifestación. Por lo que les pido que mantengan el orden.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente,…

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Un momento, señor Senador, estoy hablando.



De lo contrario, tendré que aplicar el Reglamento y ordenar el desalojo de las tribunas, lo cual no quiero hacer.



Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Una consulta reglamentaria.



¿Todos los pareos se levantan o quedan vigentes algunos de ellos? A mi juicio, debemos dejar claramente establecida esta institución, porque no solamente funcionará en esta coyuntura política, sino que se va a suscitar en el Senado en los próximos años. De tal manera que me gustaría que se aclarara.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No hay ningún pareo inscrito en la Mesa. Por tanto, los que existen son de hecho y corresponden a acuerdos de palabra entre los señores Senadores. Cada uno responde por ellos.



En votación nominal.



Pido al señor Secretario que tome la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la censura al Presidente del Senado (22 votos contra 21 y 2 pareos).



Votaron por la negativa los señores Aburto, Arancibia, Bombal, Canessa, Cantero, Coloma, Cordero, Chadwick, Espina, Fernández, García, Horvath, Larraín, Martínez, Matthei, Orpis, Prokurica, Ríos, Romero, Stange, Vega y Zurita.



Votaron por la afirmativa los señores Boeninger, Flores, Foxley, Frei (doña Carmen), Frei (don Eduardo), Gazmuri, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Parra, Pizarro, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Vásquez, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés).



No votaron, por estar pareados, los señores Cariola y Páez.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Queda rechazada la censura al Presidente del Senado.



--(Aplausos en la Sala y en las tribunas).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se suspende la sesión.

------------


--Se suspendió a las 16:37.



--Se reanudó a las 16:38.

-------------
El señor ROMERO (Presidente).- Continúa la sesión.



--(Aplausos en la Sala y en las tribunas).

El señor ROMERO (Presidente).- Muchas gracias.

El señor PIZARRO.- ¡Qué indignidad, por Dios!

El señor ROMERO.- Pido a la Sala promover tranquilamente...

El señor PIZARRO.- ¡Qué vergüenza!

El señor ROMERO (Presidente).- Agradezco la confianza que me ha dispensado la mayoría del Senado.



Orden del Día…

El señor PIZARRO.- ¡Hay que ser caradura, por Dios!



Votar por sí mismo -¡qué vergüenza!- sabiendo que el Senador señor Ávila está desaforado.

El señor ROMERO (Presidente).- ¡Llamo la atención a su Señoría!

El señor PIZARRO.- ¡Qué vergüenza! ¡Qué vergüenza! ¡Qué vergüenza!



¡Triplemente vergüenza!

El señor ROMERO (Presidente).- Amonesto al Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- ¡Usted dejó de ser Presidente del Senado hace rato ya!

El señor ROMERO (Presidente).- Está amonestado, Su Señoría.

El señor PIZARRO.- ¡Usted dejó de ser Presidente del Senado hace rato! 



Trae a una patota para que lo venga a aplaudir y cree que con eso tiene legimitidad.

El señor ROMERO (Presidente).- ¡Llamo nuevamente al orden y censuro al Honorable señor Pizarro por estar hablando sin haberle concedido el uso de la palabra!

El señor PIZARRO.- ¡No tiene legitimidad para dirigir esta Corporación, señor Presidente! Lo lamento por usted.

El señor ROMERO (Presidente).- Muy bien. 



Suspendo la sesión,…

El señor PIZARRO.- La sesión estaba suspendida. ¡Suspéndala!

El señor ROMERO (Presidente).- …dado que no se dan las condiciones para continuar con ella, y pido reunión de Comités.



--(Aplausos en las tribunas).

El señor PIZARRO.- ¡Es usted el que no puede dirigir el Senado!



¡Váyase feliz de la vida!



¡Váyase!



¡Traiga las patotas que quiera! ¡Mientras más lo aplauden, hace más el ridículo, señor Presidente!



¡Títere!

-------------


--Se suspendió a las 16:39.



--Se reanudó a las 16:50
-------------
El señor ROMERO (Presidente).- Continúa la sesión.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor NARANJO.- Antes de que hable el señor Secretario, pido la palabra.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, como Comité Socialista, quiero reclamar formalmente, pues el señor Secretario -y él lo sabe-, como lo hace en cada ocasión -por ejemplo, cuando se leen proyectos de acuerdo, aunque su texto haya sido distribuido en los escritorios de cada Senador-, tenía que haber leído los considerandos de la censura.



No era una cuestión para la que usted, señor Presidente, debía pedir el acuerdo de la Sala. Lo que correspondía -y el señor Secretario lo sabe mejor que yo- era leer los considerandos de la censura. Por consiguiente, nos parece extraordinariamente grave que el señor Secretario no los haya leído.



El propio Reglamento -el señor Secretario puede leer el artículo pertinente para ver si estoy equivocado- dice que en cada votación se tiene que dar cuenta del documento respectivo. En este caso el señor Secretario pasó a llevar…

El señor ROMERO (Presidente).- Yo le pedí al señor Secretario que no le diera lectura porque...

El señor NARANJO.- ¡Es que no puede...

El señor ROMERO (Presidente).- Escuche, señor Senador, tal como lo hice cuando usted habló.



Yo le pedí al señor Secretario que no leyera el documento porque habíamos dado cuenta de él y procedido a su entrega en la sesión de esta mañana.

El señor NARANJO.- Señor Presidente…

El señor ROMERO (Presidente).- Es decir, todos tenían el documento.

El señor NARANJO.- Señor Presidente…

El señor ROMERO (Presidente).- Y como había que pronunciarse sin discusión…

El señor NARANJO.- Señor Presidente…

El señor ROMERO (Presidente).- Y después hubo oposición de Comités…

El señor NARANJO.- No corresponde, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Va a quedar constancia de su reclamo, señor Senador.

El señor NARANJO.- Perdón, señor Presidente.



No correspondía.

El señor ROMERO (Presidente).- Señor Senador…

El señor NARANJO.- Lo que correspondía era dar lectura a los considerandos de la censura.



Eso correspondía, tal cual se hace con todos los proyectos de acuerdo. Usted bien lo sabe. Y el señor Secretario, también.

------------
El señor PROKURICA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, quiero manifestar mi preocupación por el hecho de que el Ministerio de Salud no contesta los oficios enviados por el Senado.



Hace un tiempo le pregunté al señor Ministro Secretario General de la Presidencia por qué esa Secretaría de Estado no contestaba.



Hay un montón de oficios sin respuesta. Y este mes se agregaron otros.



Le pido que represente esta situación, en su calidad de Presidente del Senado.

El señor ROMERO (Presidente).- Así se hará.

------------
El señor ROMERO (Presidente).- Para referirse a la Cuenta, tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, en la Cuenta se informa de una respuesta de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo a un oficio que se le remitió en mi nombre a propósito de la política habitacional del Gobierno y a las críticas que he formulado a la calidad de las viviendas sociales.



Se habló de una minuta adjunta. Pedí verla, pero no llegó desde el Ministerio del ramo.



En consecuencia, solicito que se reitere el oficio y se requiera el documento en cuestión.

El señor ROMERO (Presidente).- Así se hará, señor Senador.

------------
El señor ROMERO (Presidente).- La Ministra señora Hornkohl, a quien doy la bienvenida, me pidió recabar la anuencia de la Sala para que ingrese la Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señora Pilar Armanet.



--Se accede.
-----------

El señor ROMERO (Presidente).- Pido al Honorable señor Gazmuri, Vicepresidente de la Corporación, que me reemplace en la testera.
V. ORDEN DEL DÍA
Creación de sistema nacional de aseguramiento

de calidad de educación superior

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Corresponde seguir la discusión particular del proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior, con informe complementario del segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología e informe de la Comisión de Hacienda.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3224-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 35ª, en 2 de marzo de 2004.


Informes de Comisión:


Educación, sesión 11ª, en 13 de julio de 2004.


Educación (segundo), sesión 44ª, en 2 de noviembre de 2005.


Educación (complementario del segundo), sesión 42ª, en 18 de octubre de 2005.


Hacienda, sesión 42ª, en 18 de octubre de 2005.


Certificado de la Comisión de Educación, sesión 50ª, en 14 de diciembre de 2005.


Discusión:



Sesiones 13ª, en 20 de julio de 2004 (queda pendiente su discusión general); 14ª, en 21 de julio de 2004 (se aprueba en general); 48ª, en 13 de diciembre de 2005 (vuelve a Comisión de Educación); 50ª, en 14 de diciembre de 2005 (queda para segunda discusión); 51ª y 52ª, en 20 y 21 de diciembre de 2005 (queda pendiente su discusión particular); 53ª, en 21 de diciembre de 2005 (se aplaza su discusión particular).
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).-  Corresponde tratar el artículo 17 propuesto por la Comisión de Educación. Esta norma fue aprobada por cuatro votos a favor (Senadores señores Fernández, Moreno, Muñoz Barra y Vega) y una abstención (Honorable señor Parra).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión el artículo 17.

El señor PARRA.- Retiro mi abstención y voto a favor.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Al retirarse la abstención del Senador señor Parra, la norma reúne unanimidad. En consecuencia, se daría por aprobada…

El señor LARRAÍN.- En tal caso, pido votación separada del artículo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, no habíamos solicitado votación del artículo porque en la Comisión se aprobó por mayoría.



Ya hemos discutido acerca de las atribuciones de la Comisión Nacional respecto de los criterios para establecer y desarrollar la acreditación. En el inciso primero del artículo 17 se señala que “Corresponderá a la Comisión fijar y revisar periódicamente los criterios de evaluación para el desarrollo de los procesos de acreditación institucional, a propuesta de un comité ejecutivo de acreditación institucional”.



Nos parece que, si la ley fija los criterios, éstos no pueden estar siendo revisados de manera periódica, pues ello se prestará para que por esa vía se vayan generando nuevos criterios de evaluación.



El planteamiento que hemos hecho -y ya se definió en una discusión anterior- consiste en que los criterios sean aprobados y establecidos por la ley. Incluso, conversando con algunos Senadores y con la Jefa de la División de Educación Superior, pensamos que una fórmula para resolver esto, a fin de que se entienda el espíritu de lo que sostenemos, es disponer que a la Comisión le corresponderá fijar las pautas de evaluación, conforme a los criterios que se establecen en la ley, en lo que viene a continuación.



Si el inciso primero del artículo 17 dijera que “Corresponderá a la Comisión fijar y revisar periódicamente las pautas de evaluación para el desarrollo”, etcétera, y el inciso segundo dispusiera que “Dichas pautas se ajustarán a los siguientes criterios”, estaríamos entendiendo razonablemente bien este planteamiento.



Lo que queremos es, de algún modo, evitar que en definitiva la Comisión vaya creando nuevos criterios y se salte lo que la ley en proyecto dispone. Ésta es muy exhaustiva. Al leerse, se ve que el artículo 17 es bastante largo y señala en forma pormenorizada los criterios que se deben establecer. Es la única manera que tienen las instituciones de contar con un rasero común, fijado por la ley.



Ahora bien, es obvio que la Comisión deberá ir fijando cómo se van a evaluar las pautas. Y eso nos parece razonable.



Por consiguiente, si hubiese acuerdo de la Sala, podríamos resolver que el inciso primero esté referido, más que a fijar criterios, a determinar las pautas de evaluación, en conformidad a los criterios que se señalan a continuación, en el inciso segundo.



En tal sentido, no tendríamos inconveniente para aprobar el artículo.

El señor BOENINGER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor MORENO.- Pido la palabra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente…

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, el inciso segundo del artículo 17 estipula que los “criterios sólo podrán considerar las siguientes exigencias”.



La verdad es que el espíritu de aquello es perfectamente compatible con la propuesta que se acaba de hacer en cuanto a que se hable de “pautas”, palabra que insinúa menos una potestad modificatoria hipotética de la Comisión.



Si en el inciso primero se dijera “pautas” y en el segundo se expresara que “dichas pautas se ajustarán a las siguientes exigencias”, creo que quedaría extremadamente claro. Y, en mi concepto, lo importante es que se confirma el espíritu del texto del artículo propuesto, pero sin hipotéticas ambigüedades que podrían inquietar a algunos.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreno.

El señor MORENO.- Señor Presidente, creo que el Honorable señor Boeninger ha dado una señal que podríamos aceptar.



Sin embargo, quiero dejar establecido lo siguiente.



Si se compara el texto que el Senado aprobó en general con lo que aparece en el texto final propuesto por la Comisión de Educación, se podrá apreciar que éste responde a la petición formulada durante el debate por los Senadores de la Oposición en el sentido de que los criterios quedaran fijados de manera taxativa y explícita en la ley, con el objeto de no dejar espacio de ambigüedad alguno a una interpretación posterior o a la eventual introducción de normas al margen de aquélla. Más aún, dijeron no ser partidarios de ningún reglamento sobre la materia.



Por lo tanto, la latitud del artículo 17 y la variedad tanto de letras como de números responden al esfuerzo que se desplegó en dicho órgano técnico para recoger uno a uno los criterios pertinentes.



Ahora, si en vez de la expresión "los criterios" se desea poner "las pautas", no me opongo. Pero solicito consignar con claridad en la historia de la ley que lo que está en el texto es lo que deberá hacer la Comisión de Acreditación. De otra manera, sencillamente,  habremos escamoteado todo el trabajo que realizamos.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, es factible considerar lo que plantea el Honorable señor Larraín, pues los criterios están fijados en la propia ley. De modo que al consignar la expresión "las pautas", tal como se propone, no disminuiremos la responsabilidad que estamos entregando a la Comisión de Acreditación.



Desde ese punto de vista, yo me sumaría a la posibilidad de reemplazar las palabras "los criterios" por "las pautas".

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Parra.

El señor PARRA.- Señor Presidente, yo me abstuve cuando se votó el artículo 17 en la Comisión de Educación.



Como se ha recordado, dicha norma es producto de una solución de compromiso entre el Gobierno y la Oposición.



Pienso que la Comisión Nacional es el órgano técnico que conduce el proceso de acreditación. Por lo mismo, mi criterio ha sido siempre el de que ella debe estar investida de las facultades necesarias para cumplir cabalmente su misión.



Este artículo entra en una materia eminentemente técnica, la pormenoriza, y deja a la Comisión, en consecuencia, como un órgano básicamente ejecutor.



Pero no deseo hacer cuestión y acojo el planteamiento que formuló hace algunos minutos el Senador señor Larraín, para facilitar el despacho de este proyecto tan largamente tramitado.



Llamo, sí, la atención sobre un punto. El artículo 4º transitorio valida, mientras la Comisión de Acreditación precisa las nuevas pautas, las que se hallan vigentes hoy, que fueron fijadas por las comisiones creadas por el Ejecutivo y que han estado operando tan satisfactoriamente durante el último tiempo.



Por consiguiente, quiero dejar despejado desde ya que la aprobación del artículo 17 no es contradictoria con la ratificación del artículo 4º transitorio ni con la validación temporal de las pautas actualmente en vigor.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Entiendo que habría acuerdo para cambiar, en el inciso primero del artículo 17, los términos "los criterios" por "las pautas". Y la disposición quedaría así: "Corresponderá a la Comisión fijar y revisar periódicamente las pautas de evaluación para el desarrollo de los procesos"…

El señor BOENINGER.- Hay que repetirlo en el inciso segundo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Consecuencialmente, en el inciso segundo habría que decir: "Dichas pautas sólo podrán considerar las siguientes exigencias, y no se podrán exigir requisitos adicionales:".



Si le parece a la Sala, se aprobarán las modificaciones propuestas a los incisos primero y segundo del artículo 17.



--Se aprueban.

El señor LARRAÍN.- En todo caso, hay un problema de redacción, que la Secretaría podría resolver. Porque no es muy correcto decir "las siguientes exigencias, y no se podrán exigir".

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se le pasó a la Comisión de Educación.



En todo caso, se recogerá la observación de Su Señoría.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Respecto del artículo 18, se formuló la indicación número 352, que fue aprobada con los votos a favor de los Honorables señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega, y el voto en contra del Senador señor Fernández.



El objetivo es reemplazar por una coma, en el inciso tercero, la conjunción "y" consignada entre las palabras "educacionales" y "certificar", y el punto final, por lo siguiente: "y acompañar la nómina de pares evaluadores por medio de los cuales cumplirá su cometido, los que deberán tener, a lo menos, diez años de ejercicio académico o profesional y gozar de reconocimiento en su área de especialidad.".

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Alguien desea fundamentar el artículo 18 propuesto por la Comisión de Educación?



Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Luego, la Comisión de Educación sugiere incorporar el siguiente inciso quinto, nuevo: "Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión podrá inscribir directamente en los registros establecidos en los incisos anteriores a pares evaluadores o agencias de acreditación institucional de reconocido prestigio, por acuerdo de los dos tercios de sus miembros.".



Esta norma fue aprobada con los votos favorables de los Honorables señores Muñoz Barra, Parra y Vega, y las abstenciones -el boletín comparado señala que fueron votos negativos, pero eso no es correcto- de los Senadores señora Matthei y señor Moreno.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, sólo deseo explicar la proposición. Pero si hay acuerdo en la Sala, no intervengo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si les parece a Sus Señorías, se aprobará el inciso quinto, nuevo, sugerido por la Comisión de Educación para el artículo 18.



--Se aprueba.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Seguidamente, el Honorable señor Larraín concurrió a la renovación de la indicación número 359, con las firmas reglamentarias, y pidió votación separada para el inciso quinto.



La indicación renovada plantea reemplazar los incisos quinto y sexto por el siguiente: "La institución que se acredita designará a las personas naturales o jurídicas que actuarán como pares evaluadores en un determinado proceso de acreditación institucional, de entre aquellas que figuren en el registro establecido en el inciso segundo.".

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión la indicación renovada.



Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, la redacción de esta norma tiene una intención: evitar que la institución seleccione pares evaluadores afines de entre los que están registrados y supervisados por la Comisión. Por ello, se establece que ésta los designa; pero la institución sujeto de evaluación puede vetar tres veces. De esta manera se elimina la tentación de buscar pares  afines al proyecto pertinente.



Tales son la intención y el contenido del artículo 18.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, entiendo esa inquietud, pero creo que ni así se cautela ese objetivo. Porque aunque los designara la Comisión, sería perfectamente posible que nombrara personas afines. No siempre se sabe quiénes son afines y quiénes no.



En seguida, si ha habido un trabajo de selección de los pares evaluadores -no cualquiera lo es; existe todo un mecanismo de filtración-, parece razonable que la institución por acreditarse pueda escoger del registro a los pares evaluadores o entidades que actuarán en el proceso.



Ése es el sentido de la indicación que renovamos -formulada por los Honorables señores Cordero, García y Romero, por una parte; por el Senador señor Horvath, por otra, y también por el Senador señor Martínez - y que señala: “La institución que se acredita designará a las personas naturales o jurídicas”…“de entre aquellas que figuren en el registro establecido en el inciso segundo.”.



Quiero llamar la atención acerca de que el inciso final de este mismo artículo se refiere a la situación que mencionó el señor Senador que me precedió en el uso de la palabra, al expresar que tratándose de pares evaluadores que sean entidades probadamente idóneas, éstas no podrán tener ninguna de las relaciones descritas en los artículos que se indican. Es decir, también hay normas que permiten precaver cualquier tipo de afinidad indebida.



Pensamos que se garantiza mejor el funcionamiento del sistema con la indicación que hemos renovado, que reemplaza los incisos quinto y sexto (que pasaron a ser séptimo y octavo, respectivamente) del artículo 18. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, creo que, en sustancia, aquí no hay un problema de gran envergadura, porque lo que se está pesando es el derecho de la institución a seleccionar de entre quienes se hallen inscritos, con la salvedad de que no pueden ser personas relacionadas.



De otro lado, pienso que si la Comisión tiene las potestades de acreditación, resulta poco razonable que la designación de pares evaluadores simplemente pase por delante de sus narices, por así decirlo. 



En consecuencia, aunque este punto no es muy de fondo, el hecho de que la Comisión designe a los pares evaluadores va más en la línea de las facultades que cabría suponer que posee, sobre todo habida cuenta de que la institución a ser evaluada tiene derecho a vetar hasta por tres veces a uno o más de los pares evaluadores propuestos por aquélla.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Bueno, obviamente, los señores Senadores que deseen hablar tienen derecho a hacerlo. Pero tengo la impresión de que la diferencia es clara. En un caso -como bien se ha explicado acá-, elige la Comisión, y en otro, la institución que va a ser evaluada, con la posibilidad de veto hasta por tres veces. Y, de no llegarse a acuerdo, debe pronunciarse el Consejo Superior de Educación.



Ofrezco la palabra por última vez; después se cerrará el debate y se votará la indicación renovada.



Tiene la palabra el Honorable señor Moreno. 

El señor MORENO.- Señor Presidente, aquí está en juego el principio según el cual una persona o institución que quiera actuar en este proceso debe someterse a un ente superior, que es la Comisión Nacional de Acreditación. 



Luego, si la entidad que desea acreditarse es también la que designa, de entre una lista, a quienes la evaluarán, en el fondo está sustituyendo el poder de la Comisión. Es como si existiera una lista de profesores para tomar un examen de grado, por ejemplo, para la Licenciatura en Derecho, y el alumno escogiera a los docentes. Obviamente, existiría un prejuicio, por simpatía o por lo que fuere.



Por lo tanto, estimo mucho más imparcial la posibilidad de que la entidad vete la designación, si cree que no es la idónea -puede hacerlo hasta por tres veces-, y que la Comisión tenga realmente la capacidad de nombramiento de entre las personas que figuren en el registro. Pero no entregar al interesado la facultad de señalar: “Mire, me interesa que éste, aquél o ese otro sea el que evalúe”.

El señor LARRAÍN.- ¿Me concede una interrupción, Honorable colega?

El señor MORENO.- Con todo gusto.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Yo no autorizo interrupciones al final de una intervención.

El señor MORENO.- Pero el Senador Moreno, con su venia, da la interrupción.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ella no procede cuando ha concluido un discurso. Y las interrupciones las otorga la Mesa, no el Senador señor Moreno.



Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite una interrupción, Su Señoría?

El señor MUÑOZ BARRA.- Con el mayor agrado.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Como se pidió al principio, ahora, sí, la Mesa la otorga.



Puede usar de la interrupción el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, lo señalado por el señor Senador señor Moreno sería cierto si acaso la opinión de los evaluadores fuera la palabra final. Pero resulta que ellos están inscritos, se escogen de entre quienes figuren en el registro y el informe respectivo debe ser aprobado por la Comisión. Y si ésta encuentra algo raro o sospechoso que no detectó antes, cuenta con el instrumento para corregir: pedir una nueva evaluación y un segundo informe.



Por consiguiente, queda obviada también la inquietud planteada por Su Señoría.



Agradezco la interrupción.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Recupera la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, creo que en los artículos pendientes -como van a notar Sus Señorías-, cada vez que se invoque el tema de la Comisión Nacional de Acreditación surgirá algo que estuvo presente durante todo el debate en la Comisión de Educación: la intención de -diría- enmarcar en una menor posibilidad las atribuciones del órgano acreditador. Como manifesté en esas sesiones, aquí hay un asunto de fondo; de posiciones -que son respetables- de quienes son partidarios de disminuir las facultades de la Comisión de Acreditación, y de los que consideran que ésta debe tener potestades, como señalaron algunos señores Senadores.



En verdad, tal como mencionó el señor Presidente, en el artículo en comento hay todo tipo de garantías para la institución por acreditarse: primero, la Comisión designará a los evaluadores con consulta a aquélla; segundo, la entidad interesada podrá vetar a uno, dos o más de los pares evaluadores propuestos, hasta por tres veces -fíjense Sus Señorías-, sin expresión de causa, y posteriormente, si no existiere acuerdo entre la Comisión y la institución, deberá pronunciarse el Consejo Superior de Educación.



Entonces, pienso que están cauteladas las aprensiones del señor Senador que entregó una fundamentación en tal sentido. 



Insto a Sus Señorías a apoyar la norma propuesta por la Comisión de Educación.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Está clara la diferencia, así que se votará la indicación.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Se trata de la indicación Nº 359, renovada por el Honorable señor Larraín y otros señores Senadores. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la indicación renovada Nº 359 (17 votos contra 12), que reemplaza los incisos quinto y sexto (que pasaron a ser séptimo y octavo) del artículo 18.



Votaron por la afirmativa los señores Arancibia, Bombal, Canessa, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, García, Horvath, Larraín, Martínez, Matthei, Orpis, Prokurica, Stange, Vega y Zurita.



Votaron por la negativa los señores Boeninger, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Moreno, Muñoz, Ominami, Parra, Sabag, Silva, Vásquez, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El Honorable señor Larraín  solicitó votar en forma separada el inciso primero del artículo 19, que fue aprobado por unanimidad en la Comisión y que, por consiguiente, estaría aprobado reglamentariamente. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín, y después el Senador señor Boeninger.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, ocurre que el inciso primero del artículo 19 establece los criterios y parámetros para determinar el plazo por el cual se acreditará una institución. 



El plazo máximo de acreditación, que es de siete años, se podrá otorgar sólo en caso de que la institución -como expresa el texto aprobado por la Comisión de Educación- “cumpla sustancialmente y en un nivel de excelencia con los criterios de evaluación establecidos en los artículos 14 a 17 de esta ley.”.



A nuestro parecer, el agregar la frase “sustancialmente y en un nivel de excelencia” implica exigir demasiado.



Si una entidad cumple bien y en su integridad con los objetivos de la ley en proyecto, ¿por qué habría de concedérsele la acreditación por un período breve? 



Creemos que eso es objetable y, por ello, hemos pedido la discusión y votación separada de este precepto. Ojalá pudiéramos revisarlo, para que se entienda bien que se deben reunir los requisitos. Pero el que una institución con muy buen desempeño no obtenga el plazo máximo de acreditación, por tener que cumplir “sustancialmente y en un nivel de excelencia” con los criterios de evaluación, nos parece un exceso.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Señores Senadores, el artículo 19 fue aprobado de manera unánime en la Comisión; no se han renovado indicaciones, y se solicitó discusión separada respecto del inciso primero, que se halla íntimamente vinculado con el segundo.



Si se rechazara el inciso primero,…

El señor LARRAÍN.- Pasaría a regir el texto aprobado en general.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).-…la acreditación quedaría sin plazo…

El señor LARRAÍN.- No, señor Presidente, persistiría la norma aprobada durante la discusión en general.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).-…y se mantendría solamente el inciso segundo, el cual no se explica por sí solo.



Por tanto, enfrentamos un problema de técnica legislativa muy complejo.

El señor LARRAÍN.- Perdón, señor Presidente.



Si se rechazara el inciso primero, renacería el texto aprobado en general, que consigna el plazo de siete años. Lo que pasa es que establece otros criterios.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La Secretaría entiende que Su Señoría solicitó votar la propuesta de la Comisión, ¿verdad?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No. La petición que escuché fue que se votara en forma separada el texto del inciso primero acordado en el segundo informe de la Comisión de Educación.



Si no se aclara qué significa eso, nos puede llevar a un problema mayor.



Por otro lado, se dice que, en caso de rechazarse la norma sugerida por la Comisión, quedaría vigente el texto aprobado en general. Y éste también tendría que votarse.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Señores Senadores, aquí existen dos posibilidades.



Si se aprobara el inciso primero -que el Honorable señor Larraín pidió votar separadamente-, subsistiría el texto propuesto por la Comisión.



Por el contrario, de rechazarse dicha norma, deberá votarse en particular la disposición aprobada en general. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, tal vez los términos “sustancialmente” y “y en un nivel de excelencia” sean muy exigentes.



Ahora, quiero llamar la atención a que la norma aprobada en general señala que la institución cumpla “íntegramente” con los criterios de evaluación.



Resulta bastante dudoso entender qué es más exigente: algo que deba cumplir “íntegramente” o “sustancialmente y en un nivel de excelencia”.



Por consiguiente, y dado que, además, el texto me parece un poco redundante, quizás una redacción de consenso podría ser que la institución “cumpla sustancialmente con los criterios de evaluación”, eliminando la frase “y en un nivel de excelencia”. Esta idea se hallaría implícita en el término “sustancialmente”. Y no sería pertinente equipararlo con “mediocre”.

El señor LARRAÍN.- Conforme.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Para acortar un poco el trámite de este asunto, en el que hemos ocupado ya demasiado tiempo -salvo que alguien sienta la obligación de aportar con sus luces más allá de esta discusión-, se podría aprobar el inciso primero propuesto por la Comisión en el segundo informe, manteniendo el vocablo “sustancialmente” y suprimiendo la frase “y en un nivel de excelencia”.

El señor BOENINGER.- Exacto.

El señor LARRAÍN.- Así es.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo?

El señor PARRA.- Pido la palabra.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor PARRA.- Señor Presidente, fui autor de las indicaciones que determinaron los cambios que ahora se impugnan.



Desde mi punto de vista, el proceso de acreditación no constituye una mera formalidad. La función de Comisión Nacional no es repartir certificados de acreditación con un cumplimiento elemental de exigencias por las instituciones que imparten educación superior. 



Por eso, los cambios introducidos al artículo aprobado en general tenían por objeto, justamente, agregar en el inciso primero que, para obtener el plazo máximo de acreditación, es necesario, no sólo cumplir con las exigencias planteadas en las pautas de evaluación correspondientes, sino que hacerlo en un nivel de excelencia. 



De igual modo, en el inciso segundo -donde el texto aprobado en general sólo exigía que en el funcionamiento de la entidad se cumplieran en un nivel aceptable las exigencias objetivas planteadas por la ley-  reemplazamos la expresión “aceptable” por “bueno o muy bueno” como nivel de cumplimiento de dichos criterios. 



Evidentemente, el término “aceptable” resulta insuficiente para que la Comisión otorgue el certificado de acreditación a la institución de que se trata. 



Si queremos impulsar un mejoramiento real y sostenido de la calidad de nuestros establecimientos de educación superior, y que la acreditación represente algo, creo que tales exigencias no pueden dejarse de lado. 



Yo, por lo menos, señor Presidente, no concurriré a aprobar la fórmula alternativa aquí planteada. Pero si ella concitara el apoyo de la Sala, sólo dejaría constancia de mi voto en contra. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Martínez. 

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, me parece que el problema viene de más atrás. Los criterios de evaluación y la fijación del plazo de acreditación se deberían haber establecido en una tabla. Porque el concepto “criterio” es muy amplio y se puede jugar mucho con él. 



Como ninguno de esos puntos se encuentra especificado, introducen inseguridad y discrecionalidad en la acreditación que deberá otorgar la Comisión después de haber escuchado a los evaluadores. 



Repito: la dificultad viene de más atrás. 



Quiero dejar planteada esa inquietud. Habría que unir, igual que cuando se califica, conceptos y resultados, y entonces entregar un valor de esa evaluación. Si no, el asunto generará una eterna discusión. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Con el objeto de ahorrarnos algunas intervenciones, quiero hacer presente lo siguiente. 



Si no existe acuerdo unánime para modificar la norma de la manera que se había sugerido -y no lo hay, porque el Senador señor Parra no es partidario de enmendarla-, corresponde votar el texto propuesto por la Comisión de Educación.



Por lo tanto, pondré en votación el inciso primero.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).-Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Entendí que el Honorable señor Parra estaba dispuesto a dar la unanimidad.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- El señor Senador señaló que votaría en contra.

El señor LARRAÍN.- No, señor Presidente. 
Una cosa es dar la unanimidad para revisar la norma, y otra, que una vez examinada se deje constancia del voto en contra.



Eso deduje de las palabras del Honorable colega: dio la unanimidad para corregir la disposición, a fin de que se pudiera votar en forma diferente; pero planteó su desacuerdo con la fórmula propuesta. 



A mi juicio, se debería proceder en esa forma. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tal interpretación linda con la figura del resquicio legal. Pero, en fin, la vamos a aceptar en esta oportunidad.



Entonces, ya que hay acuerdo unánime para modificar el texto…

El señor VÁSQUEZ.- No hay unanimidad, señor Presidente. 



Me opongo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En ese caso, pondré en votación, ante todo, el inciso primero del artículo 19, acogido por la Comisión de Educación y para el cual se pidió votación separada. 



Votar “sí” implica estar de acuerdo con lo propuesto por la Comisión, y “no”, en contra.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Podría el señor Secretario dar lectura a lo que votaremos? 

El señor HOFFMANN (Secretario).- En el artículo 19, inciso primero, del texto que se aprobó en general, la Comisión intercaló, a continuación de las expresiones “cumpla íntegramente”, la frase “y en un nivel de excelencia”.

El señor BOENINGER.- Tengo una propuesta al respecto, señor Presidente.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Además, sugiere reemplazar la palabra “íntegramente” por “sustancialmente”; y, por último, agregar al final del inciso, suprimiendo el punto final, la siguiente frase: “establecidos en los artículos 14 a 17 de esta ley.”.

El señor BOENINGER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Pondré en votación la enmienda. Creo que está claro lo que estamos votando.

El señor BOENINGER.- Perdón, señor Presidente. Es que yo...

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Vamos a iniciar la votación, señor Senador.

El señor BOENINGER.- Es que yo quiero proponer una fórmula distinta para el mismo inciso.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No, es que...

El señor BOENINGER.-  Escúcheme, por favor, señor Presidente.



Pido que se vote separadamente la frase “y en un nivel de excelencia”.

El señor VEGA.- Exactamente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le pareciera a la Sala, se votaría la primera modificación del inciso primero del artículo 19 propuesta por la Comisión, que tiene por objeto incorporar la frase “y en un nivel de excelencia”.



Para incluir la frase, los señores Senadores deben votar “sí”; para eliminarla, “no”.

El señor MUÑOZ BARRA.- Perdón, señor Presidente, una moción de orden. Aclaramos que se vota la supresión de la frase “sustancialmente y en un nivel de excelencia”.

El señor HOFFMANN (Secretario).-  No, señor Senador.

El señor LARRAÍN.-  Sí.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Eso es lo que vamos  a votar?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Señores Senadores, estas situaciones ocurren cuando nos apartamos del Reglamento y el buen procedimiento.



Entiendo que algunos señores Senadores han pedido votar en forma separada solamente la incorporación de la frase “y en un nivel de excelencia”.



El señor Secretario lo explicará.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La Comisión de Educación propone diversas enmiendas respecto del artículo 19.



En primer lugar, cabe pronunciarse sobre la primera proposición relativa al artículo 19, inciso primero, para intercalar, a continuación de las expresiones “cumpla íntegramente”, la frase “y en un nivel de excelencia”.



Eso es lo que el señor Presidente pondrá en votación.

El señor LARRAÍN.- Votar “sí” significa estar de acuerdo con el criterio de la Comisión y mantener la frase. Para eliminar la expresión “y en un nivel de excelencia”, los señores Senadores deben votar que no.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Así es, señor Senador.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En votación electrónica la primera modificación propuesta por la Comisión, recaída en el inciso primero del artículo 19 del proyecto, tendiente a agregar la frase “y en un nivel de excelencia”.

El señor HOFFMANN (Secretario).-  ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la enmienda propuesta por la Comisión (19 votos por la negativa y 9 por la afirmativa).



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Boeninger, Bombal, Canessa, Cariola, Chadwick, Coloma, García, Horvath, Larraín, Martínez, Matthei, Muñoz Barra, Orpis, Prokurica, Sabag, Stange, Vega y Zurita.



Votaron por la afirmativa los señores Frei (don Eduardo), Gazmuri, Moreno, Parra, Pizarro, Ruiz-Esquide, Silva, Vásquez y Viera-Gallo.

El señor HOFFMANN (Secretario).- En seguida, respecto del mismo inciso primero del artículo 19, la Comisión de Educación plantea dos enmiendas más: una, con el objeto de reemplazar la palabra “íntegramente” por “sustancialmente”, y otra, para agregar al final del inciso, suprimiendo el punto final, la frase “establecidos en los artículos 14 a 17 de esta ley.”.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se deja constancia de que ambas modificaciones fueron acogidas por unanimidad en la Comisión y, por lo tanto, ya están aprobadas.



Respecto del inciso segundo del artículo 19 no se ha pedido votación separada, por lo que debe considerarse aprobado.



Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario).- A continuación, respecto del artículo 20, la Comisión  de Educación, por unanimidad, sugiere sustituir las palabras “pares evaluadores” por “comité de pares evaluadores o agencia de acreditación institucional” las dos veces que aparece. 



Sin embargo, en el mismo artículo 20, dicho órgano técnico propone eliminar la frase final del inciso, a continuación del punto seguido. Dicha supresión fue acordada por tres votos a favor (Honorables señores Moreno, Muñoz Barra y Parra), y dos en contra (Senadores señores Fernández y Vega).



El artículo 20 del texto aprobado en general dispone: “En el caso que la Comisión rechazare el informe presentado por los pares evaluadores, la institución podrá solicitar, dentro del plazo de 15 días contado desde la fecha de notificación del primer informe, la realización de una nueva evaluación por pares evaluadores distintos, designados en conformidad con lo establecido en el artículo 18”.



Y, en punto seguido, prosigue: “Si el informe emanado de esta segunda revisión recomendare la acreditación de la institución, éste deberá ser acogido por la Comisión.”.



La Comisión de Educación propone suprimir, por mayoría de votos, esta frase final.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión la supresión de la frase final del artículo 20.

El señor MUÑOZ BARRA.-  ¿Me permite, señor Presidente?

El señor BOENINGER.-  Pido la palabra.

El señor LARRAÍN.-  Pido la palabra.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella el Senador señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, la verdad es que de la redacción del  artículo 20 aparece absolutamente razonable que, si en dos oportunidades los pares evaluadores recomiendan la acreditación, la Comisión debe acogerla.



No hay que olvidar que la propia Comisión de Acreditación selecciona a los pares evaluadores. De tal manera que resulta lógica la supresión propuesta.

El señor LARRAÍN.-  Así es.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, no entendí bien la conclusión del Senador señor  Muñoz Barra.



Yo interpreto lo siguiente: hay un primer informe favorable de los pares evaluadores que es rechazado por la Comisión de Acreditación. Luego, se presenta un segundo informe, también favorable. Me resulta bastante lógico pensar que la Comisión debe acoger dos informes favorables sucesivos, de distintos evaluadores, porque, si no, la situación se convierte en una chacota. Por eso, creo que la supresión está mal hecha.



En consecuencia, soy partidario de reponer la frase final del artículo 20 del texto aprobado en general, que fue suprimida por la Comisión de Educación.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Muy bien.



La proposición de la Comisión es para suprimir la frase final propuesta.

El señor LARRAÍN.- Así es. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- La referida frase final del artículo 20 aprobado en general dispone: “Si el informe emanado de esta segunda revisión recomendare la acreditación de la institución, éste deberá ser acogido por la Comisión”.



La Comisión de Educación propone suprimirla.



¿Habría acuerdo para proceder en tal sentido?

El señor MORENO.-  Con mi voto en contra.

El señor PARRA.-  Con el mío también.

El señor VÁSQUEZ.- Y el mío, señor Presidente.



--Se rechaza la proposición de la Comisión, con los votos en contra de los Senadores señores Moreno, Parra y Vásquez.
El señor HOFFMANN (Secretario).- En seguida, el Honorable señor Larraín ha pedido votar separadamente el artículo 22, que requiere quórum de ley orgánica constitucional.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, sería mejor que esta norma quedara pendiente hasta que hubiera suficiente número de Senadores para votarla.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, tal vez podríamos llegar a acuerdo en esta materia, pues, por lo que he conversado…

El señor VIERA-GALLO.- Es que no hay quórum, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Pero igual podemos hacer la discusión.



El texto aprobado en general por el Senado establecía que era posible apelar de las decisiones de la Comisión Nacional de Acreditación ante el Consejo Superior de Educación. En todo debido proceso resulta esencial que la instancia que revise una resolución sea distinta de aquella que la adoptó. No puede ser la misma.



Posteriormente, en el segundo informe, se consigna un recurso de reposición ante la Comisión. 



Podría acogerse cualquiera de las dos alternativas; pero es inadecuado que el organismo acreditador tenga la primera y la última palabra, porque eso obviamente rompe el principio del debido proceso.



Entonces, o volvemos al texto original y rechazamos el recurso de reposición, o lo dejamos y, además, consagramos un recurso de apelación ante el Consejo Superior de Educación, que operaría en caso de desecharse el primero. Me parece bueno este último camino.



Comoquiera, siempre existirá la posibilidad de interponer el recurso de reposición. En efecto, si la Comisión rechaza algo y la institución afectada se da cuenta de un error de hecho, obviamente ésta va a pedir que se revise la decisión. Sin embargo, si se desea dejarlo de modo explícito en la ley, no hay problema.



Con todo, debe contemplarse la apelación, porque de lo contrario no habrá debido proceso.



Por último, cabe tener presente que este asunto tiene conexión con lo establecido en el artículo 40, de manera que sería aconsejable fijar un criterio para ambas disposiciones, a fin de no repetir la misma discusión.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, el Honorable señor Larraín tiene razón. Esta materia ya está regulada, pues la Ley sobre Bases de los Procedimientos Administrativos establece los recursos de reposición y de apelación. 



Podríamos no decir nada aquí; pero, si se quiere repetir, no veo problema.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, es razonable lo planteado por el Honorable señor Larraín, en cuanto a contar con un recurso de reposición ante la Comisión y con uno de apelación ante un órgano de competencia similar, como es el Consejo Superior de Educación.



En mi opinión, es mejor que quede redactado así, ya que sería más claro para todos.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Voy a argumentar en el mismo sentido, señor Presidente.



Inicialmente -incluso fui autor de una indicación al respecto-, planteé eliminar la intervención del Consejo Superior de Educación frente a las decisiones de la Comisión, para realzar su autonomía y jerarquía.



Sin embargo, es cierto que aquí no tenemos más que dos alternativas. Más allá de las reposiciones del propio órgano, puede haber una apelación ante una entidad distinta, y la única posible es el referido Consejo. De lo contrario, esto inevitablemente terminará en tribunales. Por muchas dudas que tenga en cuanto a la composición del organismo, es preferible que éste sea una instancia que reduzca significativamente la posibilidad de que estos problemas lleguen a los juzgados.



Por ello, sugiero recabar la anuencia de la Sala para modificar la redacción del inciso en debate.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Entiendo que habría acuerdo para dejar el recurso de reposición, tal como aparece en el artículo aprobado por la Comisión de Educación en su segundo informe, con los procedimientos que allí se establecen, y para agregar lo que se consagraba en el texto aprobado en general,…

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).-… relativo a la apelación ante el Consejo Superior de Educación.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente,...

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si hay acuerdo en estos conceptos, le encargaríamos…

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Estoy pidiendo la palabra, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si me deja terminar…

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Es que no estoy de acuerdo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Le daré la palabra cuando concluya mi planteamiento.



Esta proposición no la vamos a votar hoy día, porque no tenemos quórum. Solamente quiero ver si hay acuerdo para encargar a la Secretaría una nueva redacción, que mantenga el recurso de reposición, tal como está en el segundo informe, e incorpore el de apelación ante el Consejo.



Sobre esta materia, ofrezco la palabra al Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, pienso que sería redundante e innecesario agregar estos dos recursos.



El inciso primero del artículo 22 primitivo estaba bien planteado al consagrar la posibilidad de apelar ante un organismo superior. 



En cambio, aquí se sugiere una reposición ante la misma entidad que se pronunció por no dar lugar a la acreditación, y luego, si se falla en contra, se propone una apelación.



Lo lógico sería proceder según el artículo 22 aprobado en general -está bien redactado-, que dispone que, si la Comisión rechaza la acreditación, la institución afectada tiene derecho a apelar. Eso es lo que corresponde en un buen sistema administrativo o judicial.



Creo que el texto original es mejor que el que ahora se somete a nuestra consideración.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Silva.

El señor SILVA.- Señor Presidente, estamos cayendo en la mala costumbre de establecer disposiciones especiales en una materia ampliamente regulada. Si bien está normado en términos específicos, con plazos diferentes y con un contenido totalmente distinto, igual es aplicable a todos los órganos del Estado.¡Para qué destruimos lo que hemos hecho!



Yo no estoy de acuerdo con este planteamiento. No hay fundamentación alguna que justifique incorporar un recurso de reposición, que ya existe o fijar plazos especiales que ya están regulados. 



¡Para qué destruimos lo que hemos hecho!



Esto no tiene ninguna procedencia.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- En el mismo espíritu, yo volvería a lo que planteamos al comienzo.



Si aprobamos el inciso primero del artículo 22 despachado en general, que establece la apelación ante el Consejo Superior de Educación, y dejamos constancia en la historia de la ley de algo obvio: que esto es sin perjuicio del recurso de reposición ante la propia Comisión -entiendo que era lo que habíamos conversado-, se resuelve íntegramente el problema.



Repito: aprobemos el artículo original y hagamos presente que ello no impide el recurso de reposición ya reglado, como señaló el Senador señor Silva.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Parece que ése sería el acuerdo general. Pero no lo vamos a votar ahora, por no haber quórum en la Sala. 



Por lo tanto, queda cerrado el debate sobre el inciso primero del artículo 22, y en la próxima sesión se votará.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, estoy de acuerdo con la fórmula propuesta. De hecho, la sugerí inicialmente como una alternativa.



Pero quiero señalar que en el artículo 40 se va a repetir el mismo problema.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Veámoslo cuando lleguemos ahí.

El señor LARRAÍN.- Lo planteo para no reiterar la discusión.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Muy bien.



En consecuencia, está cerrado el debate sobre este inciso, y queda pendiente su votación.

El señor HOFFMANN (Secretario).-
A continuación, corresponde analizar el inciso segundo del artículo 22, el cual fue aprobado en la Comisión por 3 votos (Senadores señores Fernández, Moreno y Vega) contra 2 (Honorables señores Muñoz Barra y Parra).

El señor LARRAÍN.- Es lo mismo.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, un problema reglamentario: de rechazarse el recurso de reposición, este inciso no tendría sentido.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Efectivamente.

El señor MORENO.- Que también quede pendiente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si eliminamos dicho recurso, todos estos plazos se caen solos.



Entonces, queda pendiente. 



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- En seguida, la Comisión de Educación propone eliminar el inciso tercero del artículo 22, lo que se acordó en la Comisión por 3 votos a favor (Senadores señores Fernández, Moreno y Vega) y 2 en contra (Honorables señores Muñoz Barra y Parra).

El señor MORENO.- Está ligado a lo mismo.

El señor LARRAÍN.- Así es.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Como está vinculado al caso anterior, se discutirá una vez que votemos el inciso primero.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Seguidamente, corresponde debatir el artículo 23, que…

El señor MORENO.- No fue modificado. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Debería estar aprobado.

El señor LARRAÍN.- No, señor Presidente.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El Honorable señor Larraín pidió votación separada de este artículo antes de que el señor Presidente diera por aprobadas las normas que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Se trata del texto aprobado en general.

El señor MORENO.- ¿Es de quórum especial?

El señor HOFFMANN (Secretario).- No, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, esta discusión ya la tuvimos.



El artículo 23 faculta a la Comisión Nacional de Acreditación para actuar como fiscal -por así decirlo-, e ir más allá de su función de entidad acreditadora. Se dispone que, una vez que tome conocimiento de ciertas situaciones que son eventuales causales de incumplimiento del perfil institucional, informe al Ministerio de Educación, porque éste es el que tiene facultad para terminar con la existencia del organismo.



La discusión respecto de las atribuciones de la Comisión Nacional ya la realizamos y concluyó con un rechazo del aspecto de que se trata. Pido que se entienda que no es posible aprobar el presente artículo y otro que se encuentra más adelante –el 27, referente a las agencias que efectúan la labor de evaluación-, porque la cuestión que involucran fue debatida y se descartó. Y el fundamento fue que la Comisión que se constituirá y todos los organismos que giren en torno de ella se ocupen en una tarea determinada.



Al Ministerio le corresponderá la función de informarse debidamente. Y, por cierto, se trata de una situación de hecho. Si llegan antecedentes y se toma conocimiento de una evaluación en ese sentido, de que una entidad no está cumpliendo con su perfil, esa Secretaría de Estado se impondrá de ello y procederá. Pero no transformemos a otros en fiscales que realicen la tarea que la ley le encomendó.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, mi impresión es que el texto propuesto no constituye a la Comisión Nacional en órgano fiscalizador. Creo que tal conclusión es una interpretación un tanto extrema de la letra de la norma. Porque, en verdad, si ocurre algo que configura notoriamente una infracción y un grupo de personas –en este caso, las integrantes de la entidad mencionada- toma conocimiento de ello, su obligación es comunicarlo a las autoridades pertinentes, porque no es admisible convertirla prácticamente en cómplice al no transmitir la información.



Es evidente que, en el hecho, los antecedentes le llegarán de todas maneras al Ministerio. Pero estimo razonable que, desde el punto de vista formal, se comuniquen.



Estamos repitiendo una discusión que ya llevamos a cabo, efectivamente, respecto de una disposición similar. Pero quiero insistir en la argumentación de que no veo que esto sea fiscalizar, porque tal labor implica algún tipo de investigación: se llama a testigos, qué sé yo, y existe todo un procedimiento. En el caso de que se trata, lo único que se hace es tomar conocimiento de algo y traspasarlo. Y me parece que ésa es más bien una obligación de informar que un acto de fiscalización.



Soy partidario de mantener la norma.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, en la Comisión estudiamos la letra f) del artículo 7º, donde se plantea la reiteración de la obligación de todo organismo público de dar cuenta cuando se configuran irregularidades. Ello se debatió bastante. Y la verdad es que, como lo ha expresado el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, lo único que hace la redacción en análisis es determinar que la Comisión Nacional informe al Ministerio de Educación cuando se presenten las causales de cierre previstas en la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza. Alguien debe enterar a esa Secretaría de Estado cuando se materializan situaciones que aconsejan el término de una carrera. Y ello se encuentra previsto en ese cuerpo legal.



A mi juicio, el punto es importante, señor Presidente, para no debilitar la intención de un proyecto que, más encima, se llama “de aseguramiento de la calidad de la educación superior”.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Moreno.

El señor MORENO.- Señor Presidente, estoy de acuerdo con lo dicho por el Senador señor Muñoz Barra, porque pienso que, cuando se constata un hecho que viola elementos preceptuados en la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, lo menos que se puede pedir es que los antecedentes se coloquen en conocimiento del Ministerio.



La información podría no llegar por razones a, be o ce, o incluso por interferencia interesada de una entidad que no ha cumplido con los requisitos, y que, por el hecho de organizarse de tal manera, aquel propósito se impida.



Por lo tanto, se trata de un acto de transparencia. A la Comisión Nacional no se le está dando potestad de investigación, o de supervisión, o de inquisición. Lo que se señala es: “Constatados tales hechos, pónganse en conocimiento de la autoridad respectiva.”. No veo dónde se halla el daño.



Soy partidario de mantener el artículo como fue planteado en el proyecto aprobado en general por el Senado.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Puede intervenir el Honorable señor Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, según lo han consignado quienes me antecedieron en el uso de la palabra, el asunto que nos ocupa es más bien de buen criterio, de lógica.



El que exista o no el artículo no reviste mucha importancia, porque carece de sanción el que el órgano no actúe. Simplemente, se le dice: “Hágalo”. Si no lo hace, no lo hace.



Aunque no lo disponga la norma, igual se debe proceder. En caso contrario, quiere decir que se trata de malos funcionarios.



Entonces, estimo que simplemente estamos discutiendo algo baladí. O sea, es obvio que, si se registra una irregularidad, ella debe ser puesta en conocimiento de las autoridades. No se necesita una ley que lo diga.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Qué plantea en definitiva Su Señoría?

El señor VIERA-GALLO.- Que da lo mismo, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ése no es un procedimiento.



Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, discutimos largamente el punto –y deseo volver sobre el tema- cuando analizamos las atribuciones de la Comisión Nacional, contenidas en el artículo 7º, y en particular lo señalado en su letra f). Constituye una facultad que se quería otorgar en términos genéricos. Y ello fue objeto de votación especial, por ser una disposición de quórum orgánico constitucional.



Como es algo que no fue acogido, juzgo que corresponde aplicar la Ley Orgánica Constitucional del Congreso, cuyo artículo 30, inciso final, dispone que “El rechazo de una disposición que requiera mayoría especial de aprobación importará también el rechazo de las demás que sean consecuencia de aquélla.”. O sea, si se desechó la atribución principal -que requería el quórum mencionado-, la cual involucraba la obligación de informar de todos los casos que surgieran en el proceso de acreditación, no cabe repetir el debate y debe entenderse que si se cayó una norma también deben caer las demás. Ése ha sido el criterio de interpretación de la aplicación de la ley, porque así se halla establecido en el texto legal citado.



Le pido, señor Presidente, ceñirse a ello y, por lo tanto, entender rechazados tanto el artículo 23 como el 27, ya que es lo que corresponde.



Y creo además, por lo que acaba de exponer el Senador señor Viera-Gallo, que lo anterior no impedirá que de hecho, si se detecta alguna de las situaciones referidas, se informe al Ministerio. Pero no cambiemos las funciones de una institución a otra.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se votará, entonces, la proposición de la Comisión, que es lo procedente.

El señor LARRAÍN.- Solicité aplicar la Ley Orgánica Constitucional del Congreso, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ejerce su derecho, Su Señoría.



En votación electrónica el artículo 23 aprobado en general.

El señor HOFFMANN (Secretario).-¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



Ante las dificultades para materializar uno de los pronunciamientos, la abro de nuevo.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Un solo voto no influye, señor Presidente, sobre la base del resultado que se registra.



¿Algún otro señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el artículo 23 por 10 votos contra 8 y una abstención y consecuencialmente, también el artículo 27.



Votaron en contra los señores Arancibia, Chadwick, García, Horvath, Larraín, Martínez, Matthei, Orpis, Prokurica y Vega.



Votaron a favor los señores Boeninger, Frei (don Eduardo), Moreno, Muñoz Barra, Parra, Sabag, Viera Gallo y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Gazmuri.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Respecto del Título III, la Comisión recomienda reemplazar el epígrafe por el siguiente: “De la acreditación de carreras y programas de pregrado”.



Ello fue aprobado por 4 votos a favor, de los Honorables señores Arancibia, Flores, Parra y Vega, y uno en contra, del Senador señor Moreno.

El señor VIERA-GALLO.- Pero también se habla del posgrado.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la señora Pilar Armanet.

La señora ARMANET (Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación).- Al haber sido eliminado el que la acreditación de los programas de doctorado correspondiere a la Comisión Nacional, lo que fue votado en su oportunidad, se debe mantener esa labor a cargo de agencias acreditadoras, por lo cual procede que el epígrafe se refiera también a los posgrados.

El señor VIERA-GALLO.- Es como se plantea, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la proposición de la Comisión.



--Se aprueba.

El señor HOFFMANN (Secretario).- A continuación, en el inciso segundo del artículo 25, la Comisión propone eliminar el punto final que sigue al vocablo "disciplina" y agregar la siguiente frase: "y en función del respectivo proyecto de desarrollo académico.".



Tal enmienda fue aprobada con los votos favorables de los Senadores señores Arancibia, Flores, Moreno y Vega. En contra se pronunció el Honorable señor Parra.



--Se aprueba.

La señora ARMANET (Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Cómo no. 

La señora ARMANET (Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación).- En seguida habría que votar la reposición del artículo 26 aprobado en general. Como se rechazó la acreditación obligatoria en todas las áreas de pregrado, correspondería pronunciarse sobre la propuesta del proyecto aprobado en el primer informe, que en esa disposición establecía la acreditación obligatoria para medicina y las pedagogías.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Entiendo que el artículo 26 aprobado en general consagraba la excepción para las carreras vinculadas al área médica, en la medida en que la acreditación no iba a ser obligatoria para las demás. Me parece que hay acuerdo sobre el punto. Por lo tanto, se repondría, por unanimidad, el artículo 26 original.



Tiene la palabra el Honorable señor Martínez.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, no estoy de acuerdo con ninguno de los artículos donde aparece la palabra "obligatoria", aunque la acreditación sea voluntaria. Aquí estamos entrando al terreno de los posgrados en todas las áreas académicas.



Por lo tanto, pido dejar constancia de que en este caso también estoy en contra de la obligatoriedad, aunque la acreditación sea voluntaria.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Primeramente, debo aclarar que el artículo 26 -para cuya reposición habría acuerdo bastante mayoritario, si no unánime- no apunta a los posgrados, sino a los pregrados. Y se refiere, básicamente, a los títulos que habilitan para el ejercicio profesional de las carreras vinculadas con la medicina y las pedagogías.

El señor LARRAÍN.- Pido la palabra.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Puede usar de ella, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, aunque no participé en la discusión de esta materia, entiendo con claridad el argumento de que la carrera de medicina tenga acreditación obligatoria, que es lo consignado en el artículo 26; pero, en mi opinión, requeriría fundamentación el que también cumplan tal requisito las carreras de educación, lo que, en todo caso, no constituiría un menoscabo para éstas. 



En medicina, la acreditación parece necesaria, por el riesgo de que haya médicos que no se encuentren debidamente preparados para el cuidado de la vida humana, de la salud pública. 



Hay muchos otros profesionales que también son importantes: los arquitectos lo son para que no se caigan las casas; los ingenieros, para que no se desplomen los puentes...

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¡Ésos son los constructores, señor Senador...!

El señor LARRAÍN.- ¡Pero el diseño es fundamental...!



Los constructores; los ingenieros; los abogados, para que la gente no sea apresada en forma injusta, en fin. Son muchos los casos. Los profesores quizás son más importantes. 



Reitero: entiendo el argumento para medicina, pero es menos justificado para las pedagogías. Sin embargo, me gustaría oír otras opiniones antes de tomar una decisión.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, primero quiero recordar que, en una ley anterior -relativa a la autoridad sanitaria, que el Senado aprobó por unanimidad-, la acreditación ya se hizo obligatoria para medicina. De manera que parecería muy poco lógico que ahora no actuáramos en la misma forma. 



El problema no estriba en que haya carreras importantes como arquitectura, ingeniería y otras, porque todas lo son. Cada  carrera universitaria posee igual dignidad (por decirlo de alguna manera). No obstante, a mi juicio, detrás de esto hay un consenso bastante amplio en cuanto a que debe realizarse un esfuerzo especial para mejorar sustancialmente la calidad en la formación de profesores, en la medida en que estemos de acuerdo en que tal esfuerzo adicional tiene que ver con una prioridad fundamental para el desarrollo de Chile. Y eso es algo extremadamente serio. 



Establecer la obligatoriedad de la acreditación para las pedagogías constituye una señal en cuanto a que se les está dando una relevancia especial, en favor de la majestad de la carrera docente. Es decir, necesariamente debe acreditarse, porque ahí la calidad, más que en ningún otro caso, es de extraordinaria significación.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei. 

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, Robert Barro, gran economista, señala que el crecimiento de los países está vinculado, en el fondo, con la calidad de la enseñanza, con el capital humano. Lo mismo afirma respecto de la justicia social. Y sostiene que si Chile tuviera la calidad educacional que le corresponde de acuerdo con su desarrollo económico y social, debería crecer dos puntos, como mínimo, todos los años. 



Sin embargo, la verdad es que nuestro país, a la luz de cualquier test internacional, está rindiendo sustancialmente menos de lo esperado, dado su desarrollo económico y social.



Mirar, por ejemplo, nuestros resultados en el TIMSS es sencillamente horroroso. En esta prueba, que mide conocimientos en ciencia y matemáticas, Chile ocupó el lugar 36 entre 38 países, muy por debajo de Turquía, Indonesia y otras naciones de Europa oriental, de claro menor desarrollo económico y social que el nuestro.



Si uno ve las conclusiones del test IALS, que mide la capacidad de entender lo que se lee, ahí ya dan ganas de llorar. ¡Prácticamente hubo que crear una categoría especial para poder encasillar a Chile! En general, la escala de medición iba de 1 a 5, pero aquí la mayoría de la gente no alcanzaba siquiera al primer nivel, que es el peor de todos. Por lo tanto, se tuvo que establecer la categoría cero, en la cual se ubica el 70 por ciento de la población chilena de entre 15 y 65 años. 



Por consiguiente, es en la educación donde probablemente el país debe hacer el mayor esfuerzo, pues resulta obvio que tenemos un problema feroz en ese ámbito. Con seguridad, éste no depende sólo de la calidad de los docentes; pero es evidente que ésta no puede dejarse fuera, como tampoco lo que enseñan ni lo que hacen los educadores.



Entonces, estando consciente del riesgo indicado por el Senador señor Larraín en cuanto a que esto empiece a ser como una cabeza de playa donde finalmente se metan muchas carreras, en que todas sean excepciones y todas, al final, se tengan que acreditar, por lo menos yo voy a apoyar la acreditación obligatoria para las de pedagogía, porque creo que no hay área del país en que estemos peor o más atrasados que en la educacional.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora HORNKOHL (Ministra de Educación).- Señor Presidente, hay que tener presente el siguiente hecho.



Hace poco este Honorable Senado aprobó una reforma constitucional de la mayor importancia en el sentido de garantizar la educación de doce años de manera gratuita y obligatoria para todos los chilenos hasta los 18 años de edad.



Entonces, aquí estamos, no sólo frente a un hecho evidente en orden a que una buena formación inicial docente pasa a ser un elemento fundamental en el mejoramiento de la calidad de la educación, sino también en presencia de un imperativo constitucional. Y debemos responder a este mandato ante toda la comunidad nacional.



En consecuencia, como Ejecutivo -y por eso hemos presentado el proyecto en estas condiciones o con esta fórmula-, consideramos absolutamente clave que la acreditación sea obligatoria para las pedagogías, al igual como lo es para la carrera de medicina.



Muchas gracias.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, en aras del tiempo y de poder avanzar, pienso que lo señalado por la Senadora señora Matthei y por la señora Ministra evita hacer un largo discurso.



Me parece que habría que retirar un poco la sutileza respecto de la obligatoriedad de acreditación para las carreras de pedagogía, porque, a pesar de todos los recursos que se han invertido en materia de educación, los resultados son realmente terribles. Para qué voy a recordar que, de los cien colegios que obtuvieron los más altos puntajes en la PSU, 93 corresponden a la enseñanza pagada, y los restantes, a establecimientos particulares subvencionados y municipales. De modo que en ese punto se debe poner un fuerte acento.



Y ello tiene relación con la manera anárquica en que se están formando los profesores: cursos a distancia o por correspondencia, clases los sábados por tres o cuatro horas.



Por lo tanto, el señor Senador que requirió un análisis más profundo acerca de la acreditación obligatoria de las carreras de docencia, a mi juicio, puede reconsiderarlo y dejar la norma tal como se halla establecida. Si no, habría que entrar en una cosa odiosa. Me resulta odioso decir que para medicina y las pedagogías la acreditación debe ser obligatoria. ¿Y por qué no las demás carreras? Sabemos que hay hechos reales que impiden que así sea.



En consecuencia, deseo que no continuemos con el debate, en cuanto a postergar la obligatoriedad de acreditación de la carrera de pedagogía al igual como lo es para la de medicina. Algunos revisamos nuestra posición en la Comisión de Educación, donde tuvimos que reconocer que, lamentablemente, se imparten más de 6 mil carreras, lo cual hace imposible acreditarlas a todas.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tengo la impresión de que habría acuerdo bastante mayoritario, si no unánime, para  reponer el precepto.



Como la discusión ya fue realizada, corresponde votar.



Si le parece a la Sala, se aprobará la disposición en debate.



--Se aprueba reponer el artículo 26 aprobado en general, con el voto en contra del Senador señor Martínez y la abstención del Honorable señor Larraín.

El señor MUÑOZ BARRA.- Las carreras de medicina y de pedagogía quedan con la obligatoriedad de acreditarse.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se facultará a la Secretaría para que ordene en forma correlativa los números de los artículos, porque el 26 pasará a ser 27, y así sucesivamente.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- A continuación, la Comisión propone agregar el siguiente artículo 26, nuevo: “El proceso de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado se realizará, sobre la base de dos parámetros de evaluación:”.



El texto continúa, pero, en aras de la brevedad del debate, prefiero no leerlo. Sus Señorías lo tienen en su poder.



Respecto de esta norma, el Honorable señor Larraín pidió votación separada.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, estoy disponible para no insistir en dicha votación, pero dejando una constancia.



La inquietud que aquí surge es respecto de los referidos parámetros, particularmente del primero, que establece el perfil de egreso de la respectiva carrera o programa.



¿Quién determina al final el perfil de egreso de una carrera? Éste no es un tema menor. Hay universidades que tienen vocaciones distintas. Algunas ponen énfasis en lo tecnológico; otras exhiben una formación filosófica o religiosa complementaria. Existen diferentes vocaciones universitarias, y creo que es bueno respetarlas.



¿Qué podría ocurrir? Si la definición de ese perfil quedara -por así decirlo- en manos de la Comisión, posiblemente se distorsionaría el sentido de una institución de educación superior.



La última frase del inciso segundo de la letra a) de este artículo, que determina cuáles son los elementos que se deben considerar, señala lo siguiente: “y, por la otra, las orientaciones fundamentales provenientes de la declaración de misión y los propósitos y fines de la institución.”.



Si con esta frase se entiende que el perfil lo define la institución, me quedo conforme, dejando constancia en la Sala de que ésa es la interpretación correcta, y retiro la solicitud de votación separada.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En tal virtud, se da por aprobado el artículo 26, nuevo, despachado por unanimidad en la Comisión.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El artículo 27 fue rechazado en su oportunidad.



El 28, que tiene el carácter de ley orgánica constitucional, se aprobó por unanimidad en la Comisión.



Por tanto, corresponde pronunciarse acerca del artículo 29, que la Comisión propone sustituir. Aparentemente, esa norma fue objeto de mucho debate en dicho órgano técnico. Porque la indicación número 512 fue aprobada con enmiendas por tres votos a favor (Senadores señores Arancibia, Moreno y Vega) y dos en contra (Honorables señores Muñoz Barra y Parra). Después figura la indicación número 515, aprobada con los votos favorables de los Senadores señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega, y el voto en contra del Honorable señor Arancibia.



Por último, el Senador señor Larraín renovó la indicación número 514, para reemplazar, en el inciso primero, la frase que señala  “corresponderá a la Comisión”, hasta el punto seguido, por otra que diga “corresponderá a evaluadores designados por la institución de entre aquellos inscritos en un registro especial que para este exclusivo efecto llevará la Comisión, desarrollar tales procesos de acreditación, conforme a las normas de esta ley.”.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión la indicación renovada.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, aquí el asunto es cómo se resuelve la situación cuando no hay una agencia autorizada para acreditar carreras o programas. ¿Qué se hace en ese caso?



Al final, se llegó a la fórmula de que la Comisión Nacional de Acreditación, con consulta previa no vinculante a la institución de educación superior, establezca el comité que va a evaluar. En cierta manera, se sigue el criterio original del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados, que le da esa facultad a dicha Comisión, pero conforme a un reglamento. Era más genérico.



Nuestro planteamiento persiste en la filosofía de lo ya aprobado, en el sentido de que es la institución la que elige a los acreditadores y no la Comisión.



La indicación presentada en su momento por diversos señores Senadores al artículo 29 original –no al precepto aprobado por la Comisión de Educación-, en vez de señalar que la Comisión es la que deberá desarrollar esa labor, establece que le corresponde hacerlo a la institución, pero eligiendo a los evaluadores desde un registro especial que para estos efectos confecciona la Comisión. Es decir, este sistema opera en caso de que no haya agencias o evaluadores acreditados dentro de los registros normales para las distintas carreras. Se trata de una situación excepcional. Y la institución recurre a este mecanismo para mantener el principio de que es ella la que escoge de entre los pares acreditados y debidamente preparados.

El señor MORENO.- Es una autodesignación.

El señor LARRAÍN.- No. Los evaluadores están registrados conforme a un reglamento que dicta la Comisión. Ésta los selecciona, elabora una lista, y de allí los escoge la institución.



Estamos tratando de que la Comisión no imponga a los evaluadores, sino que sea la institución la que los elija.



Señor Presidente, me ha pedido una interrupción el Honorable señor Vega, a la cual accedo, con la venia de la Mesa.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Creo entender que aquí se plantean dos elementos nuevos...

El señor VIERA-GALLO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, me parece que la indicación del Senador señor Larraín es inconstitucional, porque está entregando una facultad a un organismo público para crear un registro especial.



Ningún Parlamentario, conforme a la Constitución Política, podría hacer eso. No se puede, aunque el sistema, a lo mejor, sea razonable. No es factible otorgar por esa vía una atribución a un ente público.



El señor Presidente debiera declarar inadmisible la indicación.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Iba a lo mismo, señor Senador, en el sentido de que aquí se establece, no sólo un procedimiento, sino también la obligación de la Comisión de mantener un registro especial para la eventualidad de que no haya agencias evaluadoras.



Tiene razón Su Señoría.



Por tanto, declaro inadmisible la indicación y pongo en votación el artículo.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, deseo saber cómo se procedió en esta materia. Porque si no hay una indicación del Ejecutivo, por la misma razón con que se ha declarado inconstitucional la que nos ocupa, pido que se adopte igual resolución respecto de la norma que propone la Comisión.

El señor MORENO.- Lo que pasa es que el Presidente de la Comisión la declaró admisible.

El señor LARRAÍN.- Por supuesto. Pero, entonces, donde existe la misma razón se debe aplicar la misma disposición. Esto es, o son admisibles ambas proposiciones, o inadmisibles las dos.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Salvo que sea una indicación del Ejecutivo.

El señor LARRAÍN.- No la presentó, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No conocemos…

El señor LARRAÍN.- Sí, señor Presidente. Porque es cuestión de ver la indicación Nº 512, del Honorable señor Ríos; la Nº 515, del Senador señor Boeninger; y la Nº 518, del Honorable señor Moreno. Todas ellas fueron declaradas admisibles. De manera que si eso se pudo realizar en la Comisión, también es factible hacerlo en la Sala. Si no, pido al señor Presidente que declare inadmisible este artículo.

El señor VIERA-GALLO.- Tiene razón, Su Señoría.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Vega.

El señor VEGA.- Señor Presidente, la cuestión es muy simple. El artículo fue muy discutido. Y ocurre lo siguiente.



Normalmente, la institución respectiva será la única que tendrá acceso a los pares evaluadores -será una acreditación bastante específica- y va a tener contacto sólo con la institución, no con la Comisión. Por lo tanto, la redacción “con consulta previa no vinculante a dicha institución” es legítima. Porque le preguntará a la institución y ésta le dirá: “Mire, estos son los pares y la agencia que necesito para que me acredite la carrera que estoy impartiendo”.



Por esa razón se colocó en tal forma.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Señores Senadores, estoy de acuerdo. Si he declarado inadmisible la indicación del Senador señor Larraín, por las mismas razones, si no se tratara de una indicación del Ejecutivo o de una que contara con su patrocinio, tendría que hacer lo mismo respecto de las otras. Eso es evidente. Y procedo a declararlas inadmisibles ahora, conforme me autoriza el Reglamento.



Me parece que el Gobierno tendrá una opinión sobre esta materia. Porque nos quedamos sin texto. Deberíamos votar -según entiendo- lo que despachó la Cámara de Diputados.



Tiene la palabra la señora Armanet.

La señora ARMANET (Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación).- Exactamente, señor Presidente. Habría que votar el texto aprobado en la Cámara de Diputados, que sí proviene de una indicación del Ejecutivo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Estoy de acuerdo con esa interpretación.



Por consiguiente, pongo en votación el texto del artículo 29 aprobado en general por el Senado, que es el que llegó de la Cámara de Diputados y fue objeto de indicación por parte del Ejecutivo.



Entiendo que eso es completamente admisible.



Si le parece a la Sala, lo daremos por aprobado.

El señor LARRAÍN.- No, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se votará inicialmente el primer inciso.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el inciso primero del artículo 29 aprobado en general por el Senado (9 votos contra 8).



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Canessa, Cariola, Horvath, Larraín, Martínez, Matthei, Orpis y Prokurica.



Votaron por la afirmativa los señores Boeninger, Gazmuri, Moreno, Muñoz Barra, Parra, Sabag, Vega y Viera-Gallo.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El inciso segundo del mismo artículo, que es de rango orgánico constitucional, fue aprobado en general.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No tendría sentido. Cae por sí solo, en una interpretación coherente del artículo.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Sería consecuencia del rechazo del primer inciso.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Es evidente.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Queda rechazado, entonces…

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En consecuencia, queda rechazado el artículo entero.

El señor HOFFMANN (Secretario).- En seguida, la Comisión propone sustituir el artículo 30, que pasó a ser 31, por el siguiente:



“Artículo 31.- “La acreditación en la que no tenga participación la Comisión, no comprometerá la responsabilidad de la misma.”.


Dicho precepto fue aprobado por tres votos a favor (Senadores señores Arancibia, Moreno y Vega) y dos en contra (Honorables señores Muñoz Barra y Parra).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Me parece bastante evidente.



--Se aprueba unánimemente el artículo 30, que pasó a ser 31.

El señor HOFFMANN (Secretario).- A continuación,  corresponde tratar el artículo 31, que pasó a ser 32. Esta norma fue aprobada con los votos favorables de los Honorables señores Moreno, Muñoz Barra y Parra; el voto en contra del Senador señor Arancibia, y la abstención del Honorable señor Vega.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Procede poner en votación el artículo.

El señor VIERA-GALLO.- Es sólo la letra j), señor Presidente.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El informe señala que es una indicación. Entiendo que se vota todo, señor Senador.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En votación el artículo.

El señor LARRAÍN.- Pido la palabra.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, me parece que aquí se ha planteado cuál es la forma como deben operar las agencias de acreditación. Y entiendo que la objeción que se hizo en su momento se refiere a que la Comisión autorice y supervise el funcionamiento de estas agencias bajo una serie de exigencias que son, quizás, demasiado extremas y exageradas. Creo que eso es, tal vez, lo que ha motivado la discusión que produjo la votación dividida.



En ese sentido, pienso que vale la pena esclarecer bien cuál es el tenor de esta materia.



Ahora, adicionalmente, si entiendo bien, hay indicación renovada…

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No, señor Senador.

El señor LARRAÍN.-…del Honorable señor Cantero…

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Yo diría que sí, señor Presidente.

El señor HOFFMANN (Secretario).- No, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Es la indicación Nº 547.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La indicación a la que se refiere Su Señoría  es al artículo siguiente, al 32, que pasa a ser 33.

El señor LARRAÍN.- Entonces, no he dicho nada.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobado el artículo 31, que pasó a ser 32.



Aprobado.

El señor HOFFMANN (Secretario).- En seguida…

El señor MARTÍNEZ.- Le ruego que mire a la Sala, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Hice la pregunta respectiva, señor Senador.

El señor MARTÍNEZ.- Estoy levantando la mano para señalar que no concuerdo con la unanimidad que usted acaba de sentenciar. Y como el señor Presidente no mira para este lado, no he podido intervenir. De modo que le solicito que me deje hacerlo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Puse en votación el artículo, señor Senador. Y Su Señoría tiene derecho a votar en contra.

El señor MARTÍNEZ.- Voto en contra, señor Presidente, por una razón muy clara: aquí se entra al interior de las agencias de acreditación, lo cual, en mi concepto, viola la Carta Fundamental. Está bien que se les establezcan requisitos; pero no es admisible inmiscuirse en su organización, porque eso resulta inconstitucional.



Deseo que quede constancia de ello. Porque el punto radica en cómo se organiza alguien en su empresa, en su actividad, en su instituto o en su grupo, y no en la relación de la agencia con la Comisión de Acreditación.



Por eso mi pronunciamiento negativo, señor Presidente.



Gracias.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Queda aprobado el artículo 32, con el voto en contra del Senador señor Martínez.

El señor HOFFMANN (Secretario).- En el artículo 32, que pasó a ser 33, se renovó la indicación 547, que propone suprimirlo.

La señora ARMANET (Jefa de la División de Educación Superior).- ¿La letra a)?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No. El artículo 33 no tiene letras, sino dos incisos. La indicación 547, del Senador señor Cantero, persigue como propósito eliminar dicho precepto.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La referida indicación fue renovada con las firmas correspondientes.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Así es.



Por eso, corresponde someterla a discusión.

El señor MORENO.- Señor Presidente, el artículo 33 fue aprobado por unanimidad en la Comisión. Así que podríamos acogerlo.

El señor MUÑOZ BARRA.- Efectivamente, se aprobó por consenso.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Pero hay una indicación renovada que plantea suprimirlo.



En votación electrónica la indicación que propone eliminar el artículo 33.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación renovada y queda aprobado el artículo 33 que despachó la Comisión (10 votos contra 6).



Votaron por la negativa los señores Boeninger, Gazmuri, Horvath, Moreno, Muñoz Barra, Parra, Prokurica, Sabag, Vega y Viera-Gallo.



Votaron por la afirmativa los señores Canessa, Cariola, Larraín, Martínez, Matthei y Orpis.

El señor HOFFMANN (Secretario).- En seguida, la Comisión de Educación propone reemplazar por otra la letra a) del artículo 36, que pasa a ser 37.



El texto aprobado en general por el Senado dice: “a) Dar cumplimiento a los requisitos y condiciones de operación que defina la Comisión, conforme a lo prevenido en el artículo 31”.



La Comisión sugiere sustituir esa norma por la siguiente: “a) Dar cumplimiento a los requisitos y condiciones de operación que defina el Reglamento.”. Esta letra fue aprobada con los votos favorables de los Senadores señores Moreno, Parra y Vega, y los votos en contra de los Honorables señores Arancibia y Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, lo único que deseo manifestar es que la ley en proyecto establece todas las exigencias relacionadas con la materia. De manera que la disposición de la letra a) -esto es, “Dar cumplimiento a los requisitos y condiciones de operación que defina el Reglamento”- se puede eliminar sin ningún problema.

El señor LARRAÍN.- Su Señoría tiene toda la razón.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se procederá a votar.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿La indicación?

El señor HOFFMANN (Secretario).- No hay indicación, señor Senador. Se votará la letra a) propuesta por la Comisión de Educación.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Y corresponde pronunciarse sobre ella porque viene con votación dividida.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Exacto.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se puede fundamentar el voto, por supuesto.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, sólo deseo manifestar que, cuando la letra a) aprobada en general dice “Dar cumplimiento a los requisitos y condiciones de operación que defina la Comisión, conforme a lo prevenido en el artículo 31”, está haciendo referencia al precepto que consignó los criterios para el funcionamiento de las agencias. Éstos son los que deben aplicarse y no los definidos por un reglamento, ya que así lo determina la ley en proyecto.



Por eso, es importante rechazar la letra a) propuesta en el segundo informe y dejar el texto aprobado en general, que es bastante exhaustivo.

La señora ARMANET (Jefa de la División de Educación Superior).- En efecto.

El señor BOENINGER.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor BOENINGER.- Sólo deseo expresar mi concordancia con el Honorable señor Larraín, porque, en verdad, el artículo 31 es extremadamente detallado y explícito.



En consecuencia, hablar de un reglamento, que es una cosa vaga y por hacer, no tiene sentido.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Siendo así, debemos realizar dos votaciones.



La primera, para eliminar la propuesta de la Comisión de Educación.



¿Habría acuerdo en tal sentido?

El señor MUÑOZ BARRA.- Sí.

El señor PARRA.- Lo hay, señor Presidente.



--Así se acuerda.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- La segunda votación es para acoger la letra a) aprobada en general. 



Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba.

El señor HOFFMANN (Secretario).- A continuación, corresponde ocuparse del artículo 39, que pasa a ser 40.



Esta norma, que es de ley orgánica constitucional, fue objeto de una indicación renovada -la número 634- que propone reemplazar todo el texto por el siguiente:



“Artículo 39.- En forma previa a la aplicación de la sanción, se notificará a la afectada de los cargos que se formulan en su contra, para que presente sus descargos a la Comisión dentro del plazo de diez días hábiles, contados desde la notificación de los cargos. 



“De la resolución que imponga una sanción, se podrá reclamar ante el Consejo Superior de Educación dentro del plazo de diez días hábiles contados desde la notificación de dicha resolución. El referido Consejo tendrá un plazo de treinta días para resolver. La parte afectada podrá siempre recurrir de protección ante los tribunales ordinarios de justicia.



“Aplicada una multa ésta deberá ser pagada, en la Tesorería Regional del domicilio de la sancionada, dentro del término de diez días contado desde la notificación de la resolución respectiva.”.

El señor MORENO.- Hay diferencias entre las disposiciones.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Explicaré brevemente las dos diferencias fundamentales: primero, en la indicación se sustituye la expresión “la Comisión” por “el Consejo Superior de Educación”, y segundo, se establece la interposición de un recurso ante la justicia ordinaria.



Los plazos y los demás aspectos quedan iguales.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Sobre esta materia ya hicimos la discusión. La idea es evitar que la segunda instancia sea la propia Comisión. Así que se trata de la misma votación.



Recuerdo que me referí a este asunto cuando analizamos el artículo…

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Artículos 23 y 27, señor Senador. Eliminamos el 27, pero dejamos…

El señor LARRAÍN.- No, señor Presidente. Artículo 22, inciso primero, cuya votación quedó pendiente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Sí. Tiene razón, Su Señoría.

El señor BOENINGER.- Correcto.

El señor LARRAÍN.- En este caso se debería aplicar el mismo criterio: que la Comisión no sea la instancia de apelación, que es lo que se establece básicamente en el inciso segundo. Eso, a mi juicio, debería reponerse, para mantener el espíritu del debido proceso.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Propongo dejar pendiente esta materia, porque no podremos resolverla ahora. Además, estamos en la hora de término del Orden del Día.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Me permite plantear algo muy breve, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor MUÑOZ BARRA.- Simplemente, quiero preguntar -porque estoy un poquito perdido- si con la indicación se pretende reponer la apelación ante el Consejo Superior de Educación. ¿Eso es?

El señor LARRAÍN.- Sí, señor Senador.

El señor MORENO.- Efectivamente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Y, además, abrir el recurso ante la justicia ordinaria, que estaba cerrado expresamente en el texto despachado por la Comisión al decirse “no procederá recurso alguno”.



Sin embargo, estamos en la hora de término de la sesión y no existen condiciones para resolver este punto, porque no hay quórum.

El señor BOENINGER.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría. Después, el Honorable señor Parra, luego de lo cual cerraré el debate.

El señor BOENINGER.- Tiene toda la razón, señor Presidente, pues ya estamos en la hora y, además, no hay quórum suficiente.



En todo caso, lo que quiero decir es que esta discusión ya la tuvimos a propósito de un artículo anterior, cuya votación quedó pendiente tras llegarse a acuerdo. Se trata del mismo problema relativo al doble recurso.

La señora MATTHEI.- Debe votarse en forma conjunta.

El señor BOENINGER.- Por lo tanto, podemos dejar constancia de que sólo falta votar, porque hay acuerdo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Parra.

El señor PARRA.- Señor Presidente, sólo va a quedar pendiente la votación de estas tres normas. De manera que la discusión se entiende agotada en esta sesión.



Por eso, dejo constancia de que me abstendré al momento de la votación, pues no soy partidario de conferir al Consejo Superior de Educación -no Consejo de Educación Superior como aquí se ha mencionado reiteradamente- el carácter de órgano competente para conocer de las apelaciones de que se trata.



No soy partidario de ello, en primer lugar, por una cuestión de especialidad de los órganos. La competencia que asigna la LOCE a dicho Consejo es totalmente distinta de la que entrega este proyecto a la Comisión.



No estoy a favor de ello, en segundo término, porque dentro de las funciones del Consejo está el licenciamiento, que no debe ser confundido con la acreditación. Es muy peligroso que los criterios del primero terminen aplicándose a la segunda.



Por la misma razón, considero adecuado buscar un mecanismo de apelación que no sea de competencia de la propia Comisión. Empero, no me parece pertinente otorgar al Consejo Superior de Educación competencia para conocer de las apelaciones.



Por lo expuesto, dejo constancia de que en la votación me voy a abstener.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Con las constancias señaladas, está claro que quedan pendientes tres votaciones, que se refieren a artículos emparentados.



En consecuencia, queda cerrado el debate y en la próxima sesión, existiendo quórum, se votarán las normas pendientes.



Terminado el Orden del Día.

-----------
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, solicito que se incorpore en la tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana el proyecto que aumenta el plazo para regularizar derechos de aprovechamiento de aguas subterráneas. Se trata de una iniciativa muy simple.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- El proyecto mencionado queda para la tabla de Fácil Despacho de la referida sesión.
VI. INCIDENTES
PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

-----------


--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor CHADWICK:



Al señor Contralor General de la República, requiriéndole antecedentes e información sobre CONVENIO SUSCRITO ENTRE INDAP Y CELARE.


Del señor HORVATH:



A la señora Ministra de Bienes Nacionales y a los señores Director Ejecutivo de CONAMA y Director Nacional del SAG, remitiéndoles información acerca de SITUACIÓN Y PROTECCIÓN DE HUMEDALES EN CUENCA DE RÍO BAKER; y a la señora Ministra de Bienes Nacionales y al señor Director Nacional de Turismo, solicitándoles antecedentes en cuanto a CONVENIENCIA DE ANALIZAR Y DECLARAR DE INTERÉS TURÍSTICO SECTOR DE CONFLUENCIA DE RÍOS NEFF Y BAKER (todos de la Undécima Región).



Del señor LARRAÍN:



Al señor Ministro de Defensa Nacional, pidiéndole información respecto a DEMORA EN APROBACIÓN DE REGLAMENTO SOBRE SERVICIO RELIGIOSO CASTRENSE EVANGÉLICO; y a los señores Ministro de Agricultura y Directores Nacionales del INDAP, SAG e INIA, requiriéndoles RESPUESTAS ANTE GRAVES DIFICULTADES DE PRODUCTORES DE BERRIES DE COMUNA DE COLBÚN (Séptima Región).

-----------


--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Renovación Nacional, Socialista, Institucionales 2, Institucionales 1, Mixto, Demócrata Cristiano y Unión Demócrata Independiente, ningún señor Senador interviene.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:43.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, SOBRE PROTECCIÓN DE DERECHOS DE LA INFANCIA Y DE LA ADOLESCENCIA

(3792-07)

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentaros su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Vicepresidente de la República.



A las sesiones en que se llevó a cabo la discusión particular de esta iniciativa, asistieron el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado; el Jefe de la División de Defensa Social de ese Ministerio, señor Decio Mettifogo, y el Jefe del Departamento de Menores de la misma Secretaría de Estado, señor Francisco Estrada.


Concurrieron, asimismo, la Directora del Servicio Nacional de Menores, señora Delia Del Gatto, y los abogados de ese Servicio, señoras Daniela González y Loreto Martínez y señor Rodrigo Obrador.


En una de las sesiones, la Comisión contó con la participación del profesor señor Raúl Tavolari.


En otra, estuvieron presentes las señoras Carmen Croxatto y Eliana Landert y los señores Rodrigo Delaveau, Juan Antonio Montes y Alfredo Mac Hale, quienes asistieron en representación de algunas instituciones de estudio y vinculadas al ámbito de la familia, que solicitaron ser oídas por la Comisión.


Cabe dejar constancia de que los artículos 12 (que pasó a ser 10), 13 (que pasó a ser 11), 20 (que pasó a ser 17), 22 (que pasó a ser 19), 52 (que pasó a ser 48) y 56 (que pasó a ser 52), deben aprobarse con quórum orgánico constitucional, en conformidad a los artículos 38, 77 y 118, en relación con el artículo 66, todos ellos de la Constitución Política de la República.


Asimismo, debe hacerse presente que por haberse introducido en este trámite reglamentario modificaciones sustanciales a algunas disposiciones del proyecto que dicen relación con la organización y atribuciones de los tribunales, éste se remitió nuevamente a la Excma. Corte Suprema, para los efectos previstos por los artículos 77 de la Constitución Política y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - - - - - -

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS



Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:



1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 49 (que pasó a ser 45), 52 (que pasó a ser 48), y 54 (que pasó a ser 50.



2.- Indicaciones aprobadas: las número 25, 34, 37, 40 y 42 y la totalidad de las indicaciones contenidas en el oficio N° 480-353 del Presidente de la República, de fecha 21 de diciembre de 2005, signadas con los números 1 al 5.



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: las número 4, 5, 10, 14, 18, 21, 26, 30, 31, 36 y 39.



4.- Indicaciones rechazadas: las número 2, 3, 6, 7, 8, 9, 11, 12, 13, 15, 16, 20, 22, 24, 27, 29, 35 y 41.



5.- Indicaciones retiradas: las número 1, 19, 28, 32 y 33.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: las número 17, 23 y 38.


Cabe hacer presente que hubo dos plazos para la presentación de indicaciones a esta iniciativa. En el primero de ellos, se recibieron las indicaciones signadas con los números 1 a 42. El segundo se fijó con el objetivo de que el Ejecutivo presentara algunas indicaciones adicionales –cinco en total-, que figuran en el ya mencionado oficio N°480-353, del Primer Mandatario, de fecha 21 de diciembre de 2005.


Del mismo modo, es dable hacer notar que, pese a no haber sido objeto de indicaciones, algunas disposiciones del proyecto sufrieron modificaciones que la Comisión resolvió incorporar en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. De ello se da cuenta al analizarse las respectivas normas.

- - - - - - -

EXPOSICIONES ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN


Antes de iniciar el estudio de las indicaciones presentadas, la Comisión escuchó los planteamientos de diversas instituciones relacionadas con la protección de menores. En forma resumida, tales planteamientos son los que se consignan a continuación.


El abogado del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Gonzalo Delaveau, formuló algunos reparos en torno a la acción especial de protección de los derechos de la infancia y adolescencia contemplada por el proyecto, expresando que ella no atiende a ninguna filosofía, que podría estimular el surgimiento de conflictos entre determinados miembros de nuestra sociedad y que es contraria a la idea de desjudicializar los conflictos referidos a los menores.


Se manifestó también contrario a la derogación de ciertas disposiciones del Código Civil, que implican la supresión de determinadas atribuciones que los padres tienen en relación a sus hijos. Consideró que ello atenta contra el orden familiar y connotó que no se señalan expresamente las razones que justifican tal supresión en los fundamentos del proyecto.


Por otra parte, observó que la iniciativa estimula una mayor presencia del Estado en las relaciones familiares, por medio de servicios adscritos a la Administración que contarán con atribuciones legales para intervenir en este ámbito.

Finalmente, señaló que los alcances de la iniciativa son atendibles en cuanto complementan las reformas introducidas a la Ley de Menores y las leyes adecuatorias de la Reforma Procesal Penal y sobre Juzgados de Familia.


A su vez, el señor Juan Antonio Montes, Director de la Fundación Acción Familia, insistió en la necesidad de fortalecer la familia cuando se trata de legislar en materia de protección de los derechos de los menores. Destacó el rol que compete a los padres en la formación de los hijos y analizó las tareas que la iniciativa confiere al Estado en este contexto. Manifestó que la iniciativa impone una forma de entender los derechos de los niños y adolescentes que contraría el sentir de la mayoría de los padres de familia cristianos.


Sugirió evitar el unilateralismo que advierte en el texto propuesto, el cual, dijo, declara solamente los deberes de los padres y la familia, sin hacer ninguna referencia a su papel insustituible ni a sus derechos inalienables y anteriores a los del Estado.


Puso de manifiesto que si se trata de adecuar la legislación nacional a la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, es preciso examinar con atención aspectos como el derecho a nacer dentro de una familia y el grado de autonomía que el menor puede tener al interior del núcleo familiar.





También se refirió al caso de padres que no ejercen de modo responsable los deberes inherentes a la paternidad, señalando que en tales situaciones el Estado debería ser el último recurso, privilegiando la intervención prioritaria de comunidades intermediarias anteriores como la familia, en un sentido lato, la escuela y la iglesia.


Enseguida, efectuó un análisis del carácter que el proyecto confiere al Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia, examinando las atribuciones de que éste dispondrá y el alcance que las mismas podrían tener en su aplicación práctica.


Lo mismo hizo en relación a la acción especial de protección de derechos de los menores, la que, a su juicio, fomentará las denuncias, contradiciendo el propósito de evitar la judicialización de los conflictos.


Luego, la Directora de ISFEM, señora Carmen Croxatto, señaló que la aplicación práctica de esta iniciativa incidirá en forma negativa en las relaciones internas de la familia y en el ejercicio de la patria potestad.


Efectuó un detallado análisis del proyecto, refiriéndose en forma específica a la definición de niño, niña y adolescente; al principio de igualdad y no discriminación; a la responsabilidad de los padres; a la prioridad de los menores en la formulación, financiamiento y ejecución de las políticas públicas; al interés superior del niño; a la protección administrativa en general; a la acción especial de protección de derechos contemplada por el proyecto y a la aplicación judicial de medidas de protección a favor de los menores.


Finalizó su exposición instando a tomar en consideración los puntos reseñados, de modo de incentivar la elaboración de leyes que fortalezcan la familia como primera formadora tanto de los hijos como del sistema de valores a que nuestra sociedad aspira.


Finalmente, los representantes de la Sociedad Protectora de la Infancia y de la organización FENIPROM se refirieron al proceso de adaptación de las legislaciones internas que ha tenido lugar en los países latinoamericanos con motivo de la ratificación de Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, reseñando los aspectos legales específicos que han debido sufrir adecuaciones.


Luego, en relación a la iniciativa en estudio, centraron su análisis en aspectos tales como la necesidad de determinar los derechos que se pretende proteger; los deberes y responsabilidades que caben a los niños, niñas y adolescentes; la conveniencia de delinear la participación de la sociedad civil; el rol que el proyecto confiere al Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia; la pertinencia de establecer la representación especializada de los menores y la acción de protección especial ante los tribunales de justicia.

- - - - - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR



Se efectúa, a continuación, una relación de las indicaciones que se presentaron, explicándose su contenido, así como las disposiciones del proyecto en que inciden. Del mismo modo, se consignan los acuerdos adoptados por la Comisión en relación a cada una de ellas.





Se consignan, asimismo, los preceptos que sin haber sido objeto de indicaciones, sufrieron enmiendas que la Comisión les introdujo en virtud de lo establecido por el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación.

TÍTULO I

DISPOSICIONES PRELIMINARES

Artículo 1°


Dispone que esta ley tiene por objetivo determinar la responsabilidad de la familia, la comunidad y el Estado en la protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes y regular los mecanismos especiales que deberán desarrollar los órganos de la Administración del Estado, los tribunales de justicia y, en general, las entidades públicas y privadas, con el fin de prevenir las situaciones de vulneración de derechos de los niños, niñas y adolescentes, proteger y promover el ejercicio de los mismos.



Señala que las leyes relativas a los niños, niñas y adolescentes, se interpretarán de conformidad con los Tratados Internacionales vigentes, ratificados por Chile y, especialmente, de acuerdo a la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño.


Este artículo fue objeto de las indicaciones números 1, 2 y 3.


La indicación número 1, del Honorable Senador señor Chadwick, intercala en el inciso primero, entre las expresiones “la responsabilidad” y “de la familia”, lo siguiente: “del padre y de la madre”.


La indicación número 2, de Su Excelencia el Presidente de la República, agrega a continuación del inciso primero, el siguiente, nuevo:


“Para los efectos de la presente ley se entenderá por vulneración de derechos todo acto u omisión ilegal o arbitrario que perturbe o prive del ejercicio de cualquiera de los derechos reconocidos a los niños y niñas.”.



La indicación número 3, del Honorable Senador señor Chadwick, suprime el inciso segundo.


Puesto en discusión este precepto, el Honorable Senador señor Viera-Gallo sostuvo de que si el objetivo primordial del proyecto es garantizar la protección de los niños, niñas o adolescentes maltratados o abandonados, resulta innecesaria la primera parte del artículo primero en cuanto a la determinación de la responsabilidad de la familia, la comunidad o el Estado en la protección de dichos derechos. Por ello sugirió eliminarla.


Los restantes miembros de la Comisión estuvieron de acuerdo con esta propuesta, para lo cual asintieron en comenzar el encabezado el artículo estableciendo que el objetivo de la presente ley es establecer los mecanismos especiales que deberán desarrollar los órganos allí dispuestos para evitar la vulneración de derechos de los menores.


El Honorable Senador señor Chadwick, atendiendo a la sugerencia señalada, retiró su indicación signada con el número 1.


Por otra parte, la Comisión estuvo por rechazar la indicación número 2 del S.E el Presidente de la República, por estimarla innecesaria.


Sobre la base del mismo fundamento, la Comisión desechó la indicación número 3, que suprime el inciso tercero del artículo primero, referido a la interpretación de las leyes relativas a los niños, niñas y adolescentes de acuerdo a los tratados internacionales vigentes, por cuanto este tipo de tratados integran la legislación nacional.


En atención a estos planteamientos, los representantes del Poder Ejecutivo propusieron el siguiente un nuevo texto:


“Artículo 1.- Objetivo de la ley. La presente ley tiene por objeto garantizar la protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


Para ello regula los mecanismos especiales que deberán desarrollar los órganos de la Administración del Estado, los tribunales de justicia y, en general, las entidades públicas y privadas, con el fin de prevenir las situaciones de vulneración de derechos de los niños, niñas y adolescentes, proteger y promover el ejercicio de los mismos.


En su interpretación se tendrán especialmente en cuenta las disposiciones de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño.”.


El Honorable Senador señor Espina propuso añadir al final del inciso primero la siguiente oración: “y normar la situación de los menores de catorce años infractores de la ley penal.”, con el objetivo de contemplar esta situación derivada de la ley de responsabilidad penal juvenil.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide advirtió que, según su parecer, la situación sugerida por el citado señor Senador ya estaría incluida y regulada en el proyecto de ley de responsabilidad penal juvenil recientemente convertido en ley, por lo que no sería necesario agregarlo en esta iniciativa.


Por su parte, el Honorable Senador señor Viera-Gallo propuso agregar al final del inciso tercero la frase: ”y su interés superior”, de manera de establecer claramente que la interpretación de esta ley de protección de menores y adolescentes se hará de acuerdo a la Convención de los Derechos del Niño y a su interés superior, elemento fundamental para garantizar sus derechos.


En definitiva, la Comisión aprobó el texto antes transcrito, con las dos modificaciones ya señaladas. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick y Viera-Gallo. Este acuerdo se adoptó en conformidad a lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

Artículo 2°


Establece la definición de niño, niña y adolescente, señalando que, para los efectos de esta ley, se considera niño o niña a todo ser humano que no ha cumplido los catorce años de edad, y adolescente, desde los catorce años hasta que cumpla los dieciocho años de edad. Agrega que en caso de duda acerca de si una persona es menor o mayor de dieciocho años, se le presumirá adolescente, a menos que se pruebe lo contrario.





Este artículo fue objeto de la indicación número 4, del Honorable Senador señor Parra, que elimina en el inciso segundo la frase final “a menos que se pruebe lo contrario”.


La Comisión estimó recomendable sustituir, en el inciso primero, dentro de la definición de niño o niña, la expresión “ser humano” por “persona”. Asimismo, acogió la indicación número 4 con modificaciones, con el fin de acoger también la enmienda introducida al inciso primero.


Estos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Aburto, Espina, Chadwick, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Artículo 3°


Dispone que todos los niños, niñas y adolescentes son sujetos de derecho y que, en consecuencia, gozan de todos los derechos y garantías que emanan de su naturaleza humana. Agrega que se reconoce a los niños, niñas y adolescentes como sujetos con dignidad, capacidades y potencialidades, con autonomía progresiva para ejercer sus derechos y asumir sus responsabilidades.





Este precepto no fue objeto de indicaciones, sin embargo, el Honorable Senador señor Espina sugirió eliminar las palabras “dignidad, capacidades y potencialidades”, para efectos de simplificar la redacción y, por ende, la interpretación de la norma.


La Comisión acogió esta propuesta y, con miras a sintetizar el texto del precepto, lo sustituyó por el siguiente:





“Artículo 3°.- Los niños como sujetos de derecho. Todos los niños, niñas y adolescentes son sujetos de derecho con autonomía progresiva para ejercerlos y asumir sus responsabilidades.”.


Votó a favor la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

Artículo 4°


Esta norma manda que las disposiciones de esta ley se aplican por igual a todos los niños, niñas y adolescentes sin discriminaciones arbitrarias fundadas en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen social, étnico o nacional, discapacidad o impedimentos físicos, nacimiento, o cualquier otra condición de los mismos, de sus padres, representantes legales o personas responsables de su cuidado.


Agrega que el Estado adoptará las medidas para asegurar que todo niño, niña y adolescente sea protegido contra toda forma de discriminación arbitraria.


La indicación número 5, del Honorable Senador señor Chadwick, sustituye en el inciso segundo la frase inicial “El Estado adoptará las medidas” por “Corresponde al Estado adoptar medidas”.


Los miembros de la Comisión estimaron conveniente mantener solamente las ideas contenidas en el inciso segundo, incorporando en su redacción la indicación número 5.





El Honorable Senador señor Viera-Gallo sugirió añadir al final del inciso único que se contemplaría, la frase “de acuerdo a la Constitución y a la ley.”, con el objetivo de otorgar un marco normativo a la función que el precepto está confiando al Estado para dar cumplimiento al principio de igualdad y no discriminación de los menores.





El Honorable Senador señor Chadwick propuso establecer que el cumplimiento del citado principio le corresponderá en forma preferente al Estado, ya que no es el único ente encargado de dar cumplimiento a este principio, ya que también está la familia y otros organismos públicos o privados.





La Comisión coincidió con estos dos planteamientos. Acordó, además, ubicar este precepto como artículo 6°.


Con estas finalidades, la Comisión acogió con enmiendas la indicación número 5, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Artículo 5°


Establece que los padres son responsables de la crianza y cuidado de sus hijos e hijas, así como de orientarlos en el ejercicio progresivo de sus derechos y responsabilidades.





La indicación número 6 del Honorable Senador señor Chadwick, agrega a continuación de la palabra “padres” la expresión “o representantes legales”, y luego del vocablo “hijas”, lo siguiente:“o pupilos”.


La Comisión rechazó la indicación número 6 por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.


El precepto en estudio pasó a ser artículo 4°.

Artículo 6°


Dispone que la familia y comunidad deberán respetar, promover y velar por el respeto de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, asumiendo un rol activo en la protección de los mismos.


Este artículo fue objeto de las indicaciones números 7 y 8.


La indicación número 7, del Honorable Senador señor Chadwick, propone reemplazar la frase “, promover y velar por el respeto” por “y promover el respeto”.


La indicación número 8, del Honorable Senador señor Chadwick, agrega, a continuación del punto final (.), que pasa a ser coma (,), la siguiente frase: “siempre que ese rol activo no signifique inmiscuirse en asuntos privados.”.


La Comisión, para efectos de dar una redacción más clara y precisa al artículo en estudio, acordó eliminar el verbo “respetar” y la oración final “asumiendo un rol activo en la protección de esos derechos”. Asimismo, estuvo por rechazar las indicaciones números 7 y 8 y por ubicar esta disposición como artículo 5°.


Lo anterior fue acordado en mérito de lo dispuesto por el inciso final de artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.

Artículo 7°


Esta norma dispone que el Estado deberá adoptar las medidas que sean necesarias y apropiadas para que todos los niños, niñas y adolescentes disfruten plena y efectivamente de sus derechos y garantías.


En su inciso segundo, señala que, particularmente, le corresponderá generar las condiciones legales e impulsar políticas públicas, dirigidas a:



a) Promover y apoyar a los padres y a la familia en el ejercicio adecuado de sus responsabilidades y roles;



b) Facilitar y promover la participación de la comunidad en la definición, ejecución y control de las políticas públicas dirigidas a niños, niñas y adolescentes.


La indicación número 9, del Honorable Senador señor Parra, agrega las siguientes letras, nuevas:


“…) Asegurar el derecho a la educación en sus distintos niveles; y


…) Controlar la estricta  observancia de la legislación laboral y de los convenios internacionales referidos al trabajo de los menores.”.


La Comisión, atendiendo a que el contenido de la responsabilidad del Estado en el cumplimiento efectivo de los derechos y garantías de los menores ya se encuentra contemplado en otras disposiciones, acordó eliminar este artículo, quedando, por ende, rechazada la indicación número 9.


Lo anterior fue acordado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.

° ° °


 


La indicación número 10, del Honorable Senador señor Chadwick, consulta, a continuación del artículo 7º, el siguiente artículo 7º bis, nuevo:


“Artículo 7º bis.-  Ninguna de las disposiciones de la presente ley autorizará a la comunidad a intervenir en las decisiones de los padres y de los representantes legales, relativas a la crianza de los niños.”.


Considerada esta propuesta, fue acogida con algunas enmiendas formales por la Comisión. El precepto pasó a ser artículo 7°.


Votó favorablemente la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Prokurica, Silva Cimma y Viera-Gallo.

° ° °

Artículo 8°


Establece que la familia, la comunidad y el Estado deben considerar los derechos y garantías de los niños, niñas y adolescentes de manera prioritaria.


Agrega que, en especial, los niños, niñas y adolescentes tendrán prioridad en la formulación, financiamiento y ejecución de las políticas públicas y en el acceso a todas las prestaciones y servicios sociales, sean éstos públicos o privados.



Su inciso tercero dispone que la autoridad correspondiente deberá emitir anualmente una cuenta pública detallada sobre los recursos destinados a las políticas públicas dirigidas a la infancia. El Presidente de la República, mediante decreto supremo, reglamentará la forma en que se dará cumplimiento a esta obligación.





La indicación número 11, del Honorable Senador señor Chadwick, sustituye la expresión inicial del inciso primero “La familia, la comunidad” por “Los padres”.



La Comisión estimó conveniente mantener esta disposición únicamente para los efectos de regular el deber de la autoridad de rendir una cuenta pública anual, precisando que ella versará sobre los resultados obtenidos en las actividades realizadas en el período y que incluirá las estadísticas básicas que las reflejen, el uso de los recursos otorgados y las dificultades que se han presentado. Se mantuvo la parte final del inciso tercero, en cuanto a que el Presidente de la República, mediante decreto supremo, reglamentará la forma en que se dará cumplimiento a esta obligación.


La indicación número 11 fue desechada.


Los acuerdos anteriores fueron adoptados en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Prokurica, Silva y Viera-Gallo.

Artículo 9°


Este precepto dispone que el interés superior del niño es un principio de carácter general y obligatorio en la toma de todas las decisiones concernientes a ellos, consistente en procurar la máxima satisfacción y pleno disfrute de sus derechos.



Añade que en aplicación de este principio, tratándose de conflictos entre los derechos e intereses de los niños, niñas y adolescentes y otros derechos e intereses igualmente legítimos, se deberá privilegiar los primeros.


Esta disposición no fue objeto de indicaciones; sin embargo, el Honorable Senador señor Viera-Gallo hizo notar que la Convención de los Derechos del Niño, en su artículo 3°, establece lo que se entiende por “interés superior del niño”, por lo cual consideró que este precepto no tendría fundamento para mantenerse.


La Directora del SENAME, señora Delia del Gatto, expresó que la norma propuesta es necesaria para establecer con claridad el concepto de “interés superior del niño”, de manera de facilitar la evaluación de su cumplimiento al interior de nuestro país por parte de los organismos internacionales. Explicó que varias de las normas que integran este Título I se incluyeron en el proyecto a consecuencia de las exigencias de la citada Convención y por recomendaciones expresas del Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas. Por otra parte, señaló que no debía perderse de vista que este proyecto contempla la derogación de la Ley de Menores, a la cual vendrá a reemplazar.


El Honorable Senador señor Chadwick advirtió que el interés superior del niño puede, en algunos casos, consistir en limitar sus derechos y garantías, lo que, a su vez, puede ser una cortapisa para las eventuales medidas que el tribunal de familia adopte a su respecto.


Por su parte, el Honorable Senador señor Viera-Gallo hizo presente que lo dictaminado por la Convención de los Derechos del Niño sobre la materia es bastante razonable y ya está incorporado a la legislación nacional, por lo que insistió en considerar innecesario este artículo 9°.


El Honorable Senador señor Espina acotó que es riesgoso permitir que el Estado se entrometa dentro de las esferas íntimas de las relaciones al interior de cada familia.



La Directora del SENAME, señora Delia del Gatto, manifestó que es preciso disponer un equilibrio entre las atribuciones del Estado y el ámbito privado de cada familia, de manera de precaver situaciones excepcionales de vulneración de derechos.


En definitiva, la Comisión acordó rechazar el artículo 9°, teniendo en consideración que el texto acordado para el artículo 1° satisface las exigencias planteadas.


Esta resolución la adoptó la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación.

Artículo 10


Establece que en todos los asuntos que les afecten, los niños, niñas y adolescentes gozarán del derecho a expresar su opinión libremente, la que deberá tenerse en cuenta, en función de su edad y madurez. Para ello, tendrán la oportunidad de ser escuchados en todo procedimiento judicial o administrativo que los afecte.


La indicación número 12, del Honorable Senador señor Chadwick, lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo 10.- Derecho del niño a ser oído. En todos los asuntos que les afecten, los niños, niñas y adolescentes, que estén en condiciones de formarse un juicio propio, gozarán del derecho de expresar su opinión libremente, la que deberá tenerse en cuenta, en función de su edad y madurez. Para ello, tendrán la oportunidad de ser escuchados en todo procedimiento judicial o administrativo que les afecte.”.



La Comisión rechazó la indicación número 12 y mantuvo el texto del precepto en estudio, el cual pasó a ser artículo 9°.


Lo anterior fue acordado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.

Artículo 11


Manda que, en conformidad con lo dispuesto en las normas anteriores, todos los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a beneficiarse directamente de las prestaciones, programas y acciones derivadas de las políticas sociales y, en especial, de servicios sociales para la promoción del desarrollo y el fortalecimiento familiar, actualmente ejecutados por el Estado. Agrega que, en particular, los niños, niñas y adolescentes privados de su medio familiar tienen derecho a la protección especial del Estado mediante la oferta permanente de programas y servicios sociales.



Su inciso segundo prescribe que, con este fin, las autoridades y servicios públicos deberán prestar la orientación y atención inmediata que precise cualquier niño, niña o adolescente, dentro del ámbito de sus competencias.



El inciso tercero establece que el Estado garantizará el acceso de los niños, niñas y adolescentes a los recursos sociales disponibles para el ejercicio de este derecho.



No obstante que este precepto no recibió indicaciones, el Honorable Senador señor Viera-Gallo estuvo por eliminarlo, considerando que establece ciertos derechos para los niños, sin contemplar condiciones para impetrarlos. Por otra parte, añadió que la implementación de las políticas establecidas por la norma en estudio dependen en gran parte de la capacidad económica del Estado, que siempre es limitada.



La Comisión, considerando los fundamentos sostenidos por el citado señor Senador, acordó eliminar este artículo. Lo anterior fue acordado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.



Dicho acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación.

TÍTULO II

ACTUACIONES DE LOS ÓRGANOS DE LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO Y MUNICIPALIDADES EN EL ÁMBITO DE LA PROTECCIÓN DE DERECHOS DE LA INFANCIA Y ADOLESCENCIA

Artículo 12


Esta norma manda que los órganos de la administración del Estado y las municipalidades deberán velar por el respeto de los derechos de los niños, niñas y adolescentes y adoptar todas las medidas tendientes a prevenir o superar las situaciones de vulneración de sus derechos, dentro del ámbito de sus competencias, y siempre que cuenten con recursos financieros para tal efecto.


La unanimidad de los miembros de la Comisión acordó ubicar este precepto como artículo 10, con cambios meramente formales. Este acuerdo lo adoptó la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación.

Artículo 13


Dispone que todo niño, niña o adolescente que sufra cualquier vulneración en el ejercicio de sus derechos con ocasión de actuaciones de órganos de la administración del Estado, de sus autoridades o funcionarios, podrá presentar, por sí, solicitudes o reclamos, de conformidad con lo establecido en la ley Nº 19.880. Con todo, el plazo señalado en el artículo 27 de dicha ley, será de 45 días.


Su inciso segundo manda que si la vulneración fuera imputable a entidades privadas que se encuentren bajo la dependencia o supervisión de órganos de la administración del Estado o municipalidades, el niño, niña o adolescente, podrá, personalmente, a través de su representante legal o de cualquier persona a su nombre, presentar solicitudes y reclamaciones ante la entidad respectiva. Requerida su intervención, la entidad respectiva, dentro de sus facultades, adoptará de inmediato todas las medidas necesarias para superar la vulneración de derechos, y dará respuesta por escrito dentro de un plazo que no excederá de 30 días. Si la solicitud o reclamación se encuentra fuera del ámbito de atribuciones de la respectiva entidad, se remitirán inmediatamente los antecedentes a la autoridad administrativa o judicial competente, de lo cual se informará al peticionario.


Este artículo fue objeto de las indicaciones números 13, 14 y 15.


La indicación número 13, del Honorable Senador señor Chadwick, sustituye, en el inciso primero, la expresión “niño, niña o adolescente” por “adolescente mayor de 16 años”.


La indicación número 14, del Honorable Senador señor Chadwick, reemplaza, en el inciso primero, la frase “podrá presentar, por sí,” por “podrá, personalmente, a través de su representante legal o de cualquier persona a su nombre, presentar”.


La indicación número 15, del Honorable Senador señor Chadwick, sustituye, en la primera oración del inciso segundo, la expresión “niño, niña o adolescente” por “adolescente mayor de 16 años”.


En relación al inciso primero, el Honorable Senador señor Espina acotó que el plazo de seis meses dispuesto para la finalización de un procedimiento administrativo contemplado por la ley Nº 19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado, se rebaja a 45 días en esta norma. Consideró que esta reducción podría resultar peligrosa para el interés de menor, por lo que propuso eliminarla, suprimiendo la frase final del inciso primero.


Asimismo, sugirió especificar, en el inciso segundo, que la entidad encargada de  adoptar las medidas inmediatas y necesarias para superar la vulneración de derechos que fueren imputables a entidades privadas bajo dependencia o supervisión de órganos de la Administración del Estado, es la entidad “pública” respectiva, proponiendo agregar este vocablo.


Finalmente, propuso eliminar la oración final del citado inciso segundo que dispone que si la solicitud o reclamación se encuentra fuera del ámbito de atribuciones de la respectiva entidad, se remitirán inmediatamente los antecedentes a la autoridad administrativa o judicial competente, de lo cual se informará al peticionario, por cuanto esta obligación ya está dispuesta en el ordenamiento jurídico.


La Comisión acordó acoger las proposiciones del Honorable Senador señor Espina. Para ello, aprobó con modificaciones la indicación número 14 y desechó las indicaciones números 13 y 15. Estos acuerdos los adoptó la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Aburto, Espina, Chadwick, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.

TÍTULO III

ACTUACIÓN DEL SERVICIO NACIONAL DE LA INFANCIA Y ADOLESCENCIA

Artículo 14


Establece que, en conformidad a la misión y funciones que la ley le asigna, corresponderá al Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia realizar las acciones destinadas a la prevención de situaciones de vulneración, protección integral y promoción de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, que no requieran la separación de éstos de su familia, mediante intervenciones de naturaleza no jurisdiccional, desarrolladas preferentemente en el ámbito local.



Su inciso segundo dispone que el Servicio desarrollará esta tarea a través de una oferta de programas y proyectos ejecutados directamente o a través de los organismos acreditados ante él.



Su inciso tercero, enumera las tareas que, en especial, le corresponderá desarrollar o impulsar:



a) La creación de Oficinas de Protección de los Derechos de niños, niñas y adolescentes (OPD), en el ámbito local, destinadas a realizar acciones encaminadas a brindar protección integral de sus derechos, cuando se encuentren en una situación de exclusión social o vulneración.



b) Programas dirigidos a ofrecer al niño, niña o adolescente la atención ambulatoria especializada necesaria para la adecuada protección, reparación o restitución de sus derechos. En los casos en que la intervención técnica lo amerite, podrán desarrollarse bajo esta línea de acción, programas residenciales.



c) Programas dirigidos a prevenir situaciones de vulneración de los derechos del niño, niña o adolescente que afecten su integración familiar, escolar o comunitaria.



d) Programas destinados a promover los derechos del niño, niña o adolescente.



e) Programas dirigidos a proporcionar al niño, niña o adolescente, vulnerado en sus derechos, un medio familiar donde residir, a través de familias de acogida.



f) Programas de adopción de niños, niñas y adolescentes.



g) La atención de los niños, niñas y adolescentes privados de su medio familiar a través de centros residenciales.



h) La elaboración en modalidad ambulatoria o residencial de los diagnósticos solicitados por el tribunal competente u otras instancias públicas o privadas, que digan relación con una situación de vulneración de derechos que afecte a un niño, niña o adolescente.


Este artículo fue objeto de las indicaciones números 16 y 17.





La indicación número 16, del Honorable Senador señor Chadwick, reemplaza, en el inciso primero, la expresión “su familia” por “sus padres o representantes legales”.


La indicación número 17, del Honorable Senador señor Parra, incorpora, en el inciso tercero, la siguiente letra, nueva:


“…) Programas conjuntos con el Ministerio de Educación y  la Dirección del Trabajo para asegurar que toda niña, niño o adolescente curse los estudios correspondientes y que no se vincule en una relación laboral ilegal o realice en forma independiente trabajos indebidos.”.


La Comisión analizó esta disposición, concluyendo que era necesario reformularla, con el fin de establecer con mayor exactitud que las atribuciones del SENAME en materia de prevención de vulneración de derechos de los niños y de promoción y protección de los mismos se enmarcan dentro de dos límites, que son, por una parte, el grupo de acciones que deben ser objeto de resoluciones judiciales y, por otra, aquellas situaciones en que se requiere una expresión de voluntad por parte de los padres.


Los representantes del Ejecutivo coincidieron con este planteamiento.


En consecuencia, se acordó enmendar esta disposición con el objeto de consagrar tales diferenciaciones.


Se acordó, del mismo modo, incluir en la nueva redacción el contenido de la indicación número 18, del Presidente de la República, referida a las Oficinas de Protección de Derechos de la Infancia y Adolescencia. Dicha indicación figura más adelante.


Por tratarse de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, la Comisión concordó con los representantes del Ejecutivo la presentación de una indicación del Primer Mandatario destinada a recoger los criterios ya enunciados.


Ésta se materializó mediante oficio N°480-353, de fecha 21 de diciembre de 2005. La indicación número 1, contenida en dicho oficio, propone sustituir la totalidad de las normas del Título III. En lo concerniente al precepto en estudio, propone los dos siguientes, que pasan a ser artículos 12 y 13:





“Artículo 12.- Protección administrativa especial. En conformidad a la misión y funciones que la ley le asigna, corresponderá al Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia realizar las acciones destinadas a la prevención de situaciones de vulneración, protección integral y promoción de los derechos de los niños, niñas y adolescentes a que se refiere el artículo 2° del Decreto Ley N° 2.465.





Artículo 13.- Oferta y proyectos del Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia. Para los efectos de lo previsto en el artículo anterior, el Servicio dispondrá de una oferta de proyectos ejecutados directamente o a través de colaboradores acreditados. En especial, esta oferta consistirá en:





a) Oficinas de Protección de los Derechos de niños, niñas y adolescentes (OPD), en el ámbito local, destinadas a realizar acciones encaminadas a otorgar protección integral de sus derechos cuando se encuentren en una situación de exclusión social o de vulneración de los mismos. La organización de estas oficinas podrá ser comunal o intercomunal, de acuerdo a las necesidades y características de la población infantil y adolescente de cada comuna.





b) Programas dirigidos a ofrecer al niño, niña o adolescente la atención ambulatoria especializada necesaria para la adecuada protección, reparación o restitución de sus derechos. En los casos en que la intervención técnica lo amerite, podrán desarrollarse conjuntamente con una modalidad residencial.





c) Programas dirigidos a prevenir situaciones de vulneración de los derechos del niño, niña o adolescente que afecten su integración familiar, escolar o comunitaria.





d) Programas destinados a promover los derechos del niño, niña y adolescente.





e) Programas dirigidos a proporcionar al niño, niña o adolescente vulnerado en sus derechos, un medio familiar donde residir, a través de familias de acogida.





f) Programas de adopción de niños, niñas y adolescentes, conforme a la ley N° 19.620.





g) La elaboración de diagnósticos solicitados por el tribunal competente u otras instancias públicas o privadas que digan relación con una situación de vulneración de derechos que afecte a un niño, niña o adolescente.





h) Centros residenciales para la atención de los niños, niñas y adolescentes privados de su medio familiar.”.


En relación al primero de los artículos propuestos, si bien se sugirió eliminar el término “administrativa”, a instancias del Honorable Senador señor Silva Cimma se resolvió mantenerlo, pues este término, por una parte, permite diferenciar la protección que se prestará por la vía administrativa de aquella que dictaminarán los tribunales y, por otra, esta expresión es armónica con lo preceptuado por el inciso segundo del artículo 38 de la Constitución Política.


A propósito de la segunda disposición propuesta, el Honorable Senador señor Prokurica estimó necesario hacer presentes las necesidades que a menudo aquejan a los Tribunales de Familia en regiones, en que la falta de personal en cantidad suficiente dificulta el cumplimiento de sus deberes. Expresó que en su región, en materia de menores a menudo se pide informes a instituciones ajenas al Poder Judicial, como, por ejemplo, el Hogar de Cristo. Indicó que lo deseable es que normas perfectas en su concepción, como es el caso del precepto en estudio, puedan ejecutarse en la práctica.


La señora Del Gatto coincidió con lo expresado. Señaló que en el caso del SENAME, se recurre a la red privada de instituciones para la emisión de los informes técnicos que se requieren.


El abogado señor Mettifogo informó que los Tribunales de Familia disponen de Consejos Técnicos, que se concibieron como órganos asesores del tribunal. Explicó que, sin embargo, en la actualidad estos órganos no emiten los señalados informes pues, regulando esta materia, un autoacordado de la Corte Suprema así lo dispuso para evitar que de este modo se confundieran los roles de juez y parte. Es decir, indicó, es necesario resolver qué tareas le corresponden al SENAME y cuáles a su red de órganos acreditados.


El Honorable Senador señor Silva Cimma coincidió con estas observaciones, puntualizando que en esta materia los problemas derivan en gran medida de la omisión del deber constitucional de los órganos del Estado de promover el fortalecimiento de la regionalización. Manifestó que lo que se preceptúe en la norma estudio debe ser acorde con este deber, consagrado por el inciso final del artículo 3° de la Carta Fundamental.


La Comisión concordó en la conveniencia de acoger las dos normas propuestas, dejando constancia que la segunda de ellas es consecuente con el ya citado mandato constitucional del artículo 3° de la Carta Fundamental y que lo deseable es que, en la práctica, tal deber sea una realidad en todo el territorio nacional.


Los nuevos textos contenidos en esta nueva indicación del Ejecutivo fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.


La indicación número 16 fue desechada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Prokurica, Silva Cimma y Viera-Gallo.


En relación a la indicación número 17, el señor Presidente de la Comisión declaró su inadmisibilidad, por incidir en una materia propia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en conformidad a lo dispuesto por el número 2° del artículo 65 de la Carta Fundamental.


El contenido de la indicación número 18 fue incorporado, con enmiendas, al nuevo artículo 13.

Artículo 15


Dispone que todo niño, niña o adolescente que se considere vulnerado en sus derechos podrá solicitar, personalmente o a través de cualquier persona a su nombre, la actuación del Servicio, recurriendo a la Dirección Regional que corresponda o a la respectiva Oficina de Protección de los Derechos de niños, niñas y adolescentes.



Agrega, en su inciso segundo, que dicha actuación se verificará dentro del ámbito de su competencia, de conformidad con lo dispuesto en los artículos siguientes y sin perjuicio de las atribuciones de los tribunales de justicia.


Si bien dentro del primer plazo fijado para estos efectos no se presentaron indicaciones a esta disposición, la Comisión estimó conveniente agrupar en una sola norma tanto lo concerniente al conocimiento de situaciones de vulneración de derechos de los niños por parte del SENAME, como la fase de calificación de las mismas, a que se refiere el artículo 16.


En consecuencia, al igual que en el caso anterior, se consensuó una indicación con los representantes del Ejecutivo con el objeto de acoger este planteamiento.


El Ejecutivo presentó una indicación para estos efectos, por medio del aludido oficio N° 480-353, de fecha 21 de diciembre de 2005, que propone un artículo 14 que regula las dos mencionadas fases.


Votó a favor de esta indicación la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

° ° °


La indicación número 18, de Su Excelencia el Presidente de la República, intercala, a continuación del artículo 15, el siguiente, nuevo:


“Articulo 15 bis.- Sistema de Protección Especial Local. Se promoverá la creación de Oficinas de Protección de Derechos de la Infancia y Adolescencia (OPD) que tendrán como objetivo realizar acciones de promoción de los derechos de la infancia y adolescencia, como asimismo el diagnóstico, derivación y seguimiento de los niños, niñas y adolescentes que se encuentran en una situación de exclusión social o vulneración.


La organización de estas Oficinas podrá ser comunal o intercomunal de acuerdo a las necesidades y características de la población infantil y adolescente de cada comuna.”.


Como se señaló precedentemente, la Comisión aprobó con modificaciones formales esta indicación, incorporándola en el artículo 13, que trata, precisamente, del sistema local de protección de derechos de los menores. Lo anterior fue acordado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Prokurica, Silva Cimma y Viera-Gallo.

° ° °

Artículo 16


Dispone que el Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia por sí mismo o a través de los organismos acreditados ante él, de ser necesario, calificará los casos de vulneración de derechos con el objeto de orientar su actuación, para lo cual determinará el o los derechos vulnerados, la gravedad de la vulneración y los recursos familiares, comunitarios o sociales disponibles para superar la situación, fomentando la posibilidad de llegar a acuerdos.



Agrega que la calificación deberá realizarse en el menor plazo posible y preferentemente de manera ambulatoria. Con todo, si para realizar la calificación a que se refiere el presente artículo fuere indispensable separar al niño, niña o adolescente de su medio familiar, deberá solicitarse una medida cautelar a su favor ante el Juzgado de Familia competente.


La indicación número 19, del Honorable Senador señor Chadwick, sustituye, en la segunda oración del inciso segundo, la expresión “su medio familiar” por “sus padres o representantes legales”.


Como se señaló precedentemente, la fase de calificación de las situaciones de vulneración de derechos de los menores fue incluida en el artículo que pasó a ser 14. Por esta razón, el artículo 16 fue desechado. Votó en este sentido la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Prokurica, Silva Cimma y Viera-Gallo.


El Honorable Senador Chadwick retiró su indicación número 19.

Artículo 17


Prescribe que una vez realizada la calificación o cuando ella no fuere necesaria, el Servicio directamente o a través de los organismos acreditados ante él, podrá prestar orientación y asistencia, propiciar acuerdos, coordinarse con diversos actores tanto del ámbito público como privado, para potenciar los recursos disponibles y, en general, realizar todas las acciones que estime pertinentes, en conformidad a sus atribuciones legales, con el objeto de superar la situación de vulneración de derechos.


Su inciso segundo manda que el Servicio propiciará la búsqueda de acuerdos con el niño, niña o adolescente y su familia, a fin de evitar la judicialización de aquellos conflictos que pueden resolverse con la participación de los propios involucrados.


El inciso tercero dispone que en aquellos casos en que no sea posible lograr un acuerdo por no concurrir la voluntad de los padres, cuando éste sea incumplido en forma grave, reiterada o injustificada; o cuando concurran cualesquiera de las causales previstas en el artículo 35, el Servicio podrá solicitar al Juzgado de Familia competente la adopción de una medida de protección.



Su inciso final establece que para el ingreso de un niño, niña o adolescente a un programa de diagnóstico, protección, prevención o promoción de sus derechos, se requerirá el consentimiento de sus padres o de quienes tengan legalmente su cuidado. Los niños, niñas y adolescentes serán escuchados y su opinión considerada, en función de su edad y madurez. De cualquier modo, si se adoptan medidas que importen separar al niño, niña o adolescente de uno o ambos padres, o de quienes legalmente lo tengan bajo su cuidado, siempre será necesaria la intervención judicial.


La indicación número 20, del Honorable Senador señor Chadwick, reemplaza, en el inciso segundo, la expresión “y su familia” por “y sus padres o representantes legales”.


La Comisión analizó este precepto y coincidió en la conveniencia de modificarlo con el fin de reordenar las acciones del SENAME y consagrar, como criterio general, la idea de favorecer y privilegiar la búsqueda de soluciones al interior de la familia. Se puso de relieve el propósito de no judicializar los conflictos, de modo de recurrir a los Tribunales de Familia solamente ante casos extremos.


Los representantes del Ejecutivo coincidieron con este planteamiento. Por tratarse de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, se concordó la presentación de una indicación del Primer Mandatario para los efectos explicados. Ésta se materializó mediante el ya mencionado oficio N°480-353, de 21 de diciembre de 2005. El texto de esta disposición quedó como sigue:





“Artículo 15.- Acciones posteriores a la calificación. Una vez realizada la calificación o cuando ella no fuere necesaria por existir antecedentes suficientes, el Servicio, directamente o a través de sus colaboradores acreditados, prestará orientación y asistencia, propiciará acuerdos con los padres o quienes tengan el cuidado personal del niño, niña o adolescente para su ingreso a un proyecto, se coordinará con diversos actores tanto del ámbito público como privado para potenciar los recursos disponibles y, en general, realizará todas las acciones que estime pertinentes, de conformidad a sus atribuciones legales, con el objeto de superar la situación de vulneración de derechos.





Para el ingreso de un niño, niña o adolescente a la oferta programática no residencial se requerirá de la voluntad de los padres o personas que tienen legalmente su cuidado, sin perjuicio de lo cual la opinión de aquellos será escuchada y considerada, en función de su edad y madurez.



Cuando no concurra la voluntad de las personas indicadas en el inciso precedente o el caso así lo amerite, el Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia recurrirá a los Juzgados de Familia a fin que se adopte la medida de protección pertinente. Éstos podrán adoptar todas aquellas contempladas en los artículos 71 de la ley N° 19.968 y 34 y 35 de esta ley. Del mismo modo, deberá solicitar la intervención judicial cuando se trate de materias de su exclusiva competencia.”.


Esta nueva indicación del Ejecutivo fue acogida por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.


En una sesión anterior, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Prokurica, Silva Cimma y Viera-Gallo, la Comisión desechó la indicación número 20.

Artículo 18


Establece que el Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia deberá llevar un registro de las acciones y seguimientos que hubiere realizado de acuerdo a los artículos anteriores.


 


La indicación número 21, de Su Excelencia el Presidente de la República, agrega la siguiente oración: “Dicho registro se someterá a lo dispuesto en la ley N° 19.628, de protección de datos de carácter personal.”.


Refiriéndose a esta indicación, la Directora Nacional del SENAME, señora Delia Del Gatto, puso de manifiesto la importancia de sujetar el registro propuesto a las exigencias de la ley Nº 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, por cuanto ésta regula el manejo de la información confidencial de personas por parte de los organismos públicos.


Del mismo modo, otros representantes del Ejecutivo hicieron presente la conveniencia de complementar el precepto consignando el deber de los colaboradores acreditados que participen en las acciones de que trata la norma de proporcionar la información pertinente al registro.


La Comisión coincidió con estas precisiones. En consecuencia, mediante el oficio N°480-353, de 21 de diciembre de 2005, el Ejecutivo presentó indicación para reemplazar el texto de esta norma por el siguiente:





“Artículo 16.- Registro. El Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia deberá llevar un registro de las acciones, intervenciones, derivaciones y egresos de los casos de los que tome conocimiento de acuerdo a los artículos anteriores. Los colaboradores acreditados que participen de dichas intervenciones deberán proporcionar la información respectiva al registro.





El registro del Servicio y los que pudieren desarrollar los colaboradores acreditados se someterán a lo dispuesto en la ley Nº 19.628, sobre protección  de datos de carácter personal.”.


Por la unanimidad de sus miembros presentes, la Comisión acogió esta indicación. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.


En una sesión anterior, la unanimidad de los miembros presentes dio por aprobada con enmiendas la indicación número 21. Este acuerdo contó con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Prokurica, Silva Cimma y Viera-Gallo.

Artículo 19


Esta disposición establece que el Servicio guardará reserva de todos los antecedentes e información de carácter personal del niño, niña o adolescente, sin perjuicio de que su entrega sea ordenada judicialmente.


La indicación número 22, del Presidente de la República, agrega la siguiente oración: “La misma obligación será aplicable a los colaboradores acreditados ante el Servicio Nacional de la Infancia y la Adolescencia.”.


La Comisión, considerando los acuerdos adoptados en torno a la norma anterior, estimó innecesario este precepto. Consecuentemente, rechazó tanto este artículo 19 como la indicación número 22. Lo anterior fue acordado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Aburto, Espina, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.

TÍTULO IV

ACCIONES DE PROTECCIÓN ESPECIAL ANTE LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA

PÁRRAFO I

DE LA ACCIÓN ESPECIAL DE PROTECCIÓN DE DERECHOS DE LA INFANCIA Y ADOLESCENCIA


El señor Presidente puso en discusión las disposiciones que integran este párrafo.


La señora Del Gatto explicó que la acción de protección en estudio constituye una fórmula ideada específicamente para hacer efectivos los derechos y garantías reconocidos por la Constitución, por la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño y por otros tratados vigentes y ratificados por Chile. Indicó que se trata de un mecanismo concreto para hacer exigibles tales derechos en forma práctica, de modo de elevar el estándar en esta materia.


Explicó que se ha visto que países que han ratificado la señalada Convención Internacional sobre Derechos del Niño hace muchos años, no exhiben en la realidad fórmulas aptas para cautelar esos derechos. En consecuencia, enfatizó que no basta con ratificar dicho tratado y establecer reglas generales, sino que es preciso que la legislación interna ofrezca mecanismos precisos y concretos. Éste, dijo, es un paso adelante, que sigue la senda recomendada por Naciones Unidas en esta materia.


Los miembros de la Comisión ponderaron as disposiciones de este Párrafo. Específicamente, repararon en la amplitud de derechos que esta nueva acción de protección estaría destinada a cautelar. Debatieron acerca de la conveniencia de este mecanismo y de las dificultades que podría representar en la práctica. También sopesaron la posibilidad de no innovar en esta materia, manteniendo únicamente el recurso de protección consagrado por la Constitución Política. Igualmente, hubo preocupación por el aumento del volumen de causas que este recurso podría significar para los Tribunales de Familia, los cuales, se advirtió, ya acusan una sobrecarga de trabajo.


En esta materia, la Comisión tomó en consideración el parecer del profesor señor Raúl Tavolari.


Éste manifestó que la principal dificultad que, en principio, advirtió en relación a la acción de protección que se crea, radica en la posible superposición que podría darse entre ésta y otros mecanismos de protección de derechos. Sin embargo, manifestó que introduciendo ciertos ajustes al texto de las normas de este párrafo, su redacción se armoniza y permite fijar como límite, que no serán objeto de esta acción aquellas situaciones que caben dentro de la competencia de los Tribunales de Familia.


Con estas precisiones, afirmó que la acción en estudio viene a cumplir una finalidad importante en el ámbito de la protección de derechos de los menores. Señaló que junto al recurso de protección ya consagrado por la Carta Fundamental, se establece esta vía que podrá impetrarse para diversas situaciones de carácter urgente que afecten a los menores. En síntesis, opinó que se trata de un mecanismo nuevo y complementario que armoniza eficientemente con el recurso tradicional.


Sostuvo que la acción en estudio obedece a los requerimientos que la Convención Internacional sobre Derechos del Niño plantea a los países que la han suscrito, en orden a conceder a los menores un tratamiento especial en cuanto a la protección de sus derechos.


El Honorable Senador señor Chadwick opinó que, en el fondo, se trataría del mismo recurso consagrado por la Constitución, solamente que se orienta a los niños. Sin embargo, opinó que no se aclara con precisión los derechos que podrán motivar su interposición. Es decir, podría pensarse que la vulneración de cualquier tipo de derechos podría motivar este recurso, aun aquellos no cautelados por el recurso de protección previsto en la Constitución. Consideró que la redacción del artículo 17 es vaga y da lugar a estas imprecisiones.


Se preguntó si corresponde en esta ley dar a un niño un amparo de derechos mayor al que se otorga a un adulto, en circunstancias en que la Constitución no hace distingos y también favorece con el recurso de protección a los menores.


Por otra parte, señaló que una ampliación del ámbito de procedencia del recurso de protección, como en el hecho aquí se estaría haciendo, podría adolecer de inconstitucionalidad.


La señora Del Gatto enfatizó que esta materia reviste gran importancia dentro del proyecto y representa una novedad de envergadura en materia de protección de derechos de los menores. Sostuvo que la redacción que se ha estado trabajando para estas normas con la asesoría del profesor Tavolari da por resultado un texto equilibrado que, a la vez, representa un gran avance en nuestro contexto jurídico.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que era menester precisar qué derechos quedarán incluídos en este nuevo recurso, de manera de evitar “zonas grises” y dilucidar expresamente si los derechos que no están amparados por el recurso de protección consagrado por la Constitución quedarán también excluidos de este mecanismo. Hizo presente que los derechos no protegidos por el recurso de protección de la Constitución, como es el caso de los derechos sociales, no pueden exigirse ante las Cortes, de manera que permitir que se hagan exigibles ante los Tribunales de Familia por la vía del recurso que se crea pondrá a estos órganos jurisdiccionales ante situaciones muy difíciles.


La abogada del SENAME, señora Daniela González, explicó que comparando nuestra realidad con la de otras naciones en materia de legislación de infancia, fluye claramente que estamos en desventaja y que debemos avanzar. En cuanto al recurso en estudio, señaló que se optó por una fórmula que sea cercana y fácil de poner en práctica por las personas, como son los Tribunales de Familia.


En cuanto a la naturaleza de los derechos a cautelar, expresó que la Convención Internacional de los Derechos del Niño da a entender que todos los tipos de derechos deben ser objeto de protección. Para estos fines, utiliza fórmulas tales como que “el Estado empeñará el máximo de sus posibilidades” y que “actuará en forma progresiva” en este ámbito. Cabe pensar, agregó, que un Tribunal de Familia abocado a un recurso de protección de cualquier tipo de derecho, tendrá en cuenta estas disposiciones puesto que son parte de la legislación nacional.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó que la solución que ofrece el párrafo en estudio no es satisfactoria. Obviamente, dijo, este párrafo intentó zanjar una discusión de fondo que ya se ha producido a raíz de otras iniciativas legales que dice relación con definir cuánto se hace por los niños. Pero la solución a que se arribó no es adecuada ni soluciona el conflicto de fondo. Al ser tan vaga la fórmula propuesta, queda entregado a las personas que ejerzan los respectivos cargos en un momento determinado el interpretar cual será “la medida de lo posible”. Por estas razones, se mostró contrario a la formulación que el proyecto da al recurso en estudio.



En definitiva, teniendo a la vista los planteamientos formulados, la Comisión, en conjunto con los representantes del Ejecutivo, fijó los términos de una indicación sustitutiva para este Párrafo I, que partirá por definir, en el primero de los artículos que lo integran, que la protección de los Juzgados de Familia procederá cuando un sufra la vulneración de alguno de los derechos o garantías contemplados en el artículo 20 de la Constitución Política de la República. Se agrega que esta acción no procederá en aquellos casos relativos a las materias a que se refiere el artículo 8° de la Ley Nº 19.968.


El Ejecutivo acogió este planteamiento, así como otros ajustes propuestos por la Comisión a otras disposiciones de este párrafo 1°.


Todo ello se materializó a través de la indicación número 2, contenida en el oficio N° 480-353, de 21 de diciembre de 2005, del Presidente de la República. La señalada indicación número 2 sustituye el párrafo 1) en su integridad.


Las nuevas redacciones que dicha indicación propuso para las normas de este Párrafo fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.


De ellas se da cuenta a continuación.

Artículo 20


Esta norma consagra una acción especial de protección de derechos. Prescribe que todo niño, niña o adolescente que por causa de actos u omisiones arbitrarios o ilegales, sufra privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de alguno de los derechos o garantías reconocidos por el ordenamiento jurídico chileno, podrá solicitar por sí o por cualquiera a su nombre, la protección de los Juzgados de Familia de conformidad a los artículos siguientes, sin perjuicio de los demás acciones que pueda hacer valer ante la autoridad o los tribunales correspondientes.


Agrega que este recurso será procedente sólo a falta de un procedimiento de protección específico en el ámbito de familia.


La nueva redacción planteada para esta norma por la señalada indicación del Ejecutivo –y acogida por la Comisión- es la siguiente:





“Artículo 17.- Acción especial de protección de derechos. Todo niño, niña o adolescente o cualquiera a su nombre, podrá solicitar la protección de los Juzgados de Familia cuando por causa de actos u omisiones arbitrarios o ilegales sufra privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de alguno de los derechos o garantías contemplados en el artículo 20 de la Constitución Política de la República.





Esta acción no procederá en aquellos casos relativos a las materias a que se refiere el artículo 8° de la Ley Nº 19.968.”.

Artículo 21


Esta disposición establece que cualquier niño, niña o adolescente, o cualquier persona en su nombre, aun cuando no tenga poder ni cuente con patrocinio de abogado, podrá interponer la acción a que se refiere el artículo anterior.


La indicación número 23 del Honorable Senador señor Parra, incorpora el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia podrá actuar en representación del menor que así se lo haya requerido  en el ejercicio de la acción a que se refiere este Párrafo.”.


El señor Presidente de la Comisión declaró la inadmisibilidad de esta indicación, por incidir en una materia propia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, según lo dispone el número 2° del artículo 65 de la Constitución Política.


El texto acogido por la Comisión para esta disposición –contenido en la mencionada indicación del Ejecutivo-, es el siguiente:





“Artículo 18.- Legitimación activa. Se aplicará a esta acción lo dispuesto en los artículos 18 y 19 de la Ley Nº 19.968.”.

Artículo 22


Este precepto regula el tribunal competente y el plazo para presentar la acción especial de protección de derechos. Señala que ésta deberá interponerse ante el Juzgado de Familia en cuya jurisdicción se hubiere cometido el acto o incurrido en la omisión arbitraria o ilegal que ocasionen privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de los derechos del niño, niña o adolescente, dentro del plazo fatal de 15 días corridos contados desde la ejecución del acto o la ocurrencia de la omisión, o según la naturaleza de éstos, desde que se haya tenido noticias o conocimiento cierto de los mismos, lo que se hará constar en el proceso.


Acogiendo la indicación del Ejecutivo, se mantuvo, con enmiendas meramente formales, el texto de esta norma, que pasó a ser artículo 19.

Artículo 23


Dispone que la acción especial de protección se interpondrá por escrito, por cualquier medio, sin formalidad alguna, pudiendo incluso interponerse verbalmente, en cuyo caso se levantará el acta respectiva.



En su inciso segundo manda que en la acción deberá constar el nombre completo y domicilio del solicitante; la persona a favor de quien se interpone, con su nombre, apellido y domicilio si se conociere; la identificación de la persona o entidad contra quien se recurre o los datos que permitan individualizarla cuando lo anterior no fuere posible; la relación de los hechos que motivan la acción y los fundamentos jurídicos en que ésta se apoya; y las peticiones concretas que se formulan al tribunal.


El inciso tercero establece que, además, el actor acompañará a la solicitud si procediere, los antecedentes pertinentes, individualizará aquellos de los cuales tiene conocimiento pero no dispone, con la indicación de la persona o lugar en que se encuentran y podrá solicitar la suspensión provisional de que trata el artículo 27.


El texto propuesto por la citada indicación del Ejecutivo –que fue aprobado por la Comisión-, es el que sigue:





“Artículo 20.- Interposición. La acción especial de protección se interpondrá por escrito, por cualquier medio, sin formalidad alguna, pudiendo incluso presentarse verbalmente, en cuyo caso se levantará el acta respectiva.





En la acción deberá constar el nombre completo y el domicilio del solicitante; la persona a favor de quien se interpone, con su nombre, apellido y domicilio si se conociere; la identificación de la persona o entidad que ha incurrido en la acción u omisión, si fuere posible; la relación de los hechos que motivan la acción y los fundamentos jurídicos en que ésta se apoya, y las peticiones concretas que se formulan al Tribunal.





Además, el actor acompañará a la solicitud, si procediere, los antecedentes pertinentes, individualizará aquellos de los cuales tiene conocimiento pero no dispone, con la indicación de la persona o lugar en que se encuentran, y podrá solicitar el ejercicio de las facultades previstas en el artículo 22 de la ley N° 19.968.”.

Artículo 24


Regula la admisibilidad de la acción, estableciendo que, presentada ésta, el Tribunal examinará si ha sido interpuesta en tiempo y si tiene fundamentos suficientes para acogerla a tramitación. Si su presentación ha sido extemporánea o adolece de manifiesta falta de fundamento o existiere una protección específica del derecho en el ámbito de la familia, lo declarará inadmisible desde luego por resolución someramente fundada, la que no será susceptible de recurso alguno, salvo el de reposición ante el mismo tribunal, el que deberá interponerse dentro de tercero día.


La nueva redacción presentada para este precepto por la ya mencionada indicación del Ejecutivo y acogida por la Comisión, es la siguiente:





“Artículo 21.- Admisibilidad. Presentada la acción, el Tribunal examinará si ha sido interpuesta en tiempo y si tiene fundamentos suficientes para acogerla a tramitación. Si su presentación ha sido extemporánea, adolece de manifiesta falta de fundamento o se refiere a materias previstas el artículo 8° de la ley Nº 19.869, la declarará inadmisible desde luego por resolución someramente fundada, la que no será susceptible de recurso alguno, salvo el de reposición ante el mismo Tribunal, el que deberá interponerse dentro de tercero día.”.

Artículo 25


Esta norma regula el caso de error u omisión. Dispone que cuando se haya omitido alguno de los antecedentes señalados en el inciso segundo del artículo 23 o se haya incurrido en un error manifiesto respecto a ellos, el tribunal los subsanará de oficio. De no ser posible, ordenará subsanar dichos errores u omisiones dentro de un término no inferior a cinco ni superior de diez días, siempre que sean imprescindibles para su conocimiento y resolución.



Añade que vencido el plazo indicado en el inciso anterior sin haberse subsanado, el tribunal declarará inadmisible la acción de plano.


El texto contenido en la antes citada indicación del Ejecutivo para este precepto –que pasa a ser artículo 22- y aprobado por la Comisión, sólo le introduce cambios formales y de referencia interna de normas.

Artículo 26


Regula la acumulación de autos, estableciendo que si respecto de un mismo acto u omisión se dedujeren dos o más acciones, aún por distintos niños, niñas o adolescentes afectados, se acumularán todas las acciones en el Juzgado de Familia al que hubiere ingresado la primera de ellas, para ser resueltas en una misma sentencia.


La señalada indicación del Ejecutivo mantiene el texto de este precepto, que pasa a ser artículo 23.

Artículo 27


Establece que la acción especial de protección se substanciará en forma preferente a cualquier otro asunto, con excepción de las medidas que se adopten en el ejercicio de la potestad a que alude el Párrafo II del presente Título.


La indicación del Ejecutivo mantiene el texto de este precepto, que pasa a ser artículo 24.

Artículo 28


Se refiere a la potestad cautelar, disponiendo que en cualquier etapa del procedimiento el juez podrá decretar cualquier medida cautelar que estime indispensable o atinente a la protección de un derecho.


En su inciso segundo, dispone que, en ese ámbito, podrá ordenarse la suspensión provisional del acto, resolución o procedimiento reclamado, si fuere necesario para asegurar el resultado de la acción, en cualquier estado del proceso y hasta antes de la audiencia a que se refiere el artículo 31. El tribunal, en la primera resolución que dicte, aún cuando no hubiere sido solicitado, resolverá sobre la suspensión.



El inciso final manda que el tribunal, de oficio o a petición de parte, en cualquier estado del proceso podrá dejar sin efecto la suspensión provisional del acto, resolución o procedimiento reclamados.

 



La indicación número 24, de Su Excelencia el Presidente de la República, intercala, en el inciso primero, entre los vocablos “decretar” y “cualquier”, la frase “, de oficio o a petición de la parte interesada,”.


Esta indicación fue desechada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Prokurica, Silva Cimma y Viera-Gallo.


Posteriormente, la indicación presentada por el Ejecutivo mediante oficio N° 480-353, de 21 de diciembre de 2005, propuso reemplazar el texto de esta norma por el que sigue:





“Artículo 25.- Potestad cautelar. Para el ejercicio de la potestad cautelar será aplicable lo dispuesto en el artículo 22 de la ley N° 19.968.”.


Como se ha señalado, esta indicación fue acogida por la votación antes consignada.

Artículo 29


Esta disposición se ocupa del informe del recurrido. Señala que cuando se admitiere a tramitación la acción especial de protección, el tribunal ordenará que informe, por la vía que estime más rápida y efectiva, la persona o personas, funcionarios o autoridad que, según la acción o en concepto del Tribunal, son los causantes del acto u omisión arbitraria o ilegal que haya podido producir privación, perturbación o amenaza del legítimo ejercicio de los derechos que se solicita proteger, fijándole un plazo breve y perentorio para emitir el informe y señalándole que conjuntamente con éste, el obligado en evacuarlo remitirá todos los antecedentes que existan en su poder sobre el motivo de la acción.



Su inciso segundo dispone que la referida solicitud y el informe requerido deberán despacharse por escrito, por el medio más rápido posible.



El inciso tercero establece que si el informe no fuere evacuado dentro del plazo determinado por esta ley, se resolverá la acción sin más trámite, salvo que el tribunal estime conveniente y necesario practicar alguna medida para mejor resolver, la que deberá cumplirse en un plazo no superior a cinco días.


La señalada indicación del Ejecutivo sólo introdujo cambios de forma a este precepto, que pasó a ser artículo 26. Al igual que en los casos anteriores, la nueva redacción fue aprobada por la Comisión por la votación ya consignada.

Artículo 30


Contempla la facultad de hacerse parte en esta acción. Establece que la autoridad, funcionario o persona requerida para informar, junto con presentar su informe y acompañar los antecedentes solicitados, podrá hacerse parte en el proceso.



Agrega que cualquier otra persona que tenga un interés legítimo en el resultado de la acción, podrá hacerse parte hasta antes del vencimiento del plazo para presentar el informe.


La indicación del Ejecutivo mantuvo en sus mismos términos esta disposición, que pasó a ser artículo 27.

Artículo 31


Se ocupa de la audiencia. Dispone que si del o los informes evacuados el Tribunal pudiere concluir la efectividad de la amenaza, privación o perturbación del derecho reclamado en los términos dispuestos en el artículo 20 y no se hubiere planteado controversia en los hechos o el derecho, acogerá la acción especial de protección de derechos, en cuyo caso procederá conforme los artículos siguientes.



En caso contrario, dictará una resolución citando a las partes a audiencia, la que deberá realizarse en el más breve plazo posible, y a la que deberán concurrir con todos sus medios de prueba.


Agrega que la audiencia tendrá por objeto oír a las partes, recibir antecedentes adicionales y resolver la acción. Se llevará a efecto en un solo acto pudiendo prorrogarse en sesiones sucesivas si fuere necesario.


La indicación del Ejecutivo solamente introdujo enmiendas formales y de referencia de normas a este precepto, que pasó a ser artículo 28. Dichas modificaciones fueron aprobadas por la Comisión.

Artículo 32


Se refiere a los efectos de la sentencia favorable a la protección. Dispone que cuando se acoja la acción especial de protección por un acto de carácter positivo, la sentencia ordenará su cesación inmediata. Tratándose de una omisión, la sentencia ordenará realizar el acto debido, para lo cual se otorgará un plazo determinado.



Añade que, sin perjuicio de lo anterior, el Tribunal podrá adoptar las medidas que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección al afectado.


La indicación del Ejecutivo propuso reemplazar el texto de este precepto, que pasa a ser artículo 29, por el siguiente:





“Artículo 29.- Facultades del Tribunal que acoge la solicitud de protección. Si el Tribunal accede a la solicitud, podrá adoptar todas las medidas que juzgue necesarias para asegurar la debida protección del afectado.”.


Esta nueva redacción fue acogida por la Comisión por la votación antes consignada.

Artículo 33


Contempla las sanciones que serán pertinentes en caso de incumplimiento de la resolución judicial.


Dispone que si la persona, el funcionario o el representante o jefe del órgano del Estado, tenga éste la calidad de titular, interino, suplente o subrogante, o cualquiera otra, no evacuare los informes o no diere cumplimiento a las diligencias, resoluciones o sentencias dentro de los plazos que el juez determine conforme a lo establecido en los artículos precedentes, podrá imponer al renuente, oyéndolo o en su rebeldía, alguna o algunas de las siguientes medidas:



a) Amonestación privada;



b) Censura por escrito;



c) Multa a beneficio fiscal que no sea inferior a 1 ni exceda de 5 unidades tributarias mensuales;



d) Suspensión de funciones, hasta por cuatro meses, tiempo en el cual el funcionario gozará de medio sueldo. Todo ello además de la responsabilidad penal en que pudieren incurrir dichas personas.


La nueva redacción propuesta por el Ejecutivo sólo introdujo enmiendas de tipo formal a esta disposición, que fueron acogidas por la Comisión con la votación ya anotada. El precepto pasó a ser artículo 30.

Artículo 34


Establece que en todo lo no regulado por este párrafo, serán aplicables las disposiciones contenidas en el Título III de la Ley que Crea los Juzgados de Familia.





La indicación número 25 del Honorable Senador señor Parra, añade a continuación de la palabra “Ley”, lo siguiente: “Nº 19.968”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Prokurica, Silva Cimma y Viera-Gallo, acogió la indicación número 25.


Por su parte, la nueva indicación del Ejecutivo recogió el texto de este precepto, incluyendo la enmienda recién consignada. Esta norma pasó a ser artículo 31.

PÁRRAFO II

DE LA APLICACIÓN JUDICIAL DE MEDIDAS DE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS, NIÑAS, O ADOLESCENTES


Con el fin de afinar la redacción del proyecto, en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, acordó eliminar la coma que se ubica entre el sustantivo “ niñas” y la conjunción disyuntiva “o”.

Artículo 35


Dispone que las medidas de protección a favor de un niño, niña o adolescente procederán cuando concurra alguna de las causales señaladas en el artículo siguiente, de conformidad a lo previsto en el párrafo I, del Título IV de la Ley que Crea los Juzgados de Familia.


La indicación número 26, del Honorable Senador señor Parra, agregar a continuación del vocablo “Ley”, lo siguiente: “Nº 19.968”.


La Comisión, sin mayor debate, aprobó con enmiendas esta indicación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Chadwick y Viera-Gallo.

Artículo 36


Contempla las causales para adoptar las medidas de que trata este párrafo. Éstas se adoptarán ante situaciones de vulneración de los derechos del niño, niña y adolescente causadas por:



a) Falta de los padres o las personas responsables de su cuidado personal;



b) Incapacidad o imposibilidad, transitoria o permanente, de los padres o de las personas responsables para ejercer su cuidado personal;



c) Incumplimiento voluntario o negligente de las obligaciones de protección de padres o personas responsables de su cuidado personal, cuando ello comprometa su vida, integridad física o psíquica;



d) Ser víctima de maltrato, abuso o explotación sexual, y



e) La necesidad urgente de proporcionarle atención de salud para proteger su vida e integridad física.





La indicación número 27, del Presidente de la República, agrega al final del literal c), pasando el punto y coma (;), a ser punto seguido(.), la siguiente oración: “Se presume legalmente que la comisión de un delito de aquéllos que la ley de responsabilidad penal adolescente califica de grave, por parte de un menor de 14 años implica el incumplimiento del deber de cuidado y protección por parte de los padres y amerita la adopción de alguna de las medidas del artículo siguiente;”.


La indicación número 28, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, intercala la siguiente letra d), nueva, pasando las actuales letras d) y e)  a ser e) y f), respectivamente:


“d) Incumplimiento voluntario o negligente de las obligaciones de protección de padres o personas responsables de su cuidado personal, cuando ello comprometa la vida, integridad física o psíquica y los bienes de terceros;”.


La indicación número 29, del Honorable Senador señor Parra, agrega los siguientes literales, nuevos:


“…) La necesidad de asegurar la matrícula y concurrencia a un establecimiento educacional que imparta docencia en el nivel que le corresponda; y


…) La necesidad de intervenir para impedir que realice trabajos prohibidos por la ley o que sea víctima de explotación laboral por terceros.”.


Puesta en discusión particular esta disposición, la Comisión adoptó diferentes acuerdos.


En primer lugar, estimó conveniente establecer que la causal del literal a) se refiere a la ausencia  de los padres o personas responsables del cuidado del menor y no a la ”falta” de ellos.


Enseguida, consideró necesario precisar, en el literal b), que la incapacidad o imposibilidad de los padres o personas responsables para ejercer el cuidado personal del menor se refiere al ejercicio de sus derechos, deberes y obligaciones.


Luego, en relación a la letra c), se rechazó la indicación número 27 por cuanto su contenido ya estaría acogido en otras disposiciones del proyecto.


A continuación, el Honorable Senador señor Viera-Gallo retiró su indicación número 28, en atención a que la frase que se incluyó en la letra b) abarcaría todos los daños que ocasionalmente los actos de los niños, niñas o adolescentes puedan ocasionar a terceros.


En relación a la letra e), se resolvió puntualizar que la causal contenida en ella consiste en la necesidad urgente de proporcionar al menor atención de salud para proteger su vida e integridad física en caso de adicciones extremas.


Finalmente, en cuanto a las causales propuestas por la indicación número 29, la Comisión consideró que ellas quedaron comprendidas en la letra b), razón por la cual la desechó.


Todos los acuerdos anteriores fue adoptados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina y Viera-Gallo. Aquellos que no se refieren ni derivan de las indicaciones presentadas, fueron tomados en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

Artículo 37


Contempla las medidas de protección que pueden tomarse en favor de los niños, niñas o adolescentes. Dispone que, concluido el procedimiento respectivo, el juez podrá adoptar, mediante resolución fundada, las siguientes:



a) Asistencia a programas o servicios de apoyo, orientación, intervención o reparación ofrecidos por entidades públicas o privadas;



b) Tratamiento médico, psiquiátrico o psicológico;



c) Confiarlo al cuidado de un familiar o de un tercero;



d) Ingreso a programa de familias de acogida;



e) Ingreso a un centro residencial.



Agrega que el Juez privilegiará las medidas que no impliquen la separación del niño, niña o adolescente de su medio familiar y podrá decretar una o varias de las medidas establecidas en el presente artículo. Para resolver, se deberá tomar en cuenta la gravedad de los hechos que ameriten su aplicación, el grado de autonomía y capacidad del niño, niña o adolescente, la presencia de redes de apoyo, y la posibilidad del adecuado ejercicio de los roles protectores por parte de los adultos responsables de su cuidado.



El inciso tercero manda que estas medidas deberán decretarse por un plazo determinado, no superior a un año y podrán renovarse por períodos iguales, mediante resolución fundada, sin perjuicio de las normas especiales contenidas en este párrafo. En todo caso, el tribunal escuchará, en cualquier tiempo, al niño, niña o adolescente, a sus padres y a quienes sean responsables de la ejecución de la medida y podrá suspender, modificar o dejar sin efecto la medida, conforme a las reglas de los incidentes.



El inciso cuarto dispone que el tribunal, las instituciones, centros o programas encargados de dar cumplimiento a la medida decretada deberán informar al niño, niña o adolescente, a lo menos, acerca de la naturaleza y extensión de la medida tomada a su respecto.



El inciso final establece que el tribunal sólo podrá aplicar a un niño, niña o adolescente una medida de internamiento obligatorio en un establecimiento hospitalario, psiquiátrico o de tratamiento especializado, según corresponda, en la medida que se requiera de los servicios que éstos ofrecen y ello sea indispensable frente a una amenaza a su vida o salud. Esta medida, se impondrá sólo por el plazo estrictamente necesario para superar la situación de amenaza y no podrá exceder de 90 días. Concluido este plazo, la medida podrá prorrogarse, incidentalmente, por resolución fundada.


Este artículo fue objeto de las indicaciones números 30, 31, 32 y 33.




La indicación número 30, del Presidente de la República, intercala en su encabezamiento, entre “protección” y “a favor”, lo siguiente: “o algunas de las contenidas en el artículo 71 de la ley N° 19.968, de Tribunales de Familia”.


La indicación número 31, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, introduce en el inciso primero la siguiente letra a), nueva, pasando los actuales literales a), b), c), d) y e), a ser letras b), c), d), e) y f), respectivamente:


“a) Mantenerlo bajo el cuidado de sus padres, guardadores o personas a cuyo cargo estuviere, instándolos a tener una mayor preocupación sobre la conducta del niño o adolescente y advirtiéndoles que la reiteración de hechos que pongan en peligro la vida, integridad física o psíquica del propio menor o de terceros o los bienes de éstos podría motivar la aplicación de medidas más severas;”.


La indicación número 32, del Honorable Senador señor Chadwick, reemplaza, en la primera oración del inciso segundo, la expresión “de su medio familiar” por “de sus padres o representantes legales”.


La indicación número 33, del Honorable Senador señor Viera-Gallo, sustituye, en la primera oración de su inciso final, la expresión “a su vida o salud” por “a la vida, integridad física o psíquica del propio menor o de terceros o a los bienes de éstos”.


Puesta en discusión la indicación número 30, la Comisión estuvo por aprobarla con enmiendas, con el fin de incluir dentro de las medidas de protección que el juez podrá adoptar todas aquellas contempladas en la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia y no únicamente las comprendidas en el artículo 71 de dicha ley.


Enseguida, la indicación número 31 fue acogida por la Comisión, con algunas modificaciones meramente formales.


En relación a los restantes incisos de la disposición, la Comisión estimó conveniente introducirles las siguientes dos enmiendas:


En primer lugar, se resolvió eliminar del inciso segundo la frase “privilegiará las medidas que no impliquen la separación del niño, niña o adolescente de su medio familiar”, en atención a que, en ciertos casos, tal separación puede constituir la medida de protección más idónea para el menor. Por ende, por considerar que esta frase limitaría al juez, la Comisión estuvo por eliminarla.


En segundo lugar, en el inciso final, se acordó añadir, luego de la expresión “tratamiento especializado” la frase “de rehabilitación de la adicción a las drogas, al alcohol u otras de igual gravedad”, con el objetivo de dar una mayor claridad del tipo de tratamiento a que se refiere esta medida.


Finalmente, las indicaciones números 32 y 33 fueron retiradas por sus autores.


Los acuerdos antes consignados fueron adoptados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo. Las dos últimas modificaciones, además de algunas de carácter meramente formal, se acordaron en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación.
Artículo 38


Esta norma contempla las medidas que el juez podrá aplicar a los padres o personas a cargo del cuidado personal de un menor. Son las siguientes:



a) Asistencia a programas o servicios ambulatorios de apoyo u orientación ofrecidos o financiados por organismos públicos o privados;



b) Tratamiento médico, psiquiátrico o psicológico;



c) Obligación de matricular al niño, niña o adolescente en un establecimiento educacional y velar por su asistencia;



d) Prohibición de mantener relaciones directas o regulares con el niño, niña o adolescente por tiempo determinado;



e) Expulsión del agresor o agresora de la vivienda común en casos de maltrato grave, abuso o explotación sexual.


El inciso segundo dispone que dichas medidas deberán decretarse por un plazo determinado, que no podrá exceder de un año, que podrá renovarse por períodos iguales mediante resolución fundada, pronunciada en procedimiento incidental. El tribunal podrá decretar una o más de ellas simultáneamente y en conjunto con las previstas en el artículo anterior.



El inciso tercero señala que en el caso de las medidas establecidas en las letras a) y b) precedentes, se deberá contar con el consentimiento del afectado. De concurrir, el consentimiento prestado será especialmente considerado por el tribunal, junto con las circunstancias de hecho y teniendo debidamente en cuenta la opinión y el interés del niño, para evaluar si decreta dichas medidas en lugar de las contenidas en las letras d) y e).


La indicación número 34, del Honorable Senador señor Parra, incorpora la siguiente letra d), nueva, pasando los actuales literales d) y f), a ser f) y g), respectivamente:


“d) Obligación de impedir que el menor realice trabajos prohibidos por la ley y de precaver cualquier explotación laboral por terceros;”.


La indicación número 35, del Honorable Senador señor Parra, sustituye, en el inciso final, la referencia a las letras d) y e), por otra al literal e).


Puesta en votación la indicación número 34, la Comisión la aprobó, no obstante que se puso de manifiesto que la legislación laboral ya protege a los menores de la explotación laboral por parte de terceros.


Por otra parte, se acordó reemplazar la última oración del inciso final por la siguiente: “De no contar con este consentimiento, el juez podrá decretar todas las medidas contempladas en la ley.”.


Finalmente, debido al reemplazo antes consignado, la indicación número 35 fue rechazada por tornarse innecesaria.


Los acuerdos anteriores fueron adoptados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo. La enmienda introducida al inciso final, además de otras de índole meramente formal, fueron acordadas en mérito de lo dispuesto por el inciso final de artículo 121 del Reglamento de la Corporación.
Artículo 39


Este precepto fija límites a las medidas de protección. Señala que los tribunales no podrán, con el pretexto de dar protección a sus derechos, imponer a un niño, niña o adolescente una medida de protección que signifique una sanción de privación de libertad.


La Comisión estimó innecesario este artículo y acordó desecharlo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo. Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final de artículo 121 del Reglamento de la Corporación.
Artículo 40


Este precepto establece que confiar el cuidado a un familiar o tercero es aquella medida de protección transitoria decretada por el juez que consiste en la entrega del cuidado de un niño, niña o adolescente con el objeto de procurarle un núcleo de convivencia familiar.


Agrega que en la adopción de esta medida, el tribunal preferirá a los parientes consanguíneos más próximos, sobre todo a los ascendientes del niño, niña o adolescente.



Dispone que, en casos calificados, el tribunal podrá confiar este cuidado a personas que no tengan un vínculo de parentesco con el niño, niña o adolescente, con las que éstos tengan una relación de afecto y confianza. En tal caso, el tribunal siempre deberá requerir una evaluación especializada del niño, niña o adolescente y de las personas que soliciten o se propongan para asumir su cuidado.



En conjunto con esta medida, el tribunal podrá dictar alguna de las contempladas en las letras a) y b) del artículo 38, a fin de que los padres puedan superar los problemas que les impiden el ejercicio del cuidado del niño.



Procederá la entrega del cuidado transitorio siempre que la causal que lo justifique sea temporal o cuando de los antecedentes del proceso se concluya que el niño, niña o adolescente podrá retornar, una vez vencido el plazo decretado por el tribunal, a su entorno familiar.



El tribunal podrá renovar esta medida por una sola vez y hasta por un año, cuando las circunstancias que dieron lugar a ésta se mantengan.



Cuando hubieren transcurrido los plazos anteriores y no fuere posible que el niño, niña o adolescente vuelva al cuidado de sus padres, el tribunal podrá adoptar incidentalmente una medida de entrega de cuidado personal indefinido, que dará a las personas a quienes se haya entregado el cuidado del niño, las facultades del cuidado personal a que se refiere el Código Civil.



Tratándose del cuidado personal con fines adoptivos, sólo procederá en conformidad a lo dispuesto en el artículo 19 de la ley Nº 19.620 y bajo ninguna circunstancia podrá decretarse en el ámbito proteccional.


La indicación número 36, del Honorable Senador señor Parra, elimina en su inciso penúltimo el vocablo “incidentalmente”.


Considerada esta disposición, la Comisión acordó introducirle las siguientes modificaciones:


En primer término, se resolvió eliminar el inciso segundo, con el objetivo de no limitar la facultad del juez de confiar el cuidado de un menor a un familiar.


Luego, para efectos de dar una mejor redacción, se supimió en el encabezado del inciso tercero la frase “En casos calificados”, de modo de comenzar el inciso con la expresión “El tribunal también podrá confiar….”


Asimismo, se acordó rechazar el inciso cuarto, por cuanto éste repite la facultad que el juez ya posee en virtud del artículo 35 del proyecto,norma que establece un conjunto de medidas aplicables a los padres o personas a cargo del cuidado personal del menor.


En cuanto al inciso quinto, la Comisión acordó ubicarlo como inciso segundo.


Finalmente, en cuanto al inciso séptimo, la Comisión aprobó con enmiendas la indicación número 36, con el objetivo de reemplazar la vía incidental que allí se dispone por el procedimiento especial para la aplicación de medidas de protección contemplado en la ley N° 19.968, sobre Tribunales de Familia.



Además, se efectuaron algunas enmiendas de redacción al precepto en estudio.


Todos estos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, y, aparte de aquél referido a la aprobación con enmiendas de la indicación número 36, se tomaron en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.
Artículo 41


Establece que el ingreso a un programa de familias de acogida es aquella medida de protección transitoria decretada por el juez que consiste en la entrega del cuidado de un niño, niña o adolescente a un programa desarrollado por el Servicio Nacional de la Infancia y la Adolescencia o a través de los organismos acreditados ante él, que proporcionará a éste un núcleo de convivencia familiar, siempre que su cuidado no pueda ser confiado a un pariente.


Agrega que, renovada la medida por dos períodos y siempre que la situación que motivó a decretarla no hubiere sido superada, el tribunal podrá mantenerla y renovarla en lo sucesivo hasta por dos años.



El inciso final dispone que el Director del programa o el Tribunal, si aquél no lo hubiere informado, deberá comunicar a la Dirección Regional respectiva del Servicio la medida decretada cuando se hubieren cumplido los plazos y configurado las causales establecidas en el número 2 del artículo 12 de la ley Nº 19.620, para que se inicien los procedimientos que correspondan, sin perjuicio de lo prescrito en el artículo 13 de la misma ley.


En un comienzo, este precepto no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, además de algunos ajustes de tipo formal, la Comisión le introdujo tres enmiendas. La primera, para eliminar, en el inciso primero, la frase final “siempre que su cuidado no pueda ser confiado a un pariente.”. La segunda, para precisar, en el inciso segundo, que la extensión de la medida de ingreso a programas de familia de acogida será de dos años cada vez que ella se renueve. La tercera, para incorporar, en el inciso final, la causal del número 1 del artículo 12 de la ley N° 19.620.


Acogiendo estos planteamientos, el Ejecutivo presentó un texto sustitutivo para esta disposición mediante su indicación número 3, contenida en el oficio N° 480-353, de 21 de diciembre de 2005, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Artículo 42


Establece que la medida de ingreso a un centro residencial es aquella consistente en el ingreso y permanencia de un niño, niña o adolescente a los establecimientos calificados como tales por el Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia, que procederá como medida de último recurso y cuando su cuidado no pueda ser confiado a un familiar.



Agrega que al adoptar esta medida, siempre se deberá privilegiar el derecho del niño, niña o adolescente a vivir en una residencia cercana a su familia y comunidad, salvo su interés superior.



Para decretar su renovación y sin perjuicio de la obligación de informar periódicamente que deberán cumplir los establecimientos residenciales, el Tribunal llamará a una audiencia de seguimiento de la misma. A dicha audiencia deberán concurrir los padres, si fueren habidos, y el director del establecimiento o quien éste designe. El niño, niña o adolescente siempre deberá ser oído, en la misma audiencia, por separado, y su opinión será considerada en función de su edad y madurez.



En el caso que la medida hubiere sido ya renovada por dos períodos, la audiencia de seguimiento se podrá realizar en lo sucesivo cada dos años.



El Director del Centro Residencial o el Tribunal, si aquel no lo hubiera informado, deberá comunicar a la respectiva Dirección Regional del Servicio la medida decretada cuando se hubieren cumplido los plazos y configurado las causales establecidas en el número 2 del artículo 12 de la Ley Nº 19.620.


A este precepto, que pasó a ser artículo 38, la Comisión le introdujo algunas enmiendas de índole meramente formal y, además, incorporó, en su inciso final, una mención al numeral 1 del artículo 12 de la ley N° 19.620.


Acogiendo estos planteamientos, el Ejecutivo presentó un texto sustitutivo para esta disposición mediante su indicación número 4, contenida en el oficio N° 480-353, de 21 de diciembre de 2005, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Artículo 43


Esta norma alude a los derechos y obligaciones de los padres. Dispone que cuando se decreten las medidas contempladas en las letras c), d) y e), del artículo 36, éstos siempre conservarán el derecho y el deber establecido en el artículo 229 del Código Civil, salvo que en la misma resolución se hubiere adoptado expresamente alguna de las medidas previstas en las letras d) o e) del artículo 37. En todo caso, siempre conservará el deber de contribuir a los gastos de educación, crianza y establecimiento de sus hijos e hijas.


Esta norma, que pasó a ser artículo 39, sólo fue objeto de modificaciones destinadas a adecuar la referencia a otras disposiciones del proyecto.


Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto unánime de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Prokurica, Silva Cimma y Viera-Gallo.

Artículo 44


Se refiere al rol del Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia en la protección jurisdiccional de derechos. Manda que, en este ámbito, le corresponderá el cumplimiento de las resoluciones judiciales que disponen la aplicación de medidas de protección en alguno de los proyectos de su red de organismos acreditados y la obligación de mantener a disposición de los tribunales la información actualizada acerca de la oferta de atención existente en las distintas jurisdicciones del país.


Este precepto, que pasó a ser artículo 40, no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, la Comisión le introdujo algunas enmiendas de índole meramente formal.


Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto unánime de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Prokurica, Silva Cimma y Viera-Gallo.

TÍTULO V

ACTUACIÓN DE LA POLICÍA EN EL ÁMBITO DE LA PROTECCIÓN DE DERECHOS

Artículo 45


Este artículo aborda la asistencia inmediata que la Policía debe prestar a las víctimas de delitos o frente a casos de vulneraciones de derechos de los menores.


Establece que Carabineros de Chile deberá otorgar en forma inmediata la asistencia que requiera todo niño, niña o adolescente víctima de una falta, crimen o simple delito, o que esté expuesto a una vulneración de sus derechos o amenaza de la misma.


Su inciso segundo prescribe que la acción de Carabineros se orientará a repeler el delito y poner fin a la vulneración de sus derechos, otorgándole la asistencia indispensable.



El inciso tercero dispone que para ello, deberá otorgar protección inmediata a un niño, niña o adolescente que se encuentre en situación de peligro grave, directo e inminente para su vida o integridad física, para lo cual podrá ingresar a un lugar cerrado y retirar al niño, niña o adolescente, debiendo en todo caso poner de inmediato los hechos en conocimiento del Juez de Familia, del Crimen o Fiscal del Ministerio Público, según corresponda. En lo demás procederá de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente.



El inciso final precisa que, en casos de urgencia, podrá conducir al niño, niña o adolescente a un centro de salud para que reciba la atención médica correspondiente.


Este artículo fue objeto de las indicaciones números 37 y 38.

La indicación número 37, del Presidente de la República, reemplaza en el inciso cuarto la palabra “podrá” por “deberá”.


La indicación número 38, del Honorable Senador señor Parra, agrega el siguiente inciso final, nuevo:


“Del mismo modo, Carabineros deberá denunciar ante el Juez de Familia correspondiente el que una niña, un niño o adolescente no esté matriculado en un establecimiento educacional o el que haya sido sorprendido realizando trabajos prohibidos o trabajos indebidos por orden y en beneficio de terceros.”.


Analizada esta disposición, además de decidir efectuarle algunas enmiendas formales, la Comisión resolvió introducirle los siguientes ajustes:


En primer lugar, se eliminó, en el inciso tercero, la alusión al Juez del Crimen.


Luego, en relación al inciso cuarto, se acogió la indicación número 37, sustituyéndose la forma verbal “podrá” por “deberá”.


Finalmente, se acogió la idea propuesta por la indicación número 38.


En relación a esta indicación 38, el señor Presidente declaró su inadmisibilidad por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, según lo dispuesto por el número 2° del artículo 65 de la Carta Fundamental.


El Ejecutivo coincidió con la totalidad de los acuerdos de la Comisión y, mediante su indicación número 5, contenida en el oficio N°480-353, de fecha 21 de diciembre de 2005, propuso reemplazar el texto de la disposición por otro que acoge estos planteamientos. Esta indicación, así como la número 37, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Artículo 46


Establece la obligación de la Policía de conducir al niño, niña o adolescente a sus padres, disponiendo que, una vez repelido el delito o superada la vulneración de derechos, el niño o niña será conducido o entregado en forma directa e inmediata a cualquiera de sus padres o a la persona responsable de su cuidado personal.



El inciso segundo prescribe que, tratándose de adolescentes, Carabineros procederá de conformidad al inciso anterior cuando éstos se encuentren en una situación de peligro grave, directo e inminente para su vida o integridad física. En los demás casos, éstos podrán solicitar a Carabineros asistencia para reunirse con sus padres o quienes tienen su cuidado personal. En ambos casos, Carabineros deberá informar a los padres o personas responsables de su cuidado personal de las actuaciones realizadas al efecto.


El inciso tercero dispone que respecto de un niño, niña o adolescente sobre el cual hubiere una solicitud de búsqueda vigente, Carabineros procederá conforme a lo dispuesto en el presente Título, informando al tribunal que hubiere formulado la solicitud o al Ministerio Público, en su caso.


Aun cuando respecto de esta norma no se presentaron indicaciones, la Comisión estimó conveniente modificarla con el objetivo de precisar, en el inciso primero, que el niño será derechamente entregado a sus padres o responsables y, en el inciso final, que se trata de menores que se encuentran perdidos y sobre los cuales existe una solicitud de búsqueda a consecuencia, precisamente, de su desaparición.


En cuanto a la primera modificacion, se explicó que basta con establecer que la Policía entregará al niño a sus padres, pues así se abarca tanto el hecho de conducirlo a ellos como el de hacer esta entrega en dependencias policiales. En cuanto a la segunda, las precisiones obedecieron a que la norma trata de menores perdidos que no son infractores de la ley penal.


Estos acuerdos se adoptaron en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contaron con el voto unánime de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Prokurica, Silva Cimma y Viera-Gallo.

Artículo 47


Regula las excepciones a la obligación de de la Policía de conducir el menor a sus padres. Señala que en los casos en que los padres o la persona responsable hayan sido los causantes directos de la vulneración o amenaza o hayan sido imputados por su supuesta participación en el crimen, simple delito o falta de que fue víctima el niño, niña o adolescente, y, en general, cuando por otras circunstancias no sea posible conducirlo directamente a esas personas, Carabineros lo pondrá bajo la responsabilidad del tribunal competente.



El inciso segundo manda que si el procedimiento se adoptare fuera del horario de funcionamiento de los tribunales, Carabineros podrá conducir al niño, niña o adolescente a los establecimientos que, para estos efectos, determine el Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia, e informará de los hechos a primera audiencia al Juzgado de Familia y, de inmediato, al Ministerio Público si procediere.



El inciso final establece que, en todo caso, el director de un establecimiento de los que alude el inciso anterior, podrá entregar directamente al niño, niña o adolescente a sus padres o personas responsables de su cuidado personal, siempre que no hayan sido los causantes directos de la vulneración o amenaza, o imputados por su supuesta participación en el crimen, simple delito o falta de que se trate. Verificada la entrega, informará al Juzgado de Familia competente.


La indicación número 39, del Presidente de la República, intercala en su inciso segundo, entre “Adolescencia,” y “e informará”, lo siguiente: “por resolución de su Director Nacional”.


La Comisión coincidió con lo propuesto por esta indicación. Estimó conveniente, asimismo, reemplazar, en el inciso primero, la expresión “no sea posible conducirlo “ por “no sea posible o conveniente entregarlo”. Además, introdujo algunas modificaciones formales al precepto, que pasó a ser artículo 43.


Para estos efectos, la Comisión aprobó con enmiendas la señalada indicación. Votó a favor la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Prokurica, Silva Cimma y Viera-Gallo.

Artículo 48


Establece que en el cumplimiento de las funciones establecidas en los artículos anteriores, Carabineros podrá conducir al niño, niña o adolescente a la unidad policial correspondiente. En ningún caso dicho traslado se efectuará en condiciones similares a las de una persona detenida.


Agrega que el tiempo de permanencia en dichas unidades será el menor posible, exceptuándose de esta limitación aquellas unidades especializadas y habilitadas para la atención residencial de niños, niñas o adolescentes y, en todo caso, hasta que sea posible la entrega a sus padres o responsables de su cuidado, al tribunal competente o al establecimiento a que alude el inciso segundo del artículo anterior, según corresponda.



El inciso final prescribe que en ningún caso los niños, niñas o adolescentes, conducidos a las unidades policiales podrán permanecer en las mismas dependencias o tomar contacto con detenidos.


La Comisión solamente introdujo algunas enmiendas formales a esta norma, que pasó a ser artículo 44. Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación. Votó a favor la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Prokurica, Silva Cimma y Viera-Gallo.

Artículo 49


Manda que en el cumplimiento de sus obligaciones, Carabineros actuará respetando la intimidad y dignidad de los niños, niñas y adolescentes, privilegiando la intervención de funcionarios o profesionales capacitados para la atención de los mismos.


Este precepto no fue objeto de indicaciones. Pasó a ser artículo 45 con la misma redacción.

Artículo 50


Establece que las disposiciones del presente título serán aplicables a la Policía de Investigaciones de Chile.


Tampoco esta norma recibió indicaciones. Pasó a ser artículo 46, intercalándose el artículo definido “la” entre la preposición “a” y el término “Policía”. Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

TÍTULO VI

MALTRATO DE NIÑOS, NIÑAS O ADOLESCENTES, FUERA DEL ÁMBITO FAMILIAR
Artículo 51


Dispone que todo maltrato que afecte a un niño, niña o adolescente, que no sea constitutivo de delito, cometido por una persona que no tenga respecto del ofendido alguna de las calidades señaladas por el artículo primero de la ley Nº 19.325, será sancionado con alguna de las siguientes medidas:



a) Multa, a beneficio municipal, del equivalente de uno a diez días de ingreso diario del condenado calculado en la forma señalada en el artículo 4º de esa ley, y



b) Realización de trabajos en beneficio de la comunidad con acuerdo del ofensor. La resolución que aplique esta sanción deberá señalar expresamente el tipo de trabajo, el lugar donde deba realizarse, su duración y la persona o institución encargada de controlar su cumplimiento. En caso de incumplimiento de la sanción en la forma dispuesta por la sentencia, se dejará sin efecto la medida decretada debiendo imponerse en su lugar el máximo de la multa señalada en la letra anterior.


No obstante que no se presentaron indicaciones a esta norma, la Comisión le introdujo ciertos ajustes de forma.


Estos acuerdos se adoptaron en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contaron con el voto favorable de la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Prokurica, Silva Cimma y Viera-Gallo.

Artículo 52


Establece que conocerá de la materia señalada en el artículo anterior el Juzgado de Familia del territorio jurisdiccional en que tenga residencia o domicilio el afectado.


Este artículo, que pasó a ser 48, se mantuvo en sus mismos términos.

TÍTULO VII
DISPOSICIONES VARIAS

Artículo 53


Este precepto introduce una serie de modificaciones al Código Civil. Son las que se transcriben a continuación:


“1) Agrégase el siguiente artículo 226 bis:



"Artículo 226 bis. Para los efectos del artículo anterior, se entenderá que uno o ambos padres se encuentran inhabilitados física o moralmente cuando:



1º
Sufrieren de alguna discapacidad mental grave.



2º
Padecieren de alcoholismo o dependencia a estupefacientes y sustancias sicotrópicas.



3º
Hubieren sido condenados por secuestro o abandono de menores.



4º
Maltrataren al hijo vulnerando gravemente su derecho a la vida, integridad física o psíquica.



5º 
Incumplieren sus obligaciones de protección, cuando con ello comprometan su vida o, gravemente, su integridad física o psíquica.”



2) Derógase el artículo 228.



3) Derógase el artículo 234.



4) Reemplázase el artículo 240 por el siguiente:



"Artículo 240. Si el hijo abandonado por sus padres hubiere sido alimentado y criado por otra persona y quisieran éstos recuperar el cuidado personal, deberán ser autorizados por el juez para hacerlo, el que en su resolución determinará la forma y plazo en que se producirá la entrega. El juez sólo negará la autorización si estima, por razones graves, que es de conveniencia para el interés superior del hijo.



La persona que lo hubiera alimentado o criado podrá solicitar al juez, en el mismo procedimiento, la tasación y reintegro de los gastos de crianza y educación en que hubiese incurrido. El no pago de dichos gastos, en ningún caso, impedirá la entrega del niño a sus padres.



El sólo hecho de haber confiado el cuidado del menor de edad a terceros, no constituye abandono para los efectos de lo dispuesto en este artículo."



5) Agrégase el siguiente artículo 241 bis:



"Artículo 241 bis. La pérdida o suspensión del cuidado personal deja subsistente la obligación de los padres o guardadores de contribuir a los gastos de educación, crianza y establecimiento de sus hijos o pupilos, según corresponda."



6) Agrégase el siguiente artículo 274:



"Artículo 274. La pérdida o suspensión del ejercicio de la patria potestad deja subsistente la obligación de los padres de contribuir a los gastos de educación, crianza y establecimiento de sus hijos.".”.


A esta disposición se presentaron dos indicaciones.


La indicación número 40, del Honorable Senador señor Chadwick, suprime el número 2).


La indicación número 41, del Honorable Senador señor Chadwick, elimina el número 3).


La Comisión analizó las enmiendas propuestas por este precepto al Código Civil, adoptando los siguientes acuerdos:


En cuanto al artículo 226 bis que se propone agregar al señalado Código, se precisó, en el número 1°, que la discapacidad mental grave debe estar judicialmente declarada.


En cuanto a la causal contemplada en el número 2°, se acogió la siguiente redacción:


“2° Padecieren de consumo dependiente de drogas o alcohol, circunstancia diagnosticada por, a lo menos, dos facultaqtivos.”.


Enseguida, se desechó la derogación del artículo 228. Para estos efectos, se acogió la indicación número 40.


En esta materia, la Directora del SENAME, señora Del Gatto, explicó que la permanencia de un hijo en el hogar que uno de sus padres forme con otro cónyuge no debe quedar sujeta al consentimiento de aquél, lo que es acorde con el espíritu de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, que privilegia la relación del hijo con sus progenitores. Agregó que, en todo caso, esta es una materia que no debe regularse por ley, sino que debe resolverse en el ámbito privado de la familia. No obstante lo anterior, los miembros presentes de la Comisión consideraron que la voluntad del nuevo cónyuge es imprescindible para garantizar una sana convivencia para el menor en ese nuevo núcleo familiar. Por esta razón, desecharon la derogación de la norma.


Luego, por dos votos a favor y uno en contra, la Comisión acogió la derogación del artículo 234. En consecuencia, se desechó la indicación número 41. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Silva Cimma y Viera-Gallo. A favor lo hizo el Honorable Senador señor Prokurica.


En relación a la derogación de esta norma, la señora Del Gatto explicó que tanto la facultad de corregir a los hijos –que, añadió, podría validar la aplicación de castigos físicos- cuanto la posibilidad de intervenir en la definición de su vida futura, son instituciones superadas por la evolución del Derecho Civil comparado. Por lo demás, acotó que la última de estas ideas quedó técnicamente sin sentido dentro de nuestro sistema jurídico, por cuanto los Tribunales de Familia no están dotados de competencia en este ámbito.


A continuación, la Comisión aprobó el reemplazo del texto propuesto para el artículo 240, eliminando, sin embargo, la segunda oración del inciso primero.


Luego, se desechó la incorporación del artículo 241 bis, por considerársele innecesario.


Finalmente, se acogió el artículo 274 propuesto.


La indicación número 40 fue aprobada con el voto a favor de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Prokurica, Silva Cimma y Viera-Gallo. La indicación número 41 fue desechada por un voto a favor, del Honorable Senador señor Prokurica, y dos en contra, de los Honorables Senadores señores Silva Cimma y Viera-Gallo. Los restantes acuerdos se adoptaron en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Prokurica, Silva Cimma y Viera-Gallo.

Artículo 54


Esta disposición introduce modificaciones al Decreto Ley N° 2.465, de 1979, Ley Orgánica del Servicio Nacional de Menores. Son las que se transcriben a continuación:



“1) Sustitúyese la denominación del Servicio creado por esta ley de “Servicio Nacional de Menores” a “Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia”.



Todas las referencias efectuadas por otras leyes y reglamentos al Servicio Nacional de Menores, deberán ser entendidas al Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia.



2) Incorpórase al artículo 22 un inciso segundo nuevo del siguiente tenor:



"Asimismo, serán consideradas como establecimientos de beneficencia para los efectos del artículo 1056 del Código Civil.".”.


Este precepto se mantuvo en sus mismos términos, pasando a ser artículo 50.

Artículo 55


Esta norma agrega el siguiente artículo 16, nuevo, a la ley Nº 14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias:



"Artículo 16. El juez podrá ordenar, durante la tramitación del juicio de alimentos y sujeto a las disposiciones anteriores, que el padre, madre o la persona obligada a proporcionar alimentos al menor de edad, pague la respectiva pensión al centro, establecimiento o persona que lo tenga a su cargo, la que se destinará íntegra y directamente al menor de edad.



Si los menores de edad que se encontraren en la situación descrita en el inciso anterior, tuvieren bienes propios, su representante legal deberá destinar, de las rentas provenientes de dichos bienes, las cantidades que sean necesarias para su cuidado y educación, de acuerdo con el monto y plazo fijados por el juez.".


La Comisión solamente introdujo algunas enmiendas de tipo meramente formal a esta disposición, que pasó a ser artículo 51. Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Artículo 56


Esta disposición deroga los artículos 1, 15, 16 bis, 17, 30, 31, 33, 38, 41, 42, 43, 44, 45, 47, 48, 48 bis, 49, 51, 52, 53, 54, 56, 57, 60, 61, 62, 64, 66, 68, 69, 70, 71, primero y tercero transitorio de la ley Nº 16. 618, de Menores.





La indicación número 42, del Presidente de la República, la sustituye por la siguiente:


“Artículo 56.- Derógase la ley N° 16.618, de Menores.”.


Por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Prokurica, Silva Cimma y Viera-Gallo, la Comisión aprobó esta indicación.

- - -

MODIFICACIONES PROPUESTAS

TÍTULO I

DISPOSICIONES PRELIMINARES

Artículo 1°


Reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo 1°.- Objetivo de la ley. La presente ley tiene por objetivo garantizar la protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes y normar la situación de los menores de catorce años infractores de la ley penal.





Para ello, regula los mecanismos especiales que deberán desarrollar los órganos de la Administración del Estado, los tribunales de justicia y, en general, las entidades públicas y privadas, con el fin de prevenir las situaciones de vulneración de derechos de los niños, niñas y adolescentes y proteger y promover el ejercicio de los mismos.





En su interpretación se tendrán especialmente en cuenta las disposiciones de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño y su interés superior.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, 3 x 0)

Artículo 2°


Sustituirlo por el que sigue:





“Artículo 2°.- Definición de niño, niña y adolescente. Para los efectos de esta ley, se considera niño o niña a toda persona que no ha cumplido los catorce años de edad, y adolescente, desde los catorce años hasta que cumpla los dieciocho años de edad.





En caso de duda acerca de si una persona es menor o mayor de dieciocho años, se le presumirá adolescente.”. (Indicación número 4, 5 x 0)
Artículo 3°


Reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo 3°.- Los niños como sujetos de derecho. Todos los niños, niñas y adolescentes son sujetos de derecho con autonomía progresiva para ejercerlos y asumir sus responsabilidades.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, 5 x 0)

Artículo 4°


Pasa a ser artículo 6°, sustituido por el siguiente:





“Artículo 6°.- Principio de igualdad y no discriminación. Corresponde preferentemente al Estado adoptar las medidas necesarias para asegurar que todo niño, niña y adolescente sea protegido contra cualquier forma de discriminación arbitraria, de acuerdo a la Constitución y a la ley.”.(Indicación número 5, 5 x 0)
Artículo 5°


Pasa a ser artículo 4°, en sus mismos términos.

Artículo 6°


Pasa a ser artículo 5°, sustituido por el siguiente:





“Artículo 5°.- Rol de la familia y la comunidad. La familia y la comunidad deberán promover y velar por el respeto de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, 4 x 0)

Artículo 7°


Sustituirlo por el siguiente:





“Artículo 7°.- Decisiones relativas a la crianza de los niños. Ninguna de las disposiciones de la presente ley autorizará a la comunidad a intervenir en las decisiones de los padres y de los representantes legales, relativas a la crianza de los niños.”. (Indicación número 10, 3 x 0)

Artículo 8°


Reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo 8°.- Cuenta de las actividades de la autoridad. Anualmente, la autoridad correspondiente rendirá cuenta de sus actividades en audiencia pública.





En la cuenta se referirá a los resultados obtenidos en las actividades realizadas en el período, incluyendo las estadísticas básicas que las reflejaren, el uso de los recursos otorgados y las dificultades que se hubieren presentado.





El Presidente de la República, mediante decreto supremo, reglamentará la forma en que se dará cumplimiento a esta obligación.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, 3 x 0)

Artículo 9°



Desecharlo. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, 4 x 0)

Artículo 10


Pasa a ser artículo 9° en sus mismos términos.

Artículo 11



Rechazarlo. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, 4 x 0)

TÍTULO II

ACTUACIONES DE LOS ÓRGANOS DE LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO Y MUNICIPALIDADES EN EL ÁMBITO DE LA PROTECCIÓN DE DERECHOS DE LA INFANCIA Y ADOLESCENCIA

Artículo 12


Pasa a ser artículo 10 con el siguiente texto:





“Artículo 10.- Protección administrativa general. Los órganos de la administración del Estado y las municipalidades deberán velar por el respeto de los derechos de los niños, niñas y adolescentes y adoptar todas las medidas tendientes a prevenir o superar las situaciones de vulneración de sus derechos, dentro del ámbito de sus competencias y siempre que cuenten con recursos financieros para tal efecto.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, 5 x 0)

Artículo 13


Pasa a ser artículo 11 reemplazado por el que sigue:





“Artículo 11.- Solicitudes y reclamaciones. Todo niño, niña o adolescente que sufra cualquier vulneración en el ejercicio de sus derechos con ocasión de actuaciones de órganos de la administración del Estado, de sus autoridades o funcionarios, podrá, personalmente o a través de su representante legal o de cualquier persona a su nombre, presentar, por sí, solicitudes o reclamos, de conformidad con lo establecido en la ley Nº 19.880.





Si la vulneración fuera imputable a entidades privadas que se encuentren bajo la dependencia o supervisión de órganos de la administración del Estado o municipalidades, el niño, niña o adolescente, podrá, personalmente, a través de su representante legal o de cualquier persona a su nombre, presentar solicitudes y reclamaciones ante la entidad pública respectiva. Requerida su intervención, la entidad pública respectiva, dentro de sus facultades, adoptará de inmediato todas las medidas necesarias para superar la vulneración de derechos, y dará respuesta por escrito dentro de un plazo que no excederá de 15 días.”. (Indicación número 14, 5 x 0)

TÍTULO III

ACTUACIÓN DEL SERVICIO NACIONAL DE LA INFANCIA Y ADOLESCENCIA


Reemplazar los preceptos que integran este Título –artículos 14 a 19- por los siguientes artículos 12 a 16:





“Artículo 12.- Protección administrativa especial. En conformidad a la misión y funciones que la ley le asigna, corresponderá al Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia realizar las acciones destinadas a la prevención de situaciones de vulneración, protección integral y promoción de los derechos de los niños, niñas y adolescentes a que se refiere el artículo 2° del Decreto Ley N° 2.465.





Artículo 13.- Oferta y proyectos del Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia. Para los efectos de lo previsto en el artículo anterior, el Servicio dispondrá de una oferta de proyectos ejecutados directamente o a través de colaboradores acreditados. En especial, esta oferta consistirá en:





a) Oficinas de Protección de los Derechos de niños, niñas y adolescentes (OPD), en el ámbito local, destinadas a realizar acciones encaminadas a otorgar protección integral de sus derechos cuando se encuentren en una situación de exclusión social o de vulneración de los mismos. La organización de estas oficinas podrá ser comunal o intercomunal, de acuerdo a las necesidades y características de la población infantil y adolescente de cada comuna.





b) Programas dirigidos a ofrecer al niño, niña o adolescente la atención ambulatoria especializada necesaria para la adecuada protección, reparación o restitución de sus derechos. En los casos en que la intervención técnica lo amerite, podrán desarrollarse conjuntamente con una modalidad residencial.





c) Programas dirigidos a prevenir situaciones de vulneración de los derechos del niño, niña o adolescente que afecten su integración familiar, escolar o comunitaria.





d) Programas destinados a promover los derechos del niño, niña y adolescente.





e) Programas dirigidos a proporcionar al niño, niña o adolescente vulnerado en sus derechos, un medio familiar donde residir, a través de familias de acogida.





f) Programas de adopción de niños, niñas y adolescentes, conforme a la ley N° 19.620.





g) La elaboración de diagnósticos solicitados por el tribunal competente u otras instancias públicas o privadas que digan relación con una situación de vulneración de derechos que afecte a un niño, niña o adolescente.





h) Centros residenciales para la atención de los niños, niñas y adolescentes privados de su medio familiar.





Artículo 14.- Conocimiento y calificación de las situaciones de vulneración de derechos. Las Direcciones Regionales del Servicio y las Oficinas de Protección de Derechos del niño, niña o adolescente recibirán las denuncias o solicitudes formuladas a favor de los mismos.





Recibida una denuncia o solicitud de intervención o tomado conocimiento de una situación de vulneración de derechos, las Oficinas de Protección de Derechos y las Direcciones Regionales, por sí o con la colaboración de proyectos especializados, calificarán el caso con el objeto de orientar su actuación.





La calificación deberá realizarse en el menor plazo posible y preferentemente de manera ambulatoria. Con todo, si para realizar la calificación a que se refiere el presente artículo fuere indispensable la separación del niño de su medio familiar, deberá solicitarse una medida cautelar a su favor ante el Juzgado de Familia competente.





Artículo 15.- Acciones posteriores a la calificación. Una vez realizada la calificación o cuando ella no fuere necesaria por existir antecedentes suficientes, el Servicio, directamente o a través de sus colaboradores acreditados, prestará orientación y asistencia, propiciará acuerdos con los padres o quienes tengan el cuidado personal del niño, niña o adolescente para su ingreso a un proyecto, se coordinará con diversos actores tanto del ámbito público como privado para potenciar los recursos disponibles y, en general, realizará todas las acciones que estime pertinentes, de conformidad a sus atribuciones legales, con el objeto de superar la situación de vulneración de derechos.





Para el ingreso de un niño, niña o adolescente a la oferta programática no residencial se requerirá de la voluntad de los padres o personas que tienen legalmente su cuidado, sin perjuicio de lo cual la opinión de aquellos será escuchada y considerada, en función de su edad y madurez.





Cuando no concurra la voluntad de las personas indicadas en el inciso precedente o el caso así lo amerite, el Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia recurrirá a los Juzgados de Familia a fin que se adopte la medida de protección pertinente. Éstos podrán adoptar todas aquellas contempladas en los artículos 71 de la ley N° 19.968 y 34 y 35 de esta ley. Del mismo modo, deberá solicitar la intervención judicial cuando se trate de materias de su exclusiva competencia.





Artículo 16.- Registro. El Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia deberá llevar un registro de las acciones, intervenciones, derivaciones y egresos de los casos de los que tome conocimiento de acuerdo a los artículos anteriores. Los colaboradores acreditados que participen de dichas intervenciones deberán proporcionar la información respectiva al registro.





El registro del Servicio y los que pudieren desarrollar los colaboradores acreditados se someterán a lo dispuesto en la ley Nº 19.628, sobre protección de datos de carácter personal.”. (Indicaciones números 18 y 21, ambas aprobadas 3 x 0, e indicación número 1, contenida en el oficio N° 480-353, del Presidente de la República, de 21 de diciembre de 2005, aprobada 4 x 0)

TÍTULO IV

ACCIONES DE PROTECCIÓN ESPECIAL ANTE LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA

PÁRRAFO I

DE LA ACCIÓN ESPECIAL DE PROTECCIÓN DE DERECHOS DE LA INFANCIA Y ADOLESCENCIA


Sustituir los preceptos que integran este Párrafo I –números 20 a 34-, por los siguientes artículos 17 a 31:





“Artículo 17.- Acción especial de protección de derechos. Todo niño, niña o adolescente o cualquiera a su nombre, podrá solicitar la protección de los Juzgados de Familia cuando por causa de actos u omisiones arbitrarios o ilegales sufra privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de alguno de los derechos o garantías contemplados en el artículo 20 de la Constitución Política de la República.





Esta acción no procederá en aquellos casos relativos a las materias a que se refiere el artículo 8° de la Ley Nº 19.968.





Artículo 18.- Legitimación activa. Se aplicará a esta acción lo dispuesto en los artículos 18 y 19 de la Ley Nº 19.968.





Artículo 19.- Tribunal competente y plazo. La acción a que alude el presente párrafo deberá interponerse ante el Juzgado de Familia en cuya jurisdicción se hubiere cometido el acto o incurrido en la omisión arbitraria o ilegal que ocasione privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de los derechos del niño, niña o adolescente, dentro del plazo fatal de 15 días corridos contados desde la ejecución del acto o la ocurrencia de la omisión, o, según la naturaleza de éstos, desde que se haya tenido noticias o conocimiento cierto de los mismos, lo que se hará constar en el proceso.





Artículo 20.- Interposición. La acción especial de protección se interpondrá por escrito, por cualquier medio, sin formalidad alguna, pudiendo incluso presentarse verbalmente, en cuyo caso se levantará el acta respectiva.





En la acción deberá constar el nombre completo y el domicilio del solicitante; la persona a favor de quien se interpone, con su nombre, apellido y domicilio si se conociere; la identificación de la persona o entidad que ha incurrido en la acción u omisión, si fuere posible; la relación de los hechos que motivan la acción y los fundamentos jurídicos en que ésta se apoya, y las peticiones concretas que se formulan al Tribunal.





Además, el actor acompañará a la solicitud, si procediere, los antecedentes pertinentes, individualizará aquellos de los cuales tiene conocimiento pero no dispone, con la indicación de la persona o lugar en que se encuentran, y podrá solicitar el ejercicio de las facultades previstas en el artículo 22 de la ley N° 19.968.





Artículo 21.- Admisibilidad. Presentada la acción, el Tribunal examinará si ha sido interpuesta en tiempo y si tiene fundamentos suficientes para acogerla a tramitación. Si su presentación ha sido extemporánea, adolece de manifiesta falta de fundamento o se refiere a materias previstas el artículo 8° de la ley Nº 19.869, la declarará inadmisible desde luego por resolución someramente fundada, la que no será susceptible de recurso alguno, salvo el de reposición ante el mismo Tribunal, el que deberá interponerse dentro de tercero día.





Artículo 22.- Error u omisión. Cuando se haya omitido alguno de los antecedentes señalados en el inciso segundo del artículo 20 o se haya incurrido en un error manifiesto respecto a ellos, el Tribunal los subsanará de oficio. De no ser posible, ordenará subsanar dichos errores u omisiones dentro de un término no inferior a cinco ni superior de diez días, siempre que sean imprescindibles para su conocimiento y resolución.





Vencido el plazo indicado en el inciso anterior sin haberse subsanado, el Tribunal declarará inadmisible la acción de plano.





Artículo 23.- Acumulación de autos. Si respecto de un mismo acto u omisión se dedujeren dos o más acciones, aún por distintos niños, niñas o adolescentes afectados, se acumularán todas las acciones en el Juzgado de Familia al que hubiere ingresado la primera de ellas, para ser resueltas en una misma sentencia.





Artículo 24.- Conocimiento preferente. La acción especial de protección se substanciará en forma preferente a cualquier otro asunto, con excepción de las medidas que se adopten en el ejercicio de la potestad a que alude el Párrafo II del presente Título.





Artículo 25.- Potestad cautelar. Para el ejercicio de la potestad cautelar será aplicable lo dispuesto en el artículo 22 de la ley N° 19.968.





Artículo 26.- Informe. Cuando se admitiere a tramitación la acción especial de protección, el Tribunal ordenará que informen, por la vía que estime más rápida y efectiva, la persona o personas, funcionarios o autoridad que según la acción o en concepto del Tribunal, sean los causantes del acto u omisión arbitraria o ilegal que haya podido producir privación, perturbación o amenaza del libre ejercicio de los derechos que se solicita proteger, fijando un plazo breve y perentorio para emitir el informe y señalando que conjuntamente con éste, el obligado a evacuarlo remitirá todos los antecedentes que existan en su poder sobre el motivo de la acción.





La referida solicitud y el informe requerido deberán despacharse por escrito, por el medio más rápido posible.





Si el informe no fuere evacuado dentro del plazo determinado, se resolverá la acción sin más trámite, salvo que el Tribunal estime conveniente y necesario practicar alguna medida para mejor resolver, la que deberá cumplirse en un plazo no superior a cinco días.





Artículo 27.- Facultad de hacerse parte. La autoridad, funcionario o persona requerida para informar, junto con presentar su informe y acompañar los antecedentes solicitados, podrá hacerse parte en el proceso.





Cualquier otra persona que tenga un interés legítimo en el resultado de la acción, podrá hacerse parte hasta antes del vencimiento del plazo para presentar el informe.





Artículo 28.- Audiencia. Si del o los informes evacuados el Tribunal pudiere concluir la efectividad de la amenaza, privación o perturbación del derecho reclamado en los términos dispuestos en el artículo 17 y no se hubiere planteado controversia en los hechos o el derecho, acogerá la acción especial de protección de derechos, en cuyo caso procederá conforme los artículos siguientes.





En caso contrario, dictará una resolución citando a las partes a audiencia, la que deberá realizarse en el más breve plazo posible, y a la que éstas deberán concurrir con todos sus medios de prueba.





La audiencia tendrá por objeto oír a las partes, recibir antecedentes adicionales y resolver la acción. Se llevará a efecto en un solo acto, pudiendo prorrogarse en sesiones sucesivas si fuere necesario.





Artículo 29.- Facultades del Tribunal que acoge la solicitud de protección. Si el Tribunal accede a la solicitud, podrá adoptar todas las medidas que juzgue necesarias para asegurar la debida protección del afectado.





Artículo 30.- Sanciones por incumplimiento de la resolución judicial. Si la persona, el funcionario o el representante o jefe del órgano del Estado, tenga éste la calidad de titular, interino, suplente o subrogante o cualquiera otra, no evacuare los informes o no diere cumplimiento a las diligencias, resoluciones o sentencias dentro de los plazos que el Juez determine conforme a lo establecido en los artículos precedentes, podrá imponer al renuente, oyéndolo o en su rebeldía, alguna o algunas de las siguientes medidas:





a) Amonestación privada;





b) Censura por escrito;





c) Multa a beneficio fiscal que no sea inferior a una ni exceda de cinco unidades tributarias mensuales, y





d) Suspensión de funciones hasta por cuatro meses, tiempo en el cual el funcionario gozará de medio sueldo. Todo ello además de la responsabilidad penal en que pudieren incurrir dichas personas.





Artículo 31.- Supletoriedad. En todo lo no regulado por este párrafo, serán aplicables las disposiciones contenidas en el Título III de la ley Nº 19.968.”. (Indicación número 25, aprobada 3 x 0, e indicación número 2, contenida en el oficio N° 480-353, del Presidente de la República, de 21 de diciembre de 2005, aprobada 4 x 0)

PÁRRAFO II

DE LA APLICACIÓN JUDICIAL DE MEDIDAS DE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS, NIÑAS, O ADOLESCENTES


Suprimir, en el nombre de este Párrafo II, la coma (,) que antecede a la expresión “O ADOLESCENTES”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, 4 x 0)
Artículo 35


Pasa a ser artículo 32, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 32.- Procedencia. Las medidas de protección a favor de un niño, niña o adolescente procederán cuando concurra alguna de las causales señaladas en el artículo siguiente, en conformidad a lo previsto en el párrafo I del Título IV de la ley Nº 19.968, que crea los Juzgados de Familia.”. (Indicación número 26, 3 x 0)

Artículo 36


Pasa a ser artículo 33, sustituido por el que sigue:





“Artículo 33.- Causales. Las medidas contempladas en este párrafo se adoptarán ante situaciones de vulneración de los derechos del niño, niña y adolescente causadas por:





a) Ausencia de los padres o las personas responsables de su cuidado personal;





b) Incapacidad o imposibilidad, transitoria o permanente, de los padres o de las personas responsables para ejercer su cuidado personal, en lo que se refiere al ejercicio de sus derechos, deberes y obligaciones;





c) Incumplimiento voluntario o negligente de las obligaciones de protección de padres o personas responsables de su cuidado personal, cuando ello comprometa su vida, integridad física o psíquica;





d) Ser víctima de maltrato, abuso o explotación sexual, y





e) La necesidad urgente de proporcionarle atención de salud para proteger su vida e integridad física, en caso de adicciones extremas.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, 4 x 0)
Artículo 37


Pasa a ser artículo 34, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 34.- Medidas de protección. Concluido el procedimiento respectivo, el Juez podrá adoptar, mediante resolución fundada, las siguientes medidas de protección o alguna de las contempladas en la ley N° 19.968, sobre Tribunales de Familia, a favor de los niños, niñas o adolescentes:





a) Mantenerlo bajo el cuidado de sus padres, guardadores o personas a cuyo cargo estuviere, instándolos a tener una mayor preocupación sobre la conducta del niño o adolescente y advirtiéndoles que la reiteración de hechos que pongan en peligro la vida, integridad física o psíquica del propio niño, niña o adolescente o de terceros o los bienes de éstos podría motivar la aplicación de medidas más severas;





b) Asistencia a programas o servicios de apoyo, orientación, intervención o reparación ofrecidos por entidades públicas o privadas;





c) Tratamiento médico, psiquiátrico o psicológico;





d) Confiarlo al cuidado de un familiar o de un tercero;





e) Ingreso a programa de familias de acogida, y





f) Ingreso a un centro residencial.





El Juez podrá decretar una o varias de las medidas establecidas en el presente artículo. Para resolver, se deberá tomar en cuenta la gravedad de los hechos que ameriten su aplicación, el grado de autonomía y capacidad del niño, niña o adolescente, la presencia de redes de apoyo y la posibilidad del adecuado ejercicio de los roles protectores por parte de los adultos responsables de su cuidado.





Estas medidas deberán decretarse por un plazo determinado, no superior a un año, y podrán renovarse por períodos iguales, mediante resolución fundada, sin perjuicio de las normas especiales contenidas en este párrafo. En todo caso, el Tribunal escuchará, en cualquier tiempo, al niño, niña o adolescente, a sus padres y a quienes sean responsables de la ejecución de la medida y podrá suspender, modificar o dejar sin efecto tal medida conforme a las reglas de los incidentes.





El Tribunal, las instituciones y centros o programas encargados de dar cumplimiento a la medida decretada deberán informar al niño, niña o adolescente a lo menos acerca de la naturaleza y extensión de la medida tomada a su respecto.





El Tribunal sólo podrá aplicar a un niño, niña o adolescente una medida de internamiento obligatorio en un establecimiento hospitalario, psiquiátrico o de tratamiento especializado de rehabilitación de la adicción a las drogas, al alcohol u otras de igual gravedad, según corresponda, en la medida que se requiera de los servicios que éstos ofrecen y ello sea indispensable frente a una amenaza a su vida o salud. Esta medida se impondrá sólo por el plazo estrictamente necesario para superar la situación de amenaza y no podrá exceder de 90 días. Concluido este plazo, la medida podrá prorrogarse, incidentalmente, por resolución fundada.”. (Indicaciones números 30 y 31 e inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, 4 x 0)

Artículo 38


Pasa a ser artículo 35, con el siguiente texto:





“Artículo 35.- Medidas aplicables a los padres o personas a cargo del cuidado personal. El Juez podrá adoptar las siguientes medidas respecto de los padres, personas responsables del cuidado del niño, niña o adolescente o que convivan con él:





a) Asistencia a programas o servicios ambulatorios de apoyo u orientación ofrecidos o financiados por organismos públicos o privados;





b) Tratamiento médico, psiquiátrico o psicológico;





c) Obligación de matricular al niño, niña o adolescente en un establecimiento educacional y velar por su asistencia;





d) Obligación de impedir que el menor realice trabajos prohibidos por la ley y de precaver cualquier explotación laboral por terceros;





e) Prohibición de mantener relaciones directas o regulares con el niño, niña o adolescente por tiempo determinado, y





f) Expulsión del agresor o agresora de la vivienda común en casos de maltrato grave, abuso o explotación sexual.





Dichas medidas deberán decretarse por un plazo determinado, que no podrá exceder de un año, que podrá renovarse por períodos iguales mediante resolución fundada pronunciada en procedimiento incidental. El Tribunal podrá decretar una o más de ellas simultáneamente y en conjunto con las previstas en el artículo anterior.





En el caso de las medidas establecidas en las letras a) y b) precedentes, se deberá contar con el consentimiento del afectado. De no contar con este consentimiento, el Juez podrá decretar todas las medidas contempladas en la ley.”. (Indicación número 34 e inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, 4 x 0)

Artículo 39


Desecharlo. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, 4 x 0)

Artículo 40


Pasa a ser artículo 36, con el siguiente texto:





“Artículo 36.- Confiar el cuidado a un familiar o tercero. Confiar el cuidado a un familiar o tercero es aquella medida de protección transitoria decretada por el Juez, que consiste en la entrega del cuidado de un niño, niña o adolescente con el objeto de procurarle un núcleo de convivencia familiar.





Procederá la entrega del cuidado transitorio siempre que la causal que lo justifique sea temporal o cuando de los antecedentes del proceso se concluya que el niño, niña o adolescente podrá retornar, una vez vencido el plazo decretado por el Tribunal, a su entorno familiar.





El Tribunal también podrá confiar este cuidado a personas que no tengan un vínculo de parentesco con el niño, niña o adolescente, con las que éstos tengan una relación de afecto y confianza. En este caso, el Tribunal siempre deberá requerir una evaluación especializada del niño, niña o adolescente y de las personas que soliciten o se propongan para asumir su cuidado.





El Tribunal podrá renovar esta medida por una sola vez y hasta por un año, cuando las circunstancias que dieron lugar a ésta se mantengan.





Cuando hubieren transcurrido los plazos anteriores y no fuere posible que el niño, niña o adolescente vuelva al cuidado de sus padres, el Tribunal podrá adoptar, de acuerdo al procedimiento especial para la aplicación judicial de medidas de protección dispuestas para los niños, niñas y adolescentes en la ley N° 19.968, sobre Tribunales de Familia, una medida de entrega de cuidado personal indefinido, que dará a las personas a quienes se haya entregado el cuidado del niño, las facultades del cuidado personal a que se refiere el Código Civil.





Tratándose del cuidado personal con fines adoptivos, sólo procederá en conformidad a lo dispuesto en el artículo 19 de la ley Nº 19.620 y bajo ninguna circunstancia podrá decretarse en el ámbito proteccional.”. (Indicación 36 e inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, 4 x 0)

Artículo 41


Pasa a ser artículo 37, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 37.- Ingreso a programa de familias de acogida. El ingreso a un programa de familias de acogida es aquella medida de protección transitoria decretada por el Juez, que consiste en la entrega del cuidado de un niño, niña o adolescente a un programa desarrollado por el Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia o a través de los organismos acreditados ante él, que proporcionará a éste un núcleo de convivencia familiar.





Renovada la medida por dos períodos y siempre que la situación que motivó a decretarla no hubiere sido superada, el Tribunal podrá mantenerla y renovarla cada vez, en lo sucesivo, hasta por dos años.





El Director del programa o el Tribunal, si aquél no lo hubiere informado, deberá comunicar a la Dirección Regional respectiva del Servicio la medida decretada cuando se hubieren cumplido los plazos y configurado las causales establecidas en los numerales 1 y 2 del artículo 12 de la ley Nº 19.620, para que se inicien los procedimientos que correspondan, sin perjuicio de lo prescrito en el artículo 13 de la misma ley.”. (Indicación número 3, oficio N° 480-353, del Presidente de la República, de 21 de diciembre de 2005, 4 x 0)

Artículo 42


Pasa a ser artículo 38, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 38.- Ingreso a centro residencial. La medida de ingreso a un centro residencial es aquella consistente en el ingreso y permanencia de un niño, niña o adolescente en los establecimientos calificados como tales por el Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia, que procederá como medida de último recurso y cuando su cuidado no pueda ser confiado a un familiar.





Al adoptar esta medida, siempre se deberá privilegiar el derecho del niño, niña o adolescente a vivir en una residencia cercana a su familia y comunidad, salvo su interés superior.





Para decretar la renovación de esta medida y sin perjuicio de la obligación de informar periódicamente que deberán cumplir los establecimientos residenciales, el Tribunal llamará a una audiencia de seguimiento de la misma. A dicha audiencia deberán concurrir los padres, si fueren habidos, y el director del establecimiento o quien éste designe. El niño, niña o adolescente siempre deberá ser oído, en la misma audiencia, por separado, y su opinión será considerada en función de su edad y madurez.





En el caso que la medida hubiere sido ya renovada por dos períodos, la audiencia de seguimiento se podrá realizar en lo sucesivo cada dos años.





El Director del Centro Residencial o el Tribunal, si aquél no lo hubiere informado, deberá comunicar a la respectiva Dirección Regional del Servicio la medida decretada cuando se hubieren cumplido los plazos y configurado las causales establecidas en los números 1 y 2 del artículo 12 de la ley Nº 19.620.”. (Indicación número 4, oficio N° 480-353, del Presidente de la República, de 21 de diciembre de 2005, 4 x 0)

Artículo 43


Pasa a ser artículo 39, reemplazado por el que sigue:





“Artículo 39.- Derechos y obligaciones de los padres. Cuando se decreten las medidas contempladas en las letras d), e) y f) del artículo 34, los padres siempre conservarán el derecho y el deber establecido en el artículo 229 del Código Civil, salvo que en la misma resolución se hubiere adoptado expresamente alguna de las medidas previstas en las letras e) y f) del artículo 35. En todo caso, siempre conservará el deber de contribuir a los gastos de educación, crianza y establecimiento de sus hijos e hijas.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, 3 x 0)

Artículo 44


Pasa a ser artículo 40, sustituido por el siguiente:





“Artículo 40.- Rol del Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia en la protección jurisdiccional de derechos. En este ámbito, al Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia le corresponderá el cumplimiento de las resoluciones judiciales que disponen la aplicación de medidas de protección en alguno de los proyectos de su red de organismos acreditados y la obligación de mantener a disposición de los tribunales la información actualizada acerca de la oferta de atención existente en las distintas jurisdicciones del país.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, 3 x 0)

TÍTULO V

ACTUACIÓN DE LA POLICÍA EN EL ÁMBITO DE LA PROTECCIÓN DE DERECHOS

Artículo 45





Pasa a ser artículo 41, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 41.- Asistencia inmediata a víctimas de delitos o frente a vulneraciones de derechos. Carabineros de Chile deberá otorgar en forma inmediata la asistencia que requiera todo niño, niña o adolescente víctima de una falta, crimen o simple delito, o que esté expuesto a una vulneración de sus derechos o a una amenaza de la misma.





La acción de Carabineros se orientará a repeler el delito y poner fin a la vulneración de sus derechos, otorgándole para estos fines la asistencia indispensable.





Para ello, deberá otorgar protección inmediata a un niño, niña o adolescente que se encuentre en situación de peligro grave, directo e inminente para su vida o integridad física, para lo cual podrá ingresar a un lugar cerrado y retirar al niño, niña o adolescente, debiendo en todo caso poner de inmediato los hechos en conocimiento del Juez de Familia o del Fiscal del Ministerio Público, según corresponda. En lo demás, procederá de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente.





En casos de urgencia, deberá conducir al niño, niña o adolescente a un centro de salud para que reciba la atención médica correspondiente.





Del mismo modo, Carabineros deberá denunciar ante el Juez de Familia correspondiente el que una niña, un niño o adolescente no esté matriculado en un establecimiento educacional o el que haya sido sorprendido realizando trabajos prohibidos o indebidos por orden y en beneficio de terceros.”. (Indicación número 37 e indicación número 5, contenida en el oficio N° 480-353, de 21 de diciembre de 2005, del Primer Mandatario, ambas aprobadas 4 x 0)
Artículo 46





Pasa a ser artículo 42, reemplazado por el que sigue:





“Artículo 42.- Obligación de entregar al niño, niña o adolescente a sus padres. Una vez repelido el delito o superada la vulneración de derechos, el niño o niña será entregado en forma directa e inmediata a cualquiera de sus padres o a la persona responsable de su cuidado personal.





Tratándose de adolescentes, Carabineros procederá de conformidad al inciso anterior cuando éstos se encuentren en una situación de peligro grave, directo e inminente para su vida o integridad física. En los demás casos, éstos podrán solicitar a Carabineros asistencia para reunirse con sus padres o con quienes tienen su cuidado personal. En ambos casos, Carabineros deberá informar a los padres o personas responsables de su cuidado personal de las actuaciones realizadas al efecto.





Respecto de un niño, niña o adolescente  perdido sobre el cual hubiere una solicitud de búsqueda vigente, a consecuencia de su desaparición, Carabineros procederá conforme a lo dispuesto en el presente Título, informando al Tribunal que hubiere formulado la solicitud o al Ministerio Público, en su caso.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, 3 x 0)

Artículo 47





Pasa a ser artículo 43, sustituido por el que sigue:





“Artículo 43.- Excepciones a la obligación de entrega a los padres. En los casos en que los padres o la persona responsable hayan sido los causantes directos de la vulneración o amenaza o hayan sido imputados por su supuesta participación en el crimen, simple delito o falta de que fue víctima el niño, niña o adolescente, y, en general, cuando por otras circunstancias no sea posible o conveniente entregarlo directamente a esas personas, Carabineros lo pondrá bajo la responsabilidad del tribunal competente.





Si el procedimiento se adoptare fuera del horario de funcionamiento de los tribunales, Carabineros podrá conducir al niño, niña o adolescente a los establecimientos que, para estos efectos, determine el Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia por resolución de su Director Nacional, e informará de los hechos a primera audiencia al Juzgado de Familia y de inmediato al Ministerio Público, si procediere.





En todo caso, el director de un establecimiento de los que alude el inciso anterior, podrá entregar directamente al niño, niña o adolescente a sus padres o personas responsables de su cuidado personal, siempre que no hayan sido los causantes directos de la vulneración o amenaza, o imputados por su supuesta participación en el crimen, simple delito o falta de que se trate. Verificada la entrega, informará al Juzgado de Familia competente.”. (Indicación número 39, 3 x 0)

Artículo 48





Pasa a ser artículo 44, reemplazado por el que sigue:





“Artículo 44.- Conducción y permanencia en unidades policiales. En el cumplimiento de las funciones establecidas en los artículos anteriores, Carabineros podrá conducir al niño, niña o adolescente a la unidad policial correspondiente. En ningún caso dicho traslado se efectuará en condiciones similares a las de una persona detenida.





El tiempo de permanencia en dichas unidades será el menor posible, exceptuándose de esta limitación aquellas unidades especializadas y habilitadas para la atención residencial de niños, niñas o adolescentes y, en todo caso, hasta que sea posible la entrega a sus padres o responsables de su cuidado, al tribunal competente o al establecimiento a que alude el inciso segundo del artículo anterior, según corresponda.





En ningún caso los niños, niñas o adolescentes conducidos a las unidades policiales podrán permanecer en las mismas dependencias o tomar contacto con detenidos.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, 3 x 0)

Artículo 49





Pasa a ser artículo 45 en sus mismos términos.

Artículo 50



Pasa a ser artículo 46, intercalándose el artículo definido “la” entre la preposición “a” y el término “Policía”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, 4 x 0)

TÍTULO VI

MALTRATO DE NIÑOS, NIÑAS O ADOLESCENTES, FUERA DEL ÁMBITO FAMILIAR

Artículo 51


Pasa a ser artículo 47 con la siguiente redacción:





“Artículo 47.- Maltrato. Todo maltrato que afecte a un niño, niña o adolescente, que no sea constitutivo de delito, cometido por una persona que no tenga respecto del ofendido alguna de las calidades señaladas por el artículo 1° de la ley Nº 19.325, será sancionado con alguna de las siguientes medidas:





a) Multa, a beneficio municipal, del equivalente de uno a diez días de ingreso diario del condenado calculado en la forma señalada en el artículo 4º de esa ley; y





b) Realización de trabajos en beneficio de la comunidad con acuerdo del ofensor. La resolución que aplique esta sanción deberá señalar expresamente el tipo de trabajo, el lugar donde deba realizarse, su duración y la persona o institución encargada de controlar su cumplimiento. En caso de incumplimiento de la sanción en la forma dispuesta por la sentencia, se dejará sin efecto la medida decretada debiendo imponerse en su lugar el máximo de la multa señalada en la letra anterior.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, 3 x 0)

Artículo 52


Pasa a ser artículo 48, con la misma redacción.

TÍTULO VII

DISPOSICIONES VARIAS

Artículo 53


Pasa a ser artículo 49, sustituido por el siguiente:





“Artículo 49.- Modificaciones al Código Civil. Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Civil:





1) Agrégase al artículo 226 el siguiente inciso, nuevo:





“Para los efectos de este artículo, se entenderá que uno o ambos padres se encuentran inhabilitados física o moralmente cuando:





1° Sufrieren de alguna discapacidad mental grave, judicialmente declarada.





2° Padecieren de consumo dependiente de drogas o alcohol, circunstancia diagnosticada por, a lo menos, dos facultativos.





3° Hubieren sido condenados por secuestro o abandono de menores.





4° Maltrataren al hijo vulnerando gravemente su derecho a la vida, integridad física o psíquica.





5° Incumplieren sus obligaciones de protección, cuando con ello comprometan gravemente su integridad física o psíquica o su vida.”.





2) Derógase el artículo 234.





3) Reemplázase el artículo 240 por el siguiente:





"Artículo 240. Si el hijo abandonado por sus padres hubiere sido alimentado y criado por otra persona y quisieren éstos recuperar el cuidado personal, deberán ser autorizados por el juez para hacerlo, el que en su resolución determinará la forma y plazo en que se producirá la entrega.





La persona que lo hubiere alimentado o criado podrá solicitar al juez, en el mismo procedimiento, la tasación y reintegro de los gastos de crianza y educación en que hubiere incurrido. El no pago de dichos gastos, en ningún caso, impedirá la entrega del niño a sus padres.





El solo hecho de haber confiado el cuidado del menor de edad a terceros no constituye abandono para los efectos de lo dispuesto en este artículo.”.





4) Incorpórase el siguiente artículo 274:





"Artículo 274. La pérdida o suspensión del ejercicio de la patria potestad deja subsistente la obligación de los padres de contribuir a los gastos de educación, crianza y establecimiento de sus hijos.".”. (Indicación número 40 e inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, 3 x 0)

Artículo 54


Pasa a ser artículo 50, en sus mismos términos.

Artículo 55


Pasa a ser artículo 51, sustituido por el siguiente:





“Artículo 51.- Modificación a la ley N° 14.908, sobre de abandono de familia y pago de pensiones alimenticias. Agrégase el siguiente artículo 16 nuevo a la ley Nº 14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias:





"Artículo 16. El juez podrá ordenar, durante la tramitación del juicio de alimentos y sujeto a las disposiciones anteriores, que el padre, madre o la persona obligada a proporcionar alimentos al menor de edad, pague la respectiva pensión al centro, establecimiento o persona que lo tenga a su cargo, la que se destinará íntegra y directamente al menor de edad.





Si los menores de edad que se encontraren en la situación descrita en el inciso anterior tuvieren bienes propios, su representante legal deberá destinar, de las rentas provenientes de dichos bienes, las cantidades que sean necesarias para su cuidado y educación, de acuerdo con el monto y plazo fijados por el juez.”.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, 4 x 0)

Artículo 56


Pasa a ser artículo 52, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 52.- Derógase la ley N° 16.618, de Menores.”. (Indicación número 42, 3 x 0)

- - -

TEXTO PROPUESTO AL SENADO


Como consecuencia de las modificaciones propuestas, el texto del proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DISPOSICIONES PRELIMINARES





Artículo 1°.- Objetivo de la ley. La presente ley tiene por objetivo garantizar la protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes y normar la situación de los menores de catorce años infractores de la ley penal.





Para ello, regula los mecanismos especiales que deberán desarrollar los órganos de la Administración del Estado, los tribunales de justicia y, en general, las entidades públicas y privadas, con el fin de prevenir las situaciones de vulneración de derechos de los niños, niñas y adolescentes y proteger y promover el ejercicio de los mismos.





En su interpretación se tendrán especialmente en cuenta las disposiciones de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño y su interés superior.





Artículo 2°.- Definición de niño, niña y adolescente. Para los efectos de esta ley, se considera niño o niña a toda persona que no ha cumplido los catorce años de edad, y adolescente, desde los catorce años hasta que cumpla los dieciocho años de edad.





En caso de duda acerca de si una persona es menor o mayor de dieciocho años, se le presumirá adolescente.




Artículo 3°.- Los niños como sujetos de derecho. Todos los niños, niñas y adolescentes son sujetos de derecho con autonomía progresiva para ejercerlos y asumir sus responsabilidades.





Artículo 4°.- Responsabilidad de los padres. Los padres son responsables de la crianza y cuidado de sus hijos e hijas, así como de orientarlos en el ejercicio progresivo de sus derechos y responsabilidades.





Artículo 5°.- Rol de la familia y la comunidad. La familia y la comunidad deberán promover y velar por el respeto de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.





Artículo 6°.- Principio de igualdad y no discriminación. Corresponde preferentemente al Estado adoptar las medidas necesarias para asegurar que todo niño, niña y adolescente sea protegido contra cualquier forma de discriminación arbitraria, de acuerdo a la Constitución y a la ley.




Artículo 7°.- Decisiones relativas a la crianza de los niños. Ninguna de las disposiciones de la presente ley autorizará a la comunidad a intervenir en las decisiones de los padres y de los representantes legales, relativas a la crianza de los niños.





Artículo 8°.- Cuenta de las actividades de la autoridad. Anualmente, la autoridad correspondiente rendirá cuenta de sus actividades en audiencia pública.





En la cuenta se referirá a los resultados obtenidos en las actividades realizadas en el período, incluyendo las estadísticas básicas que las reflejaren, el uso de los recursos otorgados y las dificultades que se hubieren presentado.





El Presidente de la República, mediante decreto supremo, reglamentará la forma en que se dará cumplimiento a esta obligación.





Artículo 9°.- Derecho del niño a ser oído. En todos los asuntos que les afecten, los niños, niñas y adolescentes gozarán del derecho a expresar su opinión libremente, la que deberá tenerse en cuenta, en función de su edad y madurez. Para ello, tendrán la oportunidad de ser escuchados en todo procedimiento judicial o administrativo que los afecte.

TÍTULO II

ACTUACIONES DE LOS ÓRGANOS DE LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO Y MUNICIPALIDADES EN EL ÁMBITO DE LA PROTECCIÓN DE DERECHOS DE LA INFANCIA Y ADOLESCENCIA





Artículo 10.- Protección administrativa general. Los órganos de la administración del Estado y las municipalidades deberán velar por el respeto de los derechos de los niños, niñas y adolescentes y adoptar todas las medidas tendientes a prevenir o superar las situaciones de vulneración de sus derechos, dentro del ámbito de sus competencias y siempre que cuenten con recursos financieros para tal efecto.





Artículo 11.- Solicitudes y reclamaciones. Todo niño, niña o adolescente que sufra cualquier vulneración en el ejercicio de sus derechos con ocasión de actuaciones de órganos de la administración del Estado, de sus autoridades o funcionarios, podrá, personalmente o a través de su representante legal o de cualquier persona a su nombre, presentar, por sí, solicitudes o reclamos, de conformidad con lo establecido en la ley Nº 19.880.





Si la vulneración fuera imputable a entidades privadas que se encuentren bajo la dependencia o supervisión de órganos de la administración del Estado o municipalidades, el niño, niña o adolescente, podrá, personalmente, a través de su representante legal o de cualquier persona a su nombre, presentar solicitudes y reclamaciones ante la entidad pública respectiva. Requerida su intervención, la entidad pública respectiva, dentro de sus facultades, adoptará de inmediato todas las medidas necesarias para superar la vulneración de derechos, y dará respuesta por escrito dentro de un plazo que no excederá de 15 días.

TÍTULO III

ACTUACIÓN DEL SERVICIO NACIONAL DE LA INFANCIA Y ADOLESCENCIA





Artículo 12.- Protección administrativa especial. En conformidad a la misión y funciones que la ley le asigna, corresponderá al Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia realizar las acciones destinadas a la prevención de situaciones de vulneración, protección integral y promoción de los derechos de los niños, niñas y adolescentes a que se refiere el artículo 2° del Decreto Ley N° 2.465.





Artículo 13.- Oferta y proyectos del Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia. Para los efectos de lo previsto en el artículo anterior, el Servicio dispondrá de una oferta de proyectos ejecutados directamente o a través de colaboradores acreditados. En especial, esta oferta consistirá en:





a) Oficinas de Protección de los Derechos de niños, niñas y adolescentes (OPD), en el ámbito local, destinadas a realizar acciones encaminadas a otorgar protección integral de sus derechos cuando se encuentren en una situación de exclusión social o de vulneración de los mismos. La organización de estas oficinas podrá ser comunal o intercomunal, de acuerdo a las necesidades y características de la población infantil y adolescente de cada comuna.





b) Programas dirigidos a ofrecer al niño, niña o adolescente la atención ambulatoria especializada necesaria para la adecuada protección, reparación o restitución de sus derechos. En los casos en que la intervención técnica lo amerite, podrán desarrollarse conjuntamente con una modalidad residencial.





c) Programas dirigidos a prevenir situaciones de vulneración de los derechos del niño, niña o adolescente que afecten su integración familiar, escolar o comunitaria.





d) Programas destinados a promover los derechos del niño, niña y adolescente.





e) Programas dirigidos a proporcionar al niño, niña o adolescente vulnerado en sus derechos, un medio familiar donde residir, a través de familias de acogida.





f) Programas de adopción de niños, niñas y adolescentes, conforme a la ley N° 19.620.





g) La elaboración de diagnósticos solicitados por el tribunal competente u otras instancias públicas o privadas que digan relación con una situación de vulneración de derechos que afecte a un niño, niña o adolescente.





h) Centros residenciales para la atención de los niños, niñas y adolescentes privados de su medio familiar.





Artículo 14.- Conocimiento y calificación de las situaciones de vulneración de derechos. Las Direcciones Regionales del Servicio y las Oficinas de Protección de Derechos del niño, niña o adolescente recibirán las denuncias o solicitudes formuladas a favor de los mismos.





Recibida una denuncia o solicitud de intervención o tomado conocimiento de una situación de vulneración de derechos, las Oficinas de Protección de Derechos y las Direcciones Regionales, por sí o con la colaboración de proyectos especializados, calificarán el caso con el objeto de orientar su actuación.





La calificación deberá realizarse en el menor plazo posible y preferentemente de manera ambulatoria. Con todo, si para realizar la calificación a que se refiere el presente artículo fuere indispensable la separación del niño de su medio familiar, deberá solicitarse una medida cautelar a su favor ante el Juzgado de Familia competente.





Artículo 15.- Acciones posteriores a la calificación. Una vez realizada la calificación o cuando ella no fuere necesaria por existir antecedentes suficientes, el Servicio, directamente o a través de sus colaboradores acreditados, prestará orientación y asistencia, propiciará acuerdos con los padres o quienes tengan el cuidado personal del niño, niña o adolescente para su ingreso a un proyecto, se coordinará con diversos actores tanto del ámbito público como privado para potenciar los recursos disponibles y, en general, realizará todas las acciones que estime pertinentes, de conformidad a sus atribuciones legales, con el objeto de superar la situación de vulneración de derechos.





Para el ingreso de un niño, niña o adolescente a la oferta programática no residencial se requerirá de la voluntad de los padres o personas que tienen legalmente su cuidado, sin perjuicio de lo cual la opinión de aquellos será escuchada y considerada, en función de su edad y madurez.





Cuando no concurra la voluntad de las personas indicadas en el inciso precedente o el caso así lo amerite, el Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia recurrirá a los Juzgados de Familia a fin que se adopte la medida de protección pertinente. Éstos podrán adoptar todas aquellas contempladas en los artículos 71 de la ley N° 19.968 y 34 y 35 de esta ley. Del mismo modo, deberá solicitar la intervención judicial cuando se trate de materias de su exclusiva competencia.





Artículo 16.- Registro. El Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia deberá llevar un registro de las acciones, intervenciones, derivaciones y egresos de los casos de los que tome conocimiento de acuerdo a los artículos anteriores. Los colaboradores acreditados que participen de dichas intervenciones deberán proporcionar la información respectiva al registro.





El registro del Servicio y los que pudieren desarrollar los colaboradores acreditados se someterán a lo dispuesto en la ley Nº 19.628, sobre protección de datos de carácter personal.

TÍTULO IV

ACCIONES DE PROTECCIÓN ESPECIAL ANTE LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA

PÁRRAFO I

DE LA ACCIÓN ESPECIAL DE PROTECCIÓN DE DERECHOS DE LA INFANCIA Y ADOLESCENCIA





Artículo 17.- Acción especial de protección de derechos. Todo niño, niña o adolescente o cualquiera a su nombre, podrá solicitar la protección de los Juzgados de Familia cuando por causa de actos u omisiones arbitrarios o ilegales sufra privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de alguno de los derechos o garantías contemplados en el artículo 20 de la Constitución Política de la República.





Esta acción no procederá en aquellos casos relativos a las materias a que se refiere el artículo 8° de la Ley Nº 19.968.





Artículo 18.- Legitimación activa. Se aplicará a esta acción lo dispuesto en los artículos 18 y 19 de la Ley Nº 19.968.





Artículo 19.- Tribunal competente y plazo. La acción a que alude el presente párrafo deberá interponerse ante el Juzgado de Familia en cuya jurisdicción se hubiere cometido el acto o incurrido en la omisión arbitraria o ilegal que ocasione privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de los derechos del niño, niña o adolescente, dentro del plazo fatal de 15 días corridos contados desde la ejecución del acto o la ocurrencia de la omisión, o, según la naturaleza de éstos, desde que se haya tenido noticias o conocimiento cierto de los mismos, lo que se hará constar en el proceso.





Artículo 20.- Interposición. La acción especial de protección se interpondrá por escrito, por cualquier medio, sin formalidad alguna, pudiendo incluso presentarse verbalmente, en cuyo caso se levantará el acta respectiva.





En la acción deberá constar el nombre completo y el domicilio del solicitante; la persona a favor de quien se interpone, con su nombre, apellido y domicilio si se conociere; la identificación de la persona o entidad que ha incurrido en la acción u omisión, si fuere posible; la relación de los hechos que motivan la acción y los fundamentos jurídicos en que ésta se apoya, y las peticiones concretas que se formulan al Tribunal.





Además, el actor acompañará a la solicitud, si procediere, los antecedentes pertinentes, individualizará aquellos de los cuales tiene conocimiento pero no dispone, con la indicación de la persona o lugar en que se encuentran, y podrá solicitar el ejercicio de las facultades previstas en el artículo 22 de la ley N° 19.968.





Artículo 21.- Admisibilidad. Presentada la acción, el Tribunal examinará si ha sido interpuesta en tiempo y si tiene fundamentos suficientes para acogerla a tramitación. Si su presentación ha sido extemporánea, adolece de manifiesta falta de fundamento o se refiere a materias previstas el artículo 8° de la ley Nº 19.869, la declarará inadmisible desde luego por resolución someramente fundada, la que no será susceptible de recurso alguno, salvo el de reposición ante el mismo Tribunal, el que deberá interponerse dentro de tercero día.





Artículo 22.- Error u omisión. Cuando se haya omitido alguno de los antecedentes señalados en el inciso segundo del artículo 20 o se haya incurrido en un error manifiesto respecto a ellos, el Tribunal los subsanará de oficio. De no ser posible, ordenará subsanar dichos errores u omisiones dentro de un término no inferior a cinco ni superior de diez días, siempre que sean imprescindibles para su conocimiento y resolución.





Vencido el plazo indicado en el inciso anterior sin haberse subsanado, el Tribunal declarará inadmisible la acción de plano.





Artículo 23.- Acumulación de autos. Si respecto de un mismo acto u omisión se dedujeren dos o más acciones, aún por distintos niños, niñas o adolescentes afectados, se acumularán todas las acciones en el Juzgado de Familia al que hubiere ingresado la primera de ellas, para ser resueltas en una misma sentencia.





Artículo 24.- Conocimiento preferente. La acción especial de protección se substanciará en forma preferente a cualquier otro asunto, con excepción de las medidas que se adopten en el ejercicio de la potestad a que alude el Párrafo II del presente Título.





Artículo 25.- Potestad cautelar. Para el ejercicio de la potestad cautelar será aplicable lo dispuesto en el artículo 22 de la ley N° 19.968.





Artículo 26.- Informe. Cuando se admitiere a tramitación la acción especial de protección, el Tribunal ordenará que informen, por la vía que estime más rápida y efectiva, la persona o personas, funcionarios o autoridad que según la acción o en concepto del Tribunal, sean los causantes del acto u omisión arbitraria o ilegal que haya podido producir privación, perturbación o amenaza del libre ejercicio de los derechos que se solicita proteger, fijando un plazo breve y perentorio para emitir el informe y señalando que conjuntamente con éste, el obligado a evacuarlo remitirá todos los antecedentes que existan en su poder sobre el motivo de la acción.





La referida solicitud y el informe requerido deberán despacharse por escrito, por el medio más rápido posible.





Si el informe no fuere evacuado dentro del plazo determinado, se resolverá la acción sin más trámite, salvo que el Tribunal estime conveniente y necesario practicar alguna medida para mejor resolver, la que deberá cumplirse en un plazo no superior a cinco días.





Artículo 27.- Facultad de hacerse parte. La autoridad, funcionario o persona requerida para informar, junto con presentar su informe y acompañar los antecedentes solicitados, podrá hacerse parte en el proceso.





Cualquier otra persona que tenga un interés legítimo en el resultado de la acción, podrá hacerse parte hasta antes del vencimiento del plazo para presentar el informe.





Artículo 28.- Audiencia. Si del o los informes evacuados el Tribunal pudiere concluir la efectividad de la amenaza, privación o perturbación del derecho reclamado en los términos dispuestos en el artículo 17 y no se hubiere planteado controversia en los hechos o el derecho, acogerá la acción especial de protección de derechos, en cuyo caso procederá conforme los artículos siguientes.





En caso contrario, dictará una resolución citando a las partes a audiencia, la que deberá realizarse en el más breve plazo posible, y a la que éstas deberán concurrir con todos sus medios de prueba.





La audiencia tendrá por objeto oír a las partes, recibir antecedentes adicionales y resolver la acción. Se llevará a efecto en un solo acto, pudiendo prorrogarse en sesiones sucesivas si fuere necesario.





Artículo 29.- Facultades del Tribunal que acoge la solicitud de protección. Si el Tribunal accede a la solicitud, podrá adoptar todas las medidas que juzgue necesarias para asegurar la debida protección del afectado.





Artículo 30.- Sanciones por incumplimiento de la resolución judicial. Si la persona, el funcionario o el representante o jefe del órgano del Estado, tenga éste la calidad de titular, interino, suplente o subrogante o cualquiera otra, no evacuare los informes o no diere cumplimiento a las diligencias, resoluciones o sentencias dentro de los plazos que el Juez determine conforme a lo establecido en los artículos precedentes, podrá imponer al renuente, oyéndolo o en su rebeldía, alguna o algunas de las siguientes medidas:





a) Amonestación privada;





b) Censura por escrito;





c) Multa a beneficio fiscal que no sea inferior a una ni exceda de cinco unidades tributarias mensuales, y





d) Suspensión de funciones hasta por cuatro meses, tiempo en el cual el funcionario gozará de medio sueldo. Todo ello además de la responsabilidad penal en que pudieren incurrir dichas personas.





Artículo 31.- Supletoriedad. En todo lo no regulado por este párrafo, serán aplicables las disposiciones contenidas en el Título III de la ley Nº 19.968.

PÁRRAFO II

DE LA APLICACIÓN JUDICIAL DE MEDIDAS DE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS, NIÑAS O ADOLESCENTES





Artículo 32.- Procedencia. Las medidas de protección a favor de un niño, niña o adolescente procederán cuando concurra alguna de las causales señaladas en el artículo siguiente, en conformidad a lo previsto en el párrafo I del Título IV de la ley Nº 19.968, que crea los Juzgados de Familia.





Artículo 33.- Causales. Las medidas contempladas en este párrafo se adoptarán ante situaciones de vulneración de los derechos del niño, niña y adolescente causadas por:





a) Ausencia de los padres o las personas responsables de su cuidado personal;





b) Incapacidad o imposibilidad, transitoria o permanente, de los padres o de las personas responsables para ejercer su cuidado personal, en lo que se refiere al ejercicio de sus derechos, deberes y obligaciones;





c) Incumplimiento voluntario o negligente de las obligaciones de protección de padres o personas responsables de su cuidado personal, cuando ello comprometa su vida, integridad física o psíquica;





d) Ser víctima de maltrato, abuso o explotación sexual, y





e) La necesidad urgente de proporcionarle atención de salud para proteger su vida e integridad física, en caso de adicciones extremas.





Artículo 34.- Medidas de protección. Concluido el procedimiento respectivo, el Juez podrá adoptar, mediante resolución fundada, las siguientes medidas de protección o alguna de las contempladas en la ley N° 19.968, sobre Tribunales de Familia, a favor de los niños, niñas o adolescentes:





a) Mantenerlo bajo el cuidado de sus padres, guardadores o personas a cuyo cargo estuviere, instándolos a tener una mayor preocupación sobre la conducta del niño o adolescente y advirtiéndoles que la reiteración de hechos que pongan en peligro la vida, integridad física o psíquica del propio niño, niña o adolescente o de terceros o los bienes de éstos podría motivar la aplicación de medidas más severas;





b) Asistencia a programas o servicios de apoyo, orientación, intervención o reparación ofrecidos por entidades públicas o privadas;





c) Tratamiento médico, psiquiátrico o psicológico;





d) Confiarlo al cuidado de un familiar o de un tercero;





e) Ingreso a programa de familias de acogida, y





f) Ingreso a un centro residencial.





El Juez podrá decretar una o varias de las medidas establecidas en el presente artículo. Para resolver, se deberá tomar en cuenta la gravedad de los hechos que ameriten su aplicación, el grado de autonomía y capacidad del niño, niña o adolescente, la presencia de redes de apoyo y la posibilidad del adecuado ejercicio de los roles protectores por parte de los adultos responsables de su cuidado.





Estas medidas deberán decretarse por un plazo determinado, no superior a un año, y podrán renovarse por períodos iguales, mediante resolución fundada, sin perjuicio de las normas especiales contenidas en este párrafo. En todo caso, el Tribunal escuchará, en cualquier tiempo, al niño, niña o adolescente, a sus padres y a quienes sean responsables de la ejecución de la medida y podrá suspender, modificar o dejar sin efecto tal medida conforme a las reglas de los incidentes.





El Tribunal, las instituciones y centros o programas encargados de dar cumplimiento a la medida decretada deberán informar al niño, niña o adolescente a lo menos acerca de la naturaleza y extensión de la medida tomada a su respecto.





El Tribunal sólo podrá aplicar a un niño, niña o adolescente una medida de internamiento obligatorio en un establecimiento hospitalario, psiquiátrico o de tratamiento especializado de rehabilitación de la adicción a las drogas, al alcohol u otras de igual gravedad, según corresponda, en la medida que se requiera de los servicios que éstos ofrecen y ello sea indispensable frente a una amenaza a su vida o salud. Esta medida se impondrá sólo por el plazo estrictamente necesario para superar la situación de amenaza y no podrá exceder de 90 días. Concluido este plazo, la medida podrá prorrogarse, incidentalmente, por resolución fundada.





Artículo 35.- Medidas aplicables a los padres o personas a cargo del cuidado personal. El Juez podrá adoptar las siguientes medidas respecto de los padres, personas responsables del cuidado del niño, niña o adolescente o que convivan con él:





a) Asistencia a programas o servicios ambulatorios de apoyo u orientación ofrecidos o financiados por organismos públicos o privados;





b) Tratamiento médico, psiquiátrico o psicológico;





c) Obligación de matricular al niño, niña o adolescente en un establecimiento educacional y velar por su asistencia;





d) Obligación de impedir que el menor realice trabajos prohibidos por la ley y de precaver cualquier explotación laboral por terceros;





e) Prohibición de mantener relaciones directas o regulares con el niño, niña o adolescente por tiempo determinado, y





f) Expulsión del agresor o agresora de la vivienda común en casos de maltrato grave, abuso o explotación sexual.





Dichas medidas deberán decretarse por un plazo determinado, que no podrá exceder de un año, que podrá renovarse por períodos iguales mediante resolución fundada pronunciada en procedimiento incidental. El Tribunal podrá decretar una o más de ellas simultáneamente y en conjunto con las previstas en el artículo anterior.





En el caso de las medidas establecidas en las letras a) y b) precedentes, se deberá contar con el consentimiento del afectado. De no contar con este consentimiento, el Juez podrá decretar todas las medidas contempladas en la ley.





Artículo 36.- Confiar el cuidado a un familiar o tercero. Confiar el cuidado a un familiar o tercero es aquella medida de protección transitoria decretada por el Juez, que consiste en la entrega del cuidado de un niño, niña o adolescente con el objeto de procurarle un núcleo de convivencia familiar.





Procederá la entrega del cuidado transitorio siempre que la causal que lo justifique sea temporal o cuando de los antecedentes del proceso se concluya que el niño, niña o adolescente podrá retornar, una vez vencido el plazo decretado por el Tribunal, a su entorno familiar.





El Tribunal también podrá confiar este cuidado a personas que no tengan un vínculo de parentesco con el niño, niña o adolescente, con las que éstos tengan una relación de afecto y confianza. En este caso, el Tribunal siempre deberá requerir una evaluación especializada del niño, niña o adolescente y de las personas que soliciten o se propongan para asumir su cuidado.





El Tribunal podrá renovar esta medida por una sola vez y hasta por un año, cuando las circunstancias que dieron lugar a ésta se mantengan.





Cuando hubieren transcurrido los plazos anteriores y no fuere posible que el niño, niña o adolescente vuelva al cuidado de sus padres, el Tribunal podrá adoptar, de acuerdo al procedimiento especial para la aplicación judicial de medidas de protección dispuestas para los niños, niñas y adolescentes en la ley N° 19.968, sobre Tribunales de Familia, una medida de entrega de cuidado personal indefinido, que dará a las personas a quienes se haya entregado el cuidado del niño, las facultades del cuidado personal a que se refiere el Código Civil.





Tratándose del cuidado personal con fines adoptivos, sólo procederá en conformidad a lo dispuesto en el artículo 19 de la ley Nº 19.620 y bajo ninguna circunstancia podrá decretarse en el ámbito proteccional.





Artículo 37.- Ingreso a programa de familias de acogida. El ingreso a un programa de familias de acogida es aquella medida de protección transitoria decretada por el Juez, que consiste en la entrega del cuidado de un niño, niña o adolescente a un programa desarrollado por el Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia o a través de los organismos acreditados ante él, que proporcionará a éste un núcleo de convivencia familiar.





Renovada la medida por dos períodos y siempre que la situación que motivó a decretarla no hubiere sido superada, el Tribunal podrá mantenerla y renovarla cada vez, en lo sucesivo, hasta por dos años.





El Director del programa o el Tribunal, si aquél no lo hubiere informado, deberá comunicar a la Dirección Regional respectiva del Servicio la medida decretada cuando se hubieren cumplido los plazos y configurado las causales establecidas en los numerales 1 y 2 del artículo 12 de la ley Nº 19.620, para que se inicien los procedimientos que correspondan, sin perjuicio de lo prescrito en el artículo 13 de la misma ley.





Artículo 38.- Ingreso a centro residencial. La medida de ingreso a un centro residencial es aquella consistente en el ingreso y permanencia de un niño, niña o adolescente en los establecimientos calificados como tales por el Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia, que procederá como medida de último recurso y cuando su cuidado no pueda ser confiado a un familiar.





Al adoptar esta medida, siempre se deberá privilegiar el derecho del niño, niña o adolescente a vivir en una residencia cercana a su familia y comunidad, salvo su interés superior.





Para decretar la renovación de esta medida y sin perjuicio de la obligación de informar periódicamente que deberán cumplir los establecimientos residenciales, el Tribunal llamará a una audiencia de seguimiento de la misma. A dicha audiencia deberán concurrir los padres, si fueren habidos, y el director del establecimiento o quien éste designe. El niño, niña o adolescente siempre deberá ser oído, en la misma audiencia, por separado, y su opinión será considerada en función de su edad y madurez.





En el caso que la medida hubiere sido ya renovada por dos períodos, la audiencia de seguimiento se podrá realizar en lo sucesivo cada dos años.





El Director del Centro Residencial o el Tribunal, si aquél no lo hubiere informado, deberá comunicar a la respectiva Dirección Regional del Servicio la medida decretada cuando se hubieren cumplido los plazos y configurado las causales establecidas en los números 1 y 2 del artículo 12 de la ley Nº 19.620.





Artículo 39.- Derechos y obligaciones de los padres. Cuando se decreten las medidas contempladas en las letras d), e) y f) del artículo 34, los padres siempre conservarán el derecho y el deber establecido en el artículo 229 del Código Civil, salvo que en la misma resolución se hubiere adoptado expresamente alguna de las medidas previstas en las letras e) y f) del artículo 35. En todo caso, siempre conservará el deber de contribuir a los gastos de educación, crianza y establecimiento de sus hijos e hijas.





Artículo 40.- Rol del Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia en la protección jurisdiccional de derechos. En este ámbito, al Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia le corresponderá el cumplimiento de las resoluciones judiciales que disponen la aplicación de medidas de protección en alguno de los proyectos de su red de organismos acreditados y la obligación de mantener a disposición de los tribunales la información actualizada acerca de la oferta de atención existente en las distintas jurisdicciones del país.

TÍTULO V

ACTUACIÓN DE LA POLICÍA EN EL ÁMBITO DE LA PROTECCIÓN DE DERECHOS





Artículo 41.- Asistencia inmediata a víctimas de delitos o frente a vulneraciones de derechos. Carabineros de Chile deberá otorgar en forma inmediata la asistencia que requiera todo niño, niña o adolescente víctima de una falta, crimen o simple delito, o que esté expuesto a una vulneración de sus derechos o a una amenaza de la misma.





La acción de Carabineros se orientará a repeler el delito y poner fin a la vulneración de sus derechos, otorgándole para estos fines la asistencia indispensable.





Para ello, deberá otorgar protección inmediata a un niño, niña o adolescente que se encuentre en situación de peligro grave, directo e inminente para su vida o integridad física, para lo cual podrá ingresar a un lugar cerrado y retirar al niño, niña o adolescente, debiendo en todo caso poner de inmediato los hechos en conocimiento del Juez de Familia o del Fiscal del Ministerio Público, según corresponda. En lo demás, procederá de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente.





En casos de urgencia, deberá conducir al niño, niña o adolescente a un centro de salud para que reciba la atención médica correspondiente.





Del mismo modo, Carabineros deberá denunciar ante el Juez de Familia correspondiente el que una niña, un niño o adolescente no esté matriculado en un establecimiento educacional o el que haya sido sorprendido realizando trabajos prohibidos o indebidos por orden y en beneficio de terceros.





Artículo 42.- Obligación de entregar al niño, niña o adolescente a sus padres. Una vez repelido el delito o superada la vulneración de derechos, el niño o niña será entregado en forma directa e inmediata a cualquiera de sus padres o a la persona responsable de su cuidado personal.





Tratándose de adolescentes, Carabineros procederá de conformidad al inciso anterior cuando éstos se encuentren en una situación de peligro grave, directo e inminente para su vida o integridad física. En los demás casos, éstos podrán solicitar a Carabineros asistencia para reunirse con sus padres o con quienes tienen su cuidado personal. En ambos casos, Carabineros deberá informar a los padres o personas responsables de su cuidado personal de las actuaciones realizadas al efecto.





Respecto de un niño, niña o adolescente  perdido sobre el cual hubiere una solicitud de búsqueda vigente, a consecuencia de su desaparición, Carabineros procederá conforme a lo dispuesto en el presente Título, informando al Tribunal que hubiere formulado la solicitud o al Ministerio Público, en su caso.





Artículo 43.- Excepciones a la obligación de entrega a los padres. En los casos en que los padres o la persona responsable hayan sido los causantes directos de la vulneración o amenaza o hayan sido imputados por su supuesta participación en el crimen, simple delito o falta de que fue víctima el niño, niña o adolescente, y, en general, cuando por otras circunstancias no sea posible o conveniente entregarlo directamente a esas personas, Carabineros lo pondrá bajo la responsabilidad del tribunal competente.





Si el procedimiento se adoptare fuera del horario de funcionamiento de los tribunales, Carabineros podrá conducir al niño, niña o adolescente a los establecimientos que, para estos efectos, determine el Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia por resolución de su Director Nacional, e informará de los hechos a primera audiencia al Juzgado de Familia y de inmediato al Ministerio Público, si procediere.





En todo caso, el director de un establecimiento de los que alude el inciso anterior, podrá entregar directamente al niño, niña o adolescente a sus padres o personas responsables de su cuidado personal, siempre que no hayan sido los causantes directos de la vulneración o amenaza, o imputados por su supuesta participación en el crimen, simple delito o falta de que se trate. Verificada la entrega, informará al Juzgado de Familia competente.





Artículo 44.- Conducción y permanencia en unidades policiales. En el cumplimiento de las funciones establecidas en los artículos anteriores, Carabineros podrá conducir al niño, niña o adolescente a la unidad policial correspondiente. En ningún caso dicho traslado se efectuará en condiciones similares a las de una persona detenida.





El tiempo de permanencia en dichas unidades será el menor posible, exceptuándose de esta limitación aquellas unidades especializadas y habilitadas para la atención residencial de niños, niñas o adolescentes y, en todo caso, hasta que sea posible la entrega a sus padres o responsables de su cuidado, al tribunal competente o al establecimiento a que alude el inciso segundo del artículo anterior, según corresponda.





En ningún caso los niños, niñas o adolescentes conducidos a las unidades policiales podrán permanecer en las mismas dependencias o tomar contacto con detenidos.




Artículo 45.- Respeto por la dignidad e intimidad en el cumplimiento de sus obligaciones. En el cumplimiento de sus obligaciones, Carabineros actuará respetando la intimidad y dignidad de los niños, niñas y adolescentes, privilegiando la intervención de funcionarios o profesionales capacitados para la atención de los mismos.





Artículo 46.- Policía de Investigaciones de Chile. Las disposiciones del presente título serán aplicables a la Policía de Investigaciones de Chile.

TÍTULO VI

MALTRATO DE NIÑOS, NIÑAS O ADOLESCENTES, FUERA DEL ÁMBITO FAMILIAR




Artículo 47.- Maltrato. Todo maltrato que afecte a un niño, niña o adolescente, que no sea constitutivo de delito, cometido por una persona que no tenga respecto del ofendido alguna de las calidades señaladas por el artículo 1° de la ley Nº 19.325, será sancionado con alguna de las siguientes medidas:





a) Multa, a beneficio municipal, del equivalente de uno a diez días de ingreso diario del condenado calculado en la forma señalada en el artículo 4º de esa ley; y





b) Realización de trabajos en beneficio de la comunidad con acuerdo del ofensor. La resolución que aplique esta sanción deberá señalar expresamente el tipo de trabajo, el lugar donde deba realizarse, su duración y la persona o institución encargada de controlar su cumplimiento. En caso de incumplimiento de la sanción en la forma dispuesta por la sentencia, se dejará sin efecto la medida decretada debiendo imponerse en su lugar el máximo de la multa señalada en la letra anterior.





Artículo 48.- Competencia. Conocerá de la materia señalada en el artículo anterior el Juzgado de Familia del territorio jurisdiccional en que tenga residencia o domicilio el afectado.

TÍTULO VII

DISPOSICIONES VARIAS





Artículo 49.- Modificaciones al Código Civil. Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Civil:





1) Agrégase al artículo 226 el siguiente inciso, nuevo:





“Para los efectos de este artículo, se entenderá que uno o ambos padres se encuentran inhabilitados física o moralmente cuando:





1° Sufrieren de alguna discapacidad mental grave, judicialmente declarada.





2° Padecieren de consumo dependiente de drogas o alcohol, circunstancia diagnosticada por, a lo menos, dos facultativos.





3° Hubieren sido condenados por secuestro o abandono de menores.





4° Maltrataren al hijo vulnerando gravemente su derecho a la vida, integridad física o psíquica.





5° Incumplieren sus obligaciones de protección, cuando con ello comprometan gravemente su integridad física o psíquica o su vida.”.





2) Derógase el artículo 234.





3) Reemplázase el artículo 240 por el siguiente:





"Artículo 240. Si el hijo abandonado por sus padres hubiere sido alimentado y criado por otra persona y quisieren éstos recuperar el cuidado personal, deberán ser autorizados por el juez para hacerlo, el que en su resolución determinará la forma y plazo en que se producirá la entrega.





La persona que lo hubiere alimentado o criado podrá solicitar al juez, en el mismo procedimiento, la tasación y reintegro de los gastos de crianza y educación en que hubiere incurrido. El no pago de dichos gastos, en ningún caso, impedirá la entrega del niño a sus padres.





El solo hecho de haber confiado el cuidado del menor de edad a terceros no constituye abandono para los efectos de lo dispuesto en este artículo.”.





4) Incorpórase el siguiente artículo 274:





"Artículo 274. La pérdida o suspensión del ejercicio de la patria potestad deja subsistente la obligación de los padres de contribuir a los gastos de educación, crianza y establecimiento de sus hijos.".





Artículo 50.- Modificaciones al Decreto Ley N° 2.465, de 1979, Ley Orgánica del Servicio Nacional de Menores. Introdúcense las siguientes modificaciones al Decreto Ley N° 2.465, de 1979, Ley Orgánica del Servicio Nacional de Menores:





1) Sustitúyese la denominación del Servicio creado por esta ley de “Servicio Nacional de Menores” a “Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia”.





Todas las referencias efectuadas por otras leyes y reglamentos al Servicio Nacional de Menores, deberán ser entendidas al Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia.





2) Incorpórase al artículo 22 un inciso segundo nuevo del siguiente tenor:





"Asimismo, serán consideradas como establecimientos de beneficencia para los efectos del artículo 1056 del Código Civil.”.





Artículo 51.- Modificación a la ley N° 14.908, sobre de abandono de familia y pago de pensiones alimenticias. Agrégase el siguiente artículo 16 nuevo a la ley Nº 14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias:





"Artículo 16. El juez podrá ordenar, durante la tramitación del juicio de alimentos y sujeto a las disposiciones anteriores, que el padre, madre o la persona obligada a proporcionar alimentos al menor de edad, pague la respectiva pensión al centro, establecimiento o persona que lo tenga a su cargo, la que se destinará íntegra y directamente al menor de edad.





Si los menores de edad que se encontraren en la situación descrita en el inciso anterior tuvieren bienes propios, su representante legal deberá destinar, de las rentas provenientes de dichos bienes, las cantidades que sean necesarias para su cuidado y educación, de acuerdo con el monto y plazo fijados por el juez.”.





Artículo 52.- Derógase la ley N° 16.618, de Menores.”.

- - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 14 y 22 de junio, 5 de julio, 19 de octubre, 9 de noviembre y 21 de diciembre de 2005, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), (Baldo Prokurica Prokurica), Marcos Aburto Ochoa (Enrique Silva Cimma), Andrés Chadwick Piñera, José Antonio Viera-Gallo Quesney y Andrés Zaldívar Larraín (Mariano Ruiz-Esquide Jara).


Sala de la Comisión, a 26 de diciembre de 2005.

(Fdo.):NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ,

Secretario.
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INFORME DE LAS COMISIONES DE ECONOMÍA Y DE AGRICULTURA, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE MECANISMOS DE PROTECCIÓN Y DE EVALUACIÓN DE EFECTOS PRODUCIDOS POR DETERIORO DE CAPA DE OZONO

(2725-12)

HONORABLE SENADO:





Vuestras Comisiones de Economía y de Agricultura, unidas, tienen el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia.


Cabe dejar constancia que el Presidente de la República, hizo presente urgencia para el despacho del proyecto que nos ocupa, en el carácter de “suma”.





A una o más sesiones en que se consideró esta iniciativa asistieron, además de sus integrantes, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff V, y el Honorable Senador señor Antonio Horvath K.




Asimismo asistieron, especialmente invitados por las Comisiones unidas, las siguientes personas: del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Director de la División de  Relaciones Políticas e Institucionales, señor Patricio Rosende; de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, la Directora Ejecutiva, doña Paulina Saball, el Fiscal, don Eduardo Correa M, y la Coordinadora del Proyecto Ozono, doña Anita Zuñiga; y del Servicio Nacional de Aduanas, el Jefe del Departamento de Inteligencia Aduanera, señor Domingo Herrera y el Analista Encargado Medio Ambiente, señor Luis Zárate.





Finalmente, también asistieron invitados por las Comisiones unidas, el señor Miguel Canala Echeverría, Gerente General de la Asociación de Exportadores de Chile (Asoex); el señor Juan Carlos Sepúlveda, Gerente General de la Federación de Exportadores de Fruta (Fedefruta); el señor Alejandro Cifuentes, Presidente de Hortalizas Chile (Hortach); el señor Mario Garcés Larenas, Gerente de Producción de Comfrut  S.A.;  y   el   señor  Jaime Maruri  y  la  señora  Dominique  Legarra, 

Gerente General y Gerente de Administración y Finanzas, respectivamente, de Agrícola Llahuen Ltda. 

- - -





Cabe señalar que el artículo 24 del proyecto requiere para su aprobación del quórum de ley orgánica constitucional, en conformidad a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

- - -





Se hace presente que el referido proyecto fue informado, en este tercer trámite constitucional, por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, y que, posteriormente, con fecha 16 de agosto de 2005, la Sala del Senado acordó que las modificaciones que introdujo la Honorable Cámara de Diputados también fueran estudiadas por las Comisiones de Economía y de Agricultura, unidas. 





En relación a las enmiendas que introdujo la Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al proyecto en estudio, el informe de estas Comisiones unidas hace suya la relación de las mismas vertida en el informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, y se remite a ella.

- - -





La Comisión inició el debate oyendo al Honorable Senador señor Horvath, quien señaló que el proyecto en estudio tuvo su origen en una iniciativa parlamentaria de la cual es uno de sus autores, presentada hace ya bastantes años, y que tenía por objeto informar y prevenir a la comunidad respecto de la radiación ultravioleta, en su sección B, producto del deterioro de la capa de ozono.


Según expresó, la iniciativa parlamentaria no ha sufrido modificaciones en relación a esa estructura. Las modificaciones que se incorporaron en la Honorable Cámara de Diputados, a través de una indicación sustitutiva presentada por el Gobierno, se refieren, entre otros aspectos, a especificar los servicios públicos competentes en esta materia, lo que es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, y lo que atañe al cumplimiento del Protocolo de Montreal, del cual nuestro país es parte, y que constituye un conjunto de compromisos que adoptan los países a nivel mundial para reducir las sustancias que están deteriorando la capa de ozono. Chile, prosiguió, es un país víctima en este sentido, pues si bien las mayores liberaciones de estas sustancias se producen por otros países, a raíz de la distribución de éstas en la atmósfera, sus consecuencias afectan fundamentalmente al cono sur.


En cuanto a la tramitación de este proyecto, la que ha sido reparada por algunos Honorables Senadores, precisó que la indicación sustitutiva presentada por el Ejecutivo fue ampliamente consensuada con los integrantes de la Comisión de Medio Ambiente del Senado, quienes incluso concurrieron al debate que se verificó en la Cámara de Diputados. La referida indicación, continuó, no fue presentada en el Senado, en primer trámite constitucional, fundamentalmente por un problema de plazos, no obstante existir amplio consenso a su respecto. 


En referencia a lo que serían materias propias de estas Comisiones unidas, indicó que algunas cláusulas del proyecto se refieren a ciertas sustancias que son deterioradoras de la capa de ozono, utilizadas en la agricultura, como es el caso del bromuro de metilo. Respecto a ellas, se establece el cumplimiento del Protocolo de Montreal, pero con una suerte de gradualidad y flexibilidad, con el fin de no afectar a las actividades agrícolas en su aspecto económico y social, intentando compatibilizar estos dos aspectos. Destacó que al ser firmantes del Protocolo de Montreal, y contar con una legislación interna que regule la materia, resulta posible contar con asistencia técnica y económica para aplicar la gradualidad, a través del Fondo Multilateral, por lo que resulta beneficioso.


Finalizada la intervención del Honorable Senador señor Horvath, hizo uso de la palabra el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, quien señaló que la iniciativa legal en comento tiene por objeto dar cumplimiento a un compromiso internacional que el país contrajo, iniciativa que fue aprobada por unanimidad  en la Cámara de Diputados. Más aún, precisó que no se trata sólo de la formalidad de cumplir un compromiso internacional, sino que, atendido que Chile y la salud de nuestra población son particularmente afectados por los efectos de la destrucción de la capa de ozono, no sólo resulta muy difícil incumplir un compromiso internacional, sino que cabe llamar a otros países a dar cumplimiento al mismo.


Por otra parte, adhirió a lo señalado por el Honorable Senador señor  Horvath, en términos de que en el proyecto no se introduce una nueva prohibición, del modo que se observó en la Sala el Senado, sino que, básicamente, se establecen los mecanismos que permitirían hacernos cargo de la regulación de un aspecto que de cualquier modo es necesario tratar, por las referidas exigencias y compromisos internacionales. Destacó que esta materia resulta esencial desde el punto de vista de nuestros juicios internacionales.


Luego los Honorables Senadores integrantes de las Comisiones unidas formularon sus consultas, opiniones y comentarios respecto del proyecto en discusión.


Así, el Honorable Senador señor Coloma planteó, en el seno de la Comisión, uno de los temas que fue objeto de debate en la Sala del Senado, esto es, el de los criterios de distribución de los volúmenes de importación y exportación, lo que estimó un tema muy importante, al generarse estas restricciones y quedar entregada su regulación al reglamento, para efectos del cumplimiento de esa normativa que, básicamente, se refiere al articulo 5º y siguientes. Con ello hay, en su entender, un riesgo de volver a un tipo de práctica que no le ha hecho bien al país, respecto de que sólo algunos puedan acceder a cuotas del mercado, pues ni siquiera está definido en la ley, como lo planteó en la Sala la Honorable Senadora señora Matthei.





Asimismo, en su opinión, las modificaciones introducidas al proyecto en la Cámara de Diputados son muy relevantes, y lo fueron en virtud de una indicación sustitutiva del Gobierno, lo que no le parece adecuado desde el punto de vista de la técnica legislativa, pues el Senado sólo debe aprobar o no estas modificaciones, sin permitir un debate que pudiera conducir al mejoramiento del proyecto, ante lo cual el señor Ministro reiteró que las indicaciones del Ejecutivo fueron ampliamente consensuadas con los autores de la moción.





El Honorable Senador señor Gazmuri planteó que el proyecto establece, por una parte, sustancias controladas,  que son las  que define el Protocolo de Montreal, y, por otra, una categoría de “productos controlados”, que son los que estarían sujetos, en su entender, a una disminución hasta su desaparecimiento. Consultó respecto a la existencia de tecnologías para que estos productos controlados funcionen sin las sustancias controladas, y si esas alternativas son más caras o no. Hay un tema económico de por medio, señaló, y cabría analizar qué impacto tiene la aplicación del Protocolo en la disponibilidad y los precios de estos productos que se declaran controlados.


Respecto al bromuro de metilo, consultó si hay algún producto alternativo que lo sustituya. 


El Honorable Senador señor Moreno intervino a continuación, y manifestó, del modo que lo hizo el Honorable Senador señor Coloma, sus reparos a la técnica legislativa utilizada, en orden a que el Senado sólo se puede pronunciar afirmativa o negativamente respecto del proyecto, sustituido en su integridad en la Cámara de Diputados mediante una indicación de Su Excelencia el Presidente de la República. No obstante lo anterior, estimó que la estructura del proyecto contenida en dicha indicación resulta más adecuada, por lo que anunció su voluntad de aprobarlo.


El Honorable Senador señor Cariola consultó si existe alguna otra sustancia relacionada con la Agricultura que se vea afectada por esta reducción gradual que se contempla.





El señor Ministro Secretario General de la Presidencia, en respuesta a la consulta relativa a los posibles sustitutos de las sustancias cuya importación se restringe, señaló que, en general, la economía del medio ambiente se ha transformado en una alternativa que permite posibilidades y se han ido encontrando sustitutos, no solamente desde el punto de vista de aquellos químicos que afectan la agricultura, sino muchos otros que intervienen la atmósfera y que son parte de una discusión difundida ampliamente en el último tiempo, con los casos ambientalmente conocidos como selko y noil. Hoy día, continuó, las tecnologías están, las tecnologías más económicas existen y el propio mercado se ha encargado de ir generando estas alternativas, sin perjuicio de un natural período de transición que se produce.





En relación al mismo tema, el Fiscal de la Comisión Nacional del Medio Ambiente agregó que, efectivamente, existen en el mercado alternativas disponibles para la inmensa mayoría de las sustancias que están reguladas en el Protocolo de Montreal. Aún más, destacó que el Protocolo de Montreal es un Acuerdo Internacional Ambiental de segunda generación, junto con el Protocolo de Kyoto, y esto implica que es un acuerdo que, al tiempo de imponer normas, también tiene asociado un sistema de financiamiento de proyectos que permite cumplir con las disposiciones establecidas en el mismo. 


A continuación, el señor Correa entregó su visión de la iniciativa en discusión. Respecto del mecanismo que establece el proyecto de ley, reiteró que este solamente permite cumplir con una obligación contraída por el país, por cuanto Chile ratificó el protocolo mundial el año 1990 y, efectivamente, en ese protocolo se estableció que Chile no debía importar más que lo que se definió como línea de base hasta el año 2004 y, a contar del año 2005, tenía que disminuir la importación en distintos porcentajes respecto de cada una de las sustancias. Desde ese punto de vista, prosiguió, en una reciente reunión de Ministros de Medio Ambiente de Latinoamérica, se determinó que solamente hay dos países,  Chile y  Haití, que no cuentan con un sistema de control de importación para cumplir con el Protocolo de Montreal.


En referencia a la inquietud planteada por el Honorable Senador señor Coloma, respecto del diseño que establece, señaló que el proyecto de ley entrega al país una forma en la cual se pueda cumplir con los requisitos que establece el Protocolo de Montreal, que en este caso consiste en un porcentaje de reducción del consumo interno de determinada sustancia, y la única manera de controlar el consumo es por la vía de restringir la importación. Atendido que Chile no es productor de esa sustancia, no se regula la producción, porque no es un problema para efectos del cumplimento del Protocolo, como ocurre en otros países más desarrollados que son los productores de las mismas.  Sí es productor de algunos productos que utilizan esas sustancias. 


 En el caso de Chile, prosiguió, estas sustancias se usan, principalmente por la vía de importación.  Nuestro sistema no  tiene ni cuenta con algún instrumento que permita establecer a las autoridades, principalmente de Aduanas, ninguna restricción al ingreso de determinadas cantidades de sustancias, aun cuando se esté generando una situación que redunde en el incumplimiento del Protocolo de Montreal. Incluso en los años 2003 y 2004, se ha constatado que en los niveles de ingreso en números de toneladas, al menos en un par de sustancias, se ha producido un incumplimiento de Chile en relación a los compromisos establecidos. Actualmente sólo existe la posibilidad, en el Estatuto Orgánico del Servicio Agrícola y Ganadero, de prohibir totalmente la importación de una sustancia, en virtud de una resolución de su Director Nacional; pero esta posibilidad no permite establecer ningún tipo de distribución entre los distintos importadores, ni hacer algún tipo de programación, sólo permite cuando se acerque al tope del nivel de importación, “cerrar la puerta”, lo que es negativo desde el punto de vista de los incentivos.


La opción que se adoptó en el proyecto, contempla la posibilidad de ir ajustando dinámicamente, dependiendo de las demandas del mercado externo y las demandas del mercado interno, de qué manera se va a cumplir con estos niveles máximos de consumo que están directamente asociados a la importación.  En el caso más sensible, continuó, que es el tema del bromuro de metilo, actualmente hay cuatro empresas que son las importadoras de estas sustancias, entre las que tienen el cien por ciento de la importación, las que, de alguna manera tomando conciencia de la importancia de cumplir con estas disposiciones, están arribando a acuerdos sobre cómo distribuirse, de acuerdo a las cuotas históricas y de acuerdo a las necesidades de uso, los niveles máximos, para efectos de no producir ninguna de las situaciones que se plantean como inquietudes en términos de que exista un monopolio o se favorezca a un determinado sector u otro. Las opiniones de estas empresas, destacó, fueron oídas durante el debate del proyecto en la Cámara de Diputados.


En el proyecto, precisó, se indica explícitamente que las cantidades máximas que se van a poder importar son aquellas que están establecidas en el Protocolo de Montreal, no establece un tope máximo, sino que señala la forma en que se va a cumplir con esa disposición. El reglamento, por su parte, fijará explícitamente los criterios de distribución, de manera de que el Servicio Nacional de Aduanas solamente aplique y contraste con el ingreso el nivel de importación de las sustancias. El referido reglamento no determinará cuotas de importación, sino los criterios de distribución del total, los que, al estar incorporados a un decreto supremo, van a ser objeto de controles de legalidad y de juridicidad, como por ejemplo el trámite de  Toma de Razón por la Contraloría General de la República, de manera de garantizar que no se produzca, en virtud del ejercicio de esta potestad, algún daño o algún impacto económico al desarrollo de una actividad.  


En el caso del bromuro de metilo, los cuatro importadores han estado trabajando directamente con la autoridad para poder autorregularse y, mas aún, el proyecto de ley, en su artículo 9º, establece la posibilidad de que, si existe acuerdo y no hay problemas de superación o de incumplimiento, estas normas no van a ser necesarias para un determinado período mientas se compruebe que el mercado está funcionando de una forma que no genere incumplimiento a las obligaciones establecidas en el Protocolo de Montreal.


En lo referente a la consulta del Honorable Senador señor Cariola, respecto a la existencia de otras sustancias cuya importación se restringe que afecten a la agricultura, además del bromuro de metilo, explicó que, básicamente, en el Protocolo de Montreal están reguladas cinco tipos de sustancias, con distintos usos, como son, a modo de ejemplo, los clorofuros de carbono, que tienen básicamente un uso de espumas y refrigerantes; los halones, que se usan en los extintores de incendio; el tretacloruro de carbono y el metilcloroformo, que son principalmente solventes; los hcfcs,  que son sustancias de transición en el caso de los cfcs, y el bromuro de metilo. Es decir, desde el punto de vista de los usos agrícolas, la única sustancia que está relacionada es el bromuro de metilo.


Se refirió luego al proyecto asociado al Protocolo de Montreal, que se aplica en Chile desde el año 1994, y ha estado principalmente orientado a apoyar determinadas actividades económicas que utilizaban sustancias agotadoras de la capa de ozono, de manera de incentivar y ayudar a su reconversión. A modo de ejemplo, indicó que ha habido proyectos en relación a eliminar los clorofuro de carbono de la producción nacional de refrigeradores y de aires acondicionados, estableciendo una suerte de subsidio de incentivo al cambio tecnológico.  Lo anterior también se ha desarrollado con productores agrícolas, a fin de generar las condiciones del cambio y de la sustitución de estas sustancias agotadoras de la capa de ozono.


El bromuro de metilo, que es la sustancia que normalmente genera mayor controversia, es utilizada en el área agrícola para los cultivos frutícolas.  El caso que ha generado mayor discusión se refiere a la producción de frutillas. En relación a esta sustancia, prosiguió, se han focalizado proyectos por más de tres millones de dólares, en el último tiempo, de este fondo multilateral de apoyo al cambio tecnológico del Protocolo de Montreal, en productores de tomates y en la eliminación total del uso del bromuro de metilo. Por otra parte, efectivamente están disponibles en el mercado alternativas que son bastante eficientes, utilizadas por otros países con exigencias aún mayores que las nuestras.  


Explicó que en el Protocolo de Montreal se contemplan dos tipos de países: los desarrollados y los no desarrollados para efectos del mismo, entre los que se cuenta Chile, por lo que los márgenes de reducción a los cuales lo obliga el Protocolo de Montreal son bastantes más laxos que los márgenes de reducción que han tenido que cumplir otros países calificados como desarrollados para estos efectos. Esos países se vieron obligados a desarrollar tecnologías, que están disponibles en el mundo.   Australia, ya eliminó casi en su totalidad el uso del bromuro de metilo.  En Estados Unidos se está avanzando, en particular, en materia de producción frutícola en eliminarlo, y, en un caso más homologable a la situación chilena, en España y, en particular, en la región de Huelva, que destacó porque también tiene un importante número de productores de frutillas, también se han aplicado, con mucho éxito, experiencias de sustitución total del uso del bromuro de metilo. 


El caso más crítico sería en el uso del bromuro de metilo en la producción de plantas de frutilla, pues reconoció que los sustitutos no han dado resultados totalmente satisfactorios. Al respecto, cabe destacar que el cambio de sustancia también lleva normalmente aparejado cambios en las conductas de manejo, y por eso es que el Banco Mundial, el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, el Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente, y otras instancias, tienen al amparo del Protocolo de Montreal, una serie de programas de los cuales Chile se ha beneficiado, para apoyar la reconversión de los productores en general, y en particular de los productores agrícolas, para cesar en la utilización de este tipo de sustancias.


Finalizó reiterando que, con las condiciones y las restricciones que están proyectadas en el tiempo, Chile tiene que reducir totalmente el uso del bromuro de metilo el año 2015, pero desde ahora debe  empezar a aplicar reducciones graduales. No existe ningún riesgo para la actividad económica con esas disposiciones.


En referencia a otro ámbito del proyecto, esto es, las sanciones por infracciones a la ley que se contemplan, el Honorable Senador señor Vásquez señaló que le llama la atención que el articulo 23 prevea sólo multas para el que importare o exportare sustancias o productos controlados infringiendo las disposiciones de la ley, su reglamento o sus normas técnicas, sin contemplar el comiso de las mismas, de tal modo que, en definitiva,  pagando  la multa se podrían ingresar las sustancias.


El señor Correa explicó que el artículo 23 del proyecto se refiere a una situación específica, que es la importación o exportación de sustancias o productos controlados en contravención a esta ley, no se refiere al uso sino que solamente de la importación o exportación, por tanto lo que se definió como la mejor alternativa era asociarlo a las sanciones y a la regulación que establece, en general, todas las penalidades en caso de fraude o delitos aduaneros, estableciendo como organismo competente al Servicio Nacional de Aduanas, con todas las precisiones procesales del caso. En cuanto al comiso, indicó que el artículo 25 del proyecto, establece que el Director Nacional de Aduanas ordenará en la forma más rápida que pueda establecer la eliminación o disposición final de todas estas sustancias. No obstante, el Honorable Senador señor Vásquez  precisó que el artículo 25 se refiere a las sustancias y productos prohibidos, en tanto el artículo 23 habla de sustancias o productos controlados, y de aquéllos cuya importación y exportación quede prohibida en virtud de la ley, y la exportación de estas sustancias no está prohibida por la ley.


En una nueva sesión de las Comisiones Unidas, la Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, realizó una breve exposición en relación a aquellos aspectos del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados que motivaron el conocimiento del proyecto por las Comisiones de Economía y Agricultura unidas.





Comenzó señalando que el Protocolo de Montreal, al que alude el proyecto de ley en estudio, es considerado el acuerdo multilateral ambiental más exitoso del mundo, del cual se han marginado, a la fecha, sólo seis países, que son Guinea Ecuatorial, Timor del Este, Irak, Andorra, Vaticano y San Marino. Chile se ha unido a este esfuerzo de la comunidad internacional ratificando primero el Convenio de Viena, luego el Protocolo de Montreal y todas sus enmiendas posteriores. Destacó como un elemento importante a considerar, del modo que ya se ha señalado, que si bien el deterioro de la capa de ozono tiene impactos globales, nuestro país es particularmente vulnerable a sus efectos, aún cuando no genera importantes volúmenes de sustancias agotadoras de la capa de ozono, puesto que una parte del territorio queda expuesta al “agujero de ozono” que se produce todos los años en el mes de septiembre. Punta Arenas es la ciudad del mundo en que se ha producido el peack más alto de radiaciones ultravioletas en la historia.





Luego indicó los que son, a su entender, los elementos esenciales del Protocolo de Montreal. El Protocolo regula la producción, el comercio internacional y el consumo de 96 sustancias agotadoras de ozono, las que se utilizan en diversos sectores como agentes espumantes, refrigerantes, extintores de incendios, solventes, y fumigación de suelos para la agricultura. En el Protocolo se propone un calendario de eliminación del consumo de estas sustancias, el que es diferenciado para países en desarrollo y desarrollados, y precisó que los primeros, entre los que se comprende Chile, cuentan con un período de gracia de diez años para alcanzar la eliminación del uso de estas sustancias, a diferencia de los países desarrollados que tienen un calendario mucho más estricto.





Sin perjuicio de la eliminación total, se establece el concepto de usos críticos de las sustancias que, por razones técnicas y económicas, no puedan efectivamente eliminarse, los que son autorizados a los países conforme se cumplan requisitos establecidos. Asimismo el Protocolo estableció un Fondo Multilateral, que tiene por objetivo financiar la eliminación del consumo de estas sustancias en los países en desarrollo, y la innovación tecnológica.





Uno de los temas cuestionados en la Sala del Senado, en relación al proyecto, se refiere precisamente a la eliminación del bromuro de metilo, que es un fumigante de amplio espectro, pero también de alta toxicidad, utilizado para la esterilización de suelos previo al establecimiento de cultivos, y para el control cuarentenario y de pre-embarque de plagas en productos silvohortofrutícolas previo a su exportación. Destacó que este último uso, que es realmente importante para nuestro país desde el punto de vista de la exportación, no está controlado por el Protocolo de Montreal, no se comprende dentro de las metas de reducción.


El bromuro de metilo, continuó, es la sustancia  controlada que ha enfrentado las mayores dificultades para ser reemplazada por alguna alternativa que no deprede la capa de ozono, pues no existe hasta ahora ningún fumigante de tan amplio espectro como el bromuro de metilo, por lo que su reemplazo requiere innovación en prácticas de manejo y utilización probablemente de más de un producto químico, a pesar de lo cual hay experiencias de eliminación de su utilización como en Australia o en Huelva, España.  Es reconocido que el cultivo de frutillas (producción de fruta y plantines) es el que enfrenta las mayores dificultades para la sustitución del bromuro de metilo. No ha encontrado sustituto, por lo que es en este cultivo que se ha concentrado las solicitudes de usos críticos que han realizado los países desarrollados.


Los países desarrollados deben eliminar el consumo de bromuro de metilo en el año 2005, con excepción de aquellas cantidades autorizadas por las Partes del Protocolo de Montreal para usos críticos. Estados Unidos, prosiguió, es actualmente el país que ha solicitado la mayor cantidad de usos críticos de bromuro de metilo: 9.500 toneladas para 2005, 8.000 para 2006 y 6.700 para 2007. A pesar de las elevadas dimensiones, destacó que el consumo actual de ese país es menor al 30% del consumo establecido como su línea de base, es decir hay una tendencia decreciente de consumo, e incluso han presentado un plan de eliminación del bromuro de metilo.


Chile, que es un país en vías de desarrollo para efectos del Protocolo, debía congelar el consumo de bromuro de metilo en el nivel de la línea de base, que corresponde al consumo promedio de los años 1995 a 1998, en los años 2003 y 2004; debe reducir en un 20% este nivel de consumo en el año 2005 y eliminar el 100% del consumo en el año 2015. Cuando se llega al 100%, podría empezar a aplicarse el consumo por la vía del “uso crítico”, si existe un uso imposible de eliminar porque no existen sustitutos.


En miras de poder cumplir con este compromiso internacional que contrajo nuestro país, el proyecto de ley faculta el control de las importaciones de bromuro de metilo ajustándolas a lo permitido por el Protocolo de Montreal, que serían 283 toneladas por año hasta el 2014. Siguiendo la experiencia internacional en la materia, los volúmenes máximos de importación de bromuro de metilo se establecerán conforme a varios criterios en un proceso participativo y transparente, es decir, por la vía de un Decreto Supremo que incorpora los niveles históricos, los antecedentes del Protocolo, las metas producidas, etcétera, se establece cuales son las metas para cada uno de los sectores. El proyecto, asimismo, permite hacer aplicables las mismas excepciones contempladas por el Protocolo de Montreal, como es el caso de los usos críticos, lo que se puede solicitar  una vez alcanzada la eliminación total. Por último, prohíbe la utilización de las sustancias transcurrido el plazo de un año de haberse alcanzado la prohibición de las importaciones conforme a lo señalado por el Protocolo de Montreal.


Como se puede observar, las disposiciones del proyecto permiten dar cumplimiento al Protocolo de Montreal, lo que resulta indispensable, por varias razones. Por una parte, el incumplimiento reiterado con las obligaciones del Protocolo puede llevar incluso a sanciones comerciales, en la medida que los países que abastecen de bromuro de metilo al país en incumplimiento no podrán seguir haciéndolo; en el caso de Chile, lo abastecen de esta sustancia fundamentalmente Israel, Estados Unidos y Bélgica. Por otra, existe temor que en el corto plazo los países desarrollados que enfrentan la prohibición de utilización de bromuro de metilo comiencen a hacer exigencias “voluntarias” de la misma envergadura a los países que les exportan sus productos hortofrutícolas, como es el caso de la Unión Europea que se han auto impuesto medidas bastante estrictas, lo que podría generar barreras de ingreso a los productos que provienen de países que están en incumplimiento.

Chile, señaló, pudo cumplir con la meta establecida para el año 2005 gracias a una medida reglamentaria dictada por el Servicio Agrícola y Ganadero en abril de este año.  El proyecto, en cambio, permitirá alcanzar ese resultado a través de un proceso más equitativo, transparente y que otorgue a los usuarios de bromuro de metilo la claridad necesaria del abastecimiento del fumigante para programar de la mejor forma sus inversiones y cultivos.

Finalizada la intervención de la señora Paulina Saball, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor García, ofreció la palabra al Presidente de Hortalizas de Chile, HORTACH, señor Alejandro Cifuentes, quien se refirió específicamente a los usos que la entidad que representa estima críticos para el tema de las hortalizas. Coincidió con lo expuesto en relación a la producción de frutillas, y agregó la producción de invernadero y la producción al aire libre de tomates, la producción de pulpa de tomate y pimentón, además de los usos en viveros para la producción de almácigos de todas las otras hortalizas que en general se utilizan.


A continuación expuso, el señor Gerente General de Agrícola Llahuen Ltda., don Jaime Maruri, quien trabaja en uno de los sectores productivos agrícolas más afectados por la adopción del Protocolo de Montreal, esto es, como ya se ha señalado, el de la producción de frutillas. Comenzó su exposición señalando que Estados Unidos y España son, a nivel mundial, los más grandes productores de fresas o frutillas, países que han sido históricamente 100% dependientes en estas producciones del uso del bromuro de metilo. Chile, por su parte, a contar de la segunda mitad de la década de los noventa, ha incrementado notablemente la superficie de frutillas, desde que se introdujeron las variedades de la Universidad de California que se adaptaron perfectamente a la producción en Chile, por la similitud de climas. El aumento de la superficie ha traído consigo el aumento de la tecnología en el cultivo, se implementaron las técnicas, se trajeron las maquinarias, lo que conlleva, al igual que en Estados Unidos y en España, el uso del bromuro de metilo. 


Paralelamente a la producción de fruta, prosiguió, el uso del bromuro de metilo para desinfección de suelos en viveros de frutilla no ha podido ser reemplazado, no obstante haberse investigado durante treinta años alternativas. Es por ello que, como se indicó, en el caso de Estados Unidos y España se ha establecido como un “uso crítico”, y el 100% de los viveros de frutilla en esos países lo utilizan, sin ser afectados por las restricciones de bromuro de metilo, ni con la eliminación total que los afectará a contar del 2006, precisamente por tratarse de un “uso crítico”, y han establecido niveles de usos crítico muy altos.


Precisó que, como sector, están de acuerdo que el Protocolo de Montreal debe cumplirse, pero estiman insuficientes las cuotas máximas de importación que se fijaron, lo que en su entender podría deberse a que en el período en que se fijó la línea base, la producción de frutillas en Chile recién estaba comenzando, y experimentó una fuerte expansión en los años posteriores, por lo que ha aumentado naturalmente el uso de bromuro de metilo.


En otro aspecto, en su opinión el proyecto no explicita claramente que es lo que debe entenderse por “uso cuarentenario”. A modo de ejemplo, señaló que su empresa realizó una presentación al Servicio Agrícola y Ganadero, para que se comprenda como “uso cuarentenario” la fumigación de suelos, pues el 50% de su producción de plantas se exporta, y las mayores exigencias son que las plantas vengan libres de hongos de suelo, de virus, etcétera, problemas que elimina el bromuro de metilo. Sin bromuro de metilo en suelo no se pueden exportar plantas. En consecuencia, si bien el “uso cuarentenario” resulta claro para la fumigación de frutas en cámaras, están estos otros casos que podrían quedar comprendidos.


Por último, hizo entrega a las Comisiones unidas, de dos documentos. El primero, de genetistas del Programa Mejoramiento de Frutillas de la Universidad de California, Universidad a la que representan en Chile, con su punto de vista respecto del uso del bromuro de metilo en fresas, frutillas, opinión que según señaló, se condice en términos generales con lo que él ha expresado. El segundo documento lo entregó como miembro de la Asociación Gremial de Viveros, documento en el que apoyan la utilización del bromuro de metilo en plantas de frutilla.


Finalizada la exposición, el Honorable Senador señor Cariola formuló varias consultas. En primer lugar, se refirió a la posibilidad de utilizar un tipo distinto de plástico en los viveros, que permita un mejor aprovechamiento del bromuro de metilo, ante lo que el señor Maruri respondió afirmativamente. En efecto, continuó, fue necesario utilizarlo durante el presente año, puesto que el Servicio Agrícola y Ganadero, a partir de determinado momento, prohibió la importación de esta sustancia, lo que produjo que los precios se elevaran al doble, e incluso más, en ocasiones ni aún pagando el doble era posible comprarlo. Estos plásticos denominados “pentacapa”, deben importarse desde Israel o España, y permiten reducir las dosis de bromuro de metilo, pero multiplica en tres veces el valor de la producción.


Por otra parte, manifestó su preocupación en que la aplicación del Protocolo de Montreal generara desventajas comparativas, es decir, afecte nuestra competitividad respecto a la de otros países productores de frutillas, que han conseguido cuotas de “uso crítico”. También advirtió  lo  relativo  a  la  línea  base  fijada, la que se determinó en  un  momento  en que la producción de frutillas en el país aún no iniciaba su proceso de expansión.


El Honorable Senador señor Gazmuri destacó, en primer lugar, que el ánimo general es sin duda aprobar este proyecto de ley que permite a nuestro país dar cumplimiento a un compromiso internacional contraído. No obstante, consideró importante el tema de la línea base a partir de la cual se disminuye el consumo de bromuro de metilo, y consultó si esta línea base puede ser alterada. Asimismo, consultó respecto de la definición de “uso cuarentenario y pre-embarque”, y del mecanismo de formular la petición de “uso crítico”, como también si existe una “cuota” destinada a estos usos.


En seguida, hizo uso de la palabra don Juan Carlos Sepúlveda, Gerente General de la Federación de Exportadores de Fruta, FEDEFRUTA.


El señor Sepúlveda señaló que el uso del bromuro de metilo es un asunto muy debatido desde hace bastante tiempo. A nivel mundial ha querido eliminarse por diversos motivos, pero, principalmente, al no existir un sustituto, tanto en precio como en efectividad, ello no ha sido posible. Hizo presente que su uso es permitido en el “uso cuarentenario”. Consideró que, en tal sentido, es muy importante que el proyecto de ley en discusión así lo consagre.


A continuación, y en relación a la cuota base que puede ser utilizada por nuestro país, señaló que ella fue fijada, en su opinión, de un modo arbitrario, sin participación del sector privado.  Indicó que lo limitado de la señalada cuota base pone a su sector en una situación particularmente delicada en relación a la posibilidad de expandir la producción, especialmente en las áreas de los berries  y de los viveros, debido a la necesidad de contar con plantas libres de plagas.


Agregó que los altos niveles de “uso crítico” de bromuro de metilo en países desarrollados como Estados Unidos de América y europeos, avalan lo señalado anteriormente, en el sentido que no existe un sustituto del producto.  Además, debido a la situación en que esos países se encuentran, comentó que los productores norteamericanos no tienen la preocupación de usar alternativas, porque tienen una cuota que les permite seguir empleando dicho producto. 


Indicó que no tiene ninguna objeción ni opinión contraria respecto del proyecto de ley en discusión.


Finalmente, compartió con las Comisiones que una preocupación de la Federación que representa es la eventual aspiración de las empresas importadoras de bromuro de metilo de ser las encargadas de aplicar el producto a nivel de huerto.  


En lo relativo al “uso crítico” señaló que, en su entender, para elevar una solicitud en tal sentido es necesario llegar a nivel cero, lo que ocurriría recién el año 2014.


A continuación, hizo uso de la palabra el señor Gerente General de la Asociación de Exportadores de Chile, ASOEX, don Miguel Canala Echeverría.


En primer lugar, señaló que, en general, a su Asociación le parece razonable el contenido del proyecto de ley en discusión, con una sola observación, relativa al tema de la cuarentena, en el entendido que éste no especifica que es lo que entiende por tal. En tal sentido, planteó la necesidad de buscar para ello una definición lo más amplia posible, que no sólo incluya la cuarentena de la fruta.  Recordó, a modo de ejemplo, que toda la uva que Chile exporta a Estados Unidos debe ser fumigada con bromuro de metilo, en cumplimiento de exigencias impuestas por el Departamento de Agricultura de ese país.


Ante una precisión formulada por el Honorable Senador señor Cariola, en el sentido que lo señalado es considerado como una utilización pre-embarque, el señor Canala Echeverría reconoció que, en el caso de las uvas, está autorizado su uso, dentro de las excepciones contempladas. Sin embargo, a lo que aspiran es que la fumigación de determinadas plantas y cultivos sean considerados dentro del concepto de cuarentena.


Su preocupación es que la cuota base fijada en la actualidad implica que no puede seguir expandiéndose el negocio de la frutilla en nuestro país, porque la señalada cuota está copada. Estimó que ha faltado astucia para encontrar una salida al problema planteado por medio del mecanismo de los usos críticos. En su entender no es necesario esperar a llegar a nivel cero para hacer una petición en tal sentido y podría hacerse alguna presentación previo a que ello ocurra, con la finalidad de encontrar algún camino de salida a la limitación que impone la cuota base asignada a nuestro país.  De este modo también podría restituirse el equilibrio que se ha perdido entre los países que han cumplido con su prohibición y aquéllos que van en camino de cumplirla, toda vez que los países que ya cumplieron su parte hoy tienen acceso a una cuota igual o incluso mayor a la que tenían antes de haber firmado el Protocolo. Sugiere que, tal asunto, podría ser asumido por la CONAMA o por el SAG y llevarlo a las instancias correspondientes del Protocolo junto con otros países, porque, obviamente, no es un problema que afecte solamente a Chile, sino que es de carácter global.


Luego, hizo uso de la palabra el señor Gerente de Producción de COMFRUT S.A., don Mario Garcés.

Indicó que su intención es ilustrar el significado que tiene para la industria de la frutilla el uso del bromuro de metilo, porque es el cultivo que ha resultado más afectado por la restricción impuesta a la importación de tal sustancia, y fundamentó su exposición de modo similar a otros intervinientes.


Así, señaló que en la época en que se determinó la línea base, que fue entre los años 1995 y 1998, Chile exportaba, en promedio de los señalados cuatro años, 2.834 toneladas de frutillas, que representaban un total de US$ 3,5 millones.  El año 2004, nuestro país exportó 16.000 toneladas de frutillas, por un monto de US$ 19 millones. Lo anteriormente señalado demuestra que en el momento en que se determinó la línea base, la frutilla no tenía gran relevancia dentro de lo asignado, básicamente porque el negocio estaba en manos de pequeños agricultores.  En cambio, con el tiempo se produjo una gran explosión en las plantaciones de frutillas, es así como se estima que actualmente hay más de mil quinientas hectáreas plantadas con frutillas. Indicó que tales plantaciones son replantadas sucesivamente, porque el costo de la inversión que importa la preparación del suelo y el riego es muy alto y, por ende, el agricultor no puede rotar los cultivos. Comentó que así sucede, por ejemplo, en España, donde hay agricultores que han estado rotando el mismo suelo por más de treinta años. Una situación similar se observa en Estados Unidos de América.  De este modo, queda comprobado que el bromuro de metilo se ha transformado para el cultivo de la frutilla en una herramienta de trabajo imprescindible.


Luego señaló que, si se tiene presente que el sesenta por ciento de la superficie plantada con frutillas se fumiga todos los años, debe considerarse que ello representa utilizar entre 200 a 220 toneladas de bromuro de metilo. A ello hay que sumar las 50 a 60 toneladas que usan los viveros.  En total, la cuota asignada se encuentra copada.


Si un agricultor no usa bromuro de metilo para fumigar disminuye su producción entre un 30 a un 40 por ciento. Al fumigar se alcanza un rendimiento de 60 a 70 toneladas por hectárea, y, en caso contrario, esa misma superficie no alcanza más de 40 a 45 toneladas, lo que no supera la línea mínima de rentabilidad que sustente la actividad.


En suma, no usar bromuro de metilo en el cultivo de frutillas es salirse del negocio, lo que también tendría un efecto muy negativo en mano de obra.


Finalizó su intervención señalando estar de acuerdo con lo que se ha indicado, en el sentido que no se puede hacer nada en contra del acuerdo, porque ya están definidas las 283 toneladas asignadas a nuestro país. Sin perjuicio de lo anterior, recalcó la importancia que esa cuota aumente.


La Directora Ejecutiva de la CONAMA, se avocó a continuación a explicar las dudas y consultas planteadas por los Honorables señores Senadores, reiterando que esa entidad comparte muchas de las aprehensiones planteadas por los distintos intervienientes. 


Se refirió en primer lugar al “uso crítico”, y precisó que se establece en el Protocolo de Montreal como un uso a que tienen derecho todos los países que han suscrito el Protocolo, al momento de concluir el cumplimiento del compromiso contraído. Es en razón de lo anterior que España y Estados Unidos tienen actualmente derecho a este “uso crítico”, pues se trata de países desarrollados cuyo cumplimiento de las metas pactadas concluye el año 2005, entonces a partir del año 2004 han comenzado a plantear sus requerimientos de usos críticos. Recalcó que para plantear un requerimiento de “uso crítico”, previamente han cumplido con su meta que es aproximadamente un 70% de la reducción de bromuro de metilo. En el caso de Chile, cuya meta comprometida debe cumplirse el 2015, en la medida que cumpla, a partir del 2014 podría plantear su necesidad como país de “uso crítico”, tanto en volumen como señalar a qué actividades se destinará.


En la actualidad, continuó, no estamos en igualdad de condiciones con Estados Unidos y con España, porque no estamos en la misma etapa de cumplimiento de los requerimientos del Protocolo. Mientras no se descubra en el mundo un sustituto con igual calidad y eficacia que el bromuro de metilo para las frutillas, deberá ser considerado como “uso crítico”.


En cuanto al “uso cuarentenario”, señaló que en el Protocolo éste no está incluido dentro de las metas de reducción. El artículo 26 del proyecto de ley se refiere al tema, y al respecto, precisó que en Chile  la entidad pública encargada de determinar que un determinado producto es de “uso cuarentenario” es el Servicio Agrícola y Ganadero, es por eso que están trabajando para que éste organismo declare como “uso cuarentenario”  a lo menos a los viveros. Especificó, respondiendo la consulta del Honorable Senador señor Gazmuri, que el “uso cuarentenario” no tiene límite en cuanto a volumen, el límite viene dado por la determinación como tal que haga el Servicio Agrícola y Ganadero.


Luego se refirió a la “línea base”, a partir de la cual se establecen las metas de reducción, y señaló que ésta efectivamente se fijó cuando la producción de frutillas en Chile estaba en ciernes y no se había aún expandido. Este no es el único sector productivo que utiliza bromuro de metilo, indicó, y para los otros sectores sí se han encontrado sustitutos eficaces de la referida sustancia, por lo que en su entender es necesario concentrar la cuota de consumo de bromuro de metilo en el sector crítico, que es el de las frutillas. Por otra parte, la línea base es una línea que los países voluntariamente señalaron para efectos del Protocolo, la única obligación era señalar el consumo del país de estas sustancias agotadoras de la capa de ozono, entre los años 1995 a 1998.  Eventualmente ésta podría modificarse, plantear el tema ante el Secretariado del Protocolo, pero para ello se requieren antecedentes suficientes para presentar una adecuada fundamentación como país, con un estudio muy riguroso que justifique que los datos entregados se han tornado insuficientes. 


Por último, señaló que le parece bastante complejo que un tema ambiental como este, que no sólo se refiere a la importación del bromuro de metilo, sino que fundamentalmente tiene que ver con la protección de la salud de las personas, no sea aprobado.


El Honorable Senador señor Cariola señaló que, luego de oír las distintas exposiciones, parece claro que es necesaria la aprobación del proyecto, de otro modo sería una muy mala señal, tanto en el ámbito nacional como internacional. Asimismo valoró que el proyecto permita regular en forma clara y transparente la importación del bromuro de metilo, y recalcó que los efectos comerciales para Chile, en caso de incumplimiento del Protocolo, podrían ser muy graves. Puso de relieve la necesidad que nuestro país no se encuentre en desventaja comparativa con los otros países desarrollados productores de frutillas, que utilizan el “uso crítico”, por lo que consideró necesario hacer efectivos los mecanismos señalados, es decir, incorporar en el “uso cuarentenario” a los viveros y solicitar la revisión de la línea base.


El Honorable Senador señor Gazmuri también consideró indispensable la aprobación del proyecto. Estimó que el tema que está enfrentado es el del desarrollo y la expansión del referido sector agrícola productivo, el que se ve limitado por la autolimitación estricta del país al momento de la fijación de la línea base, por lo que sugirió a las Comisiones unidas acordar remitir al Ejecutivo una solicitud a fin que se realicen las gestiones pertinentes para instar por una modificación de la línea de base. Por otra parte, consideró necesario velar porque el Servicio Agrícola y Ganadero tenga una definición lo más laxa posible de lo que se entiende por “uso cuarentenario”.


El Honorable Senador señor Vásquez, por su parte, se manifestó de acuerdo con lo señalado por los Honorables Senadores Cariola y Gazmuri. Destacó que está de acuerdo que la definición de “uso cuarentenario” no debe estar en la ley, y señaló que cualquiera que esta sea no puede extenderse más allá de lo contemplado en el Protocolo de Montreal, por aplicación de la Convención de Viena. Agregó que tal definición no sería solo innecesaria, sino también inconveniente para la expansión del sector productivo de las frutillas.


El Honorable Senador señor Moreno se manifestó satisfecho con los fundamentos de las distintas exposiciones, y anunció su voto a favor del proyecto.


Conforme lo expuesto, el Presidente de las Comisiones unidas solicitó  al Ministro Secretario General de la Presidencia, que asumiera el compromiso que el Servicio Agrícola y Ganadero realice a la brevedad la declaración de “uso cuarentenario” de los viveros. 


Los miembros presentes de las Comisiones Unidas, según lo propuesto pro el Honorable Senador señor Gazmuri, acordaron enviar un oficio al referido señor Ministro a fin que se gestione la modificación de la línea base. Asimismo, acordaron, también por la unanimidad de los miembros presentes, proponer a la Sala aprobar las enmiendas que la Cámara de Diputados introdujo  al proyecto.


Finalmente, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia comprometió formalmente ante las Comisiones unidas, su disposición para que, a la brevedad posible, se pueda ejecutar lo solicitado, tanto respecto de los “usos cuarentenarios” como de la línea de base. Recalcó que la política del Gobierno en esta materia se avoca no sólo a establecer limitaciones, sino a buscar las mejores oportunidades, en este caso para el sector agrícola productivo, pues los mercados internacionales no sólo compran un producto de buena calidad, sino que, a través de él, también salud y calidad de vida. Estos esfuerzos ambientales permiten un liderazgo en la materia, lo que es en beneficio de una oportunidad país.

-----


A continuación, el señor Presidente de las Comisiones de Economía y Agricultura, unidas, Honorable Senador señor García, puso en votación la totalidad de las enmiendas introducidas al proyecto por la Honorable Cámara de Diputados.


En votación, las referidas enmiendas fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones de Economía y Agricultura, unidas, Honorables Senadores señores Marco Cariola Barroilhet (como miembro de ambas Comisiones), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot (como miembro de las dos Comisiones), Jaime Gazmuri Mujica (como miembro de ambas Comisiones), Rafael Moreno Rojas y Guillermo Vásquez Ubeda. (Unanimidad) ( 9X0).
- - - - - - - -





Acordado en sesiones celebradas los días 9 de noviembre, 14 y 20 de diciembre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores Señores Marco Cariola Barroilhet, Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Jaime Gazmuri Mujica, Rafael Moreno Rojas, Jaime Orpis Bouchon y Guillermo Vásquez Ubeda.





Sala de la Comisión, a  3 de Enero de 2006.







(Fdo.):PEDRO FADIC RUIZ,






Abogado Secretario de Comisiones.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES HORVATH Y PROKURICA, SOBRE PREVENCIÓN DE CONTAMINACIÓN ELECTROMAGNÉTICA

(3150-12)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, originado en Moción de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss y Baldo Prokuriça Prokuriça.

- - - - - -


Cabe hacer presente que, por tratarse de una iniciativa de artículo único, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión procedió a discutirla en general y en particular, a la vez.

- - - - - -

ANTECEDENTES
A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


- El artículo 19, N° 8, de la Constitución Política, que garantiza el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación. La norma impone al Estado el deber de velar para que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza. Además, permite que la ley establezca restricciones específicas al ejercicio de determinados derechos o libertades para proteger el medio ambiente.


- La ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.


- La ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.


- El decreto ley Nº 1.762, de 1977, que crea la Subsecretaría de Telecomunicaciones dependiente del Ministerio de Transportes, y organiza la dirección superior de las telecomunicaciones del país.


- La resolución N° 505 Exenta, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 8 de mayo de 2000, que fija la norma técnica sobre requisitos de seguridad aplicables a las instalaciones de servicios de telecomunicaciones que generan ondas electromagnéticas.

- El decreto con fuerza de ley Nº 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


- El decreto supremo Nº 47, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1992, que aprueba la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.


- El decreto supremo Nº 594, del Ministerio de Salud, de 2000, que apruebe el Reglamento sobre Condiciones Sanitarias y Ambientales Básicas en los Lugares de Trabajo.


- A título ilustrativo: la Nota Descriptiva Nº 193, de junio de 2000, de la Organización Mundial de la Salud, sobre Campos Electromagnéticos y Salud Pública; la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, y las Recomendaciones para Limitar la Exposición a Campos Eléctricos, Magnéticos y Electromagnéticos, de la Comisión Internacional para la Protección contra las Radiaciones No-Ionizantes.

B.- ANTECEDENDES DE HECHO


Al fundar la presente iniciativa legal, sus autores destacan que el avance de las tecnologías de la comunicación ha reducido el tamaño de los equipos de telecomunicaciones hasta llegar a la actual telefonía portátil o celular. A lo anterior se añade la baja de los precios, el aumento de cobertura de los servicios y otros factores que permiten a más personas acceder a esta clase de medios de telecomunicaciones.


Dichos instrumentos, sostienen, emiten radiaciones electromagnéticas lo que, debido a la expansión de la utilización de estas tecnologías, ha significado un aumento progresivo de estas radiaciones en el medio en que vivimos. Mencionan, por ejemplo, que en los últimos años el mercado de telefonía móvil ha experimentado un crecimiento vertiginoso, pasando de 4.886 suscriptores en 1989 a superar los 3.000.000.

º
De esta manera, se ha sumado a los contaminantes tradicionalmente conocidos, la contaminación electromagnética, como subproducto del desarrollo tecnológico masivo basado en la electricidad y las comunicaciones. Son radiaciones invisibles pero perfectamente detectables por aparatos de medida específicos. 


Dada la proliferación incontrolada de fuentes de contaminación electromagnética se ha generado interés científico por el tema, advirtiendo del creciente riesgo a que las personas están expuestas. Sobre el particular, señalan que numerosas publicaciones científicas plantean la posibilidad de la existencia de efectos adversos originados por esta clase de contaminante, entre ellos, cefaleas, insomnio, alteraciones del comportamiento, depresión, ansiedad, leucemia infantil, cáncer, enfermedad de Alzheimer, alergias, abortos y malformaciones congénitas. Resultado de esta preocupación creciente por la electropolución surgió el proyecto CEM (de campos electromagnéticos), auspiciado por la Organización Mundial de la Salud (OMS), en el que participan diversos países, y mediante el cual se pretende aunar esfuerzos con el objeto de lograr un adecuado conocimiento sobre los efectos de esta contaminación.


Entre los principales “electrocontaminantes”, indican, se citan los tendidos de alta y media tensión, con sus subestaciones y transformadores; las emisoras de radio y TV; los electrodomésticos; las instalaciones eléctricas caseras; las instalaciones y aparatos de uso industrial, y, especialmente, las antenas de las estaciones base de telefonía móvil o celular.


A esta últimas, explican, se atribuye una contaminación en el nivel de radiofrecuencia y microondas. En este caso, si bien los campos electromagnéticos producidos son pequeños, en la cercanía de las antenas emisoras (dependiendo de su potencia y frecuencia) pueden alcanzarse niveles de densidad de potencia y campo eléctrico perjudiciales para la salud. Además, estas radiaciones tienen un gran alcance y están experimentando un crecimiento exponencial, por lo que afectan a un sector cada vez más amplio de la población.


Dentro de las radiaciones electromagnéticas distinguen las radiaciones no ionizadas, conocidas como “electrosmog”, que comprenden aquellas formas de radiación que, a diferencia de las radiaciones ionizadas, no emiten una cantidad de energía suficiente para alterar átomos o moléculas.


Las radiaciones electromagnéticas no ionizadas se agrupan, sobre la base de criterios técnicos, en de “alta frecuencia” y de “baja frecuencia”. En dicha clasificación se considera, también, la forma en que cada una de ellas afecta la salud de las personas. 


En cuanto al efecto en la salud humana de las ondas electromagnéticas de “alta frecuencia”, que son las que emiten las antenas de telefonía móvil, se distingue entre efectos “térmicos” y “no térmicos”. 


En lo que concierne a los efectos térmicos, argumentan, se cuenta con base científica suficiente. Estos efectos suelen aparecer sobre un determinado umbral de radiación, que generalmente no se produce en forma natural en el medio ambiente. Generan fiebre o calentamiento corporal peligrosos cuando la temperatura del cuerpo aumenta en más de uno o dos grados a causa de ellas. En tal caso, aparecen síntomas como transpiración, disminución de la capacidad intelectual, distorsiones negativas en distintas funciones del cuerpo humano y su flora. El corazón, la circulación de la sangre y su sistema inmunológico se debilitan, de la misma manera que aquellos órganos con dificultades de irrigación sanguínea se deterioraran peligrosamente. Un aumento mayor de la temperatura acarrea riesgo de muerte por infarto.


Bajo ese umbral se han observado efectos biológicos, conocidos como “efectos no térmicos”, cuya aparición y consecuencias en la salud humana se encuentra recién en fase de investigación científica. Algunos estudios han analizado los efectos biológicos que producen las radiaciones no ionizadas que se hallan por debajo de las recomendadas internacionalmente. Se trata de descifrar los efectos de las radiaciones no térmicas, es decir, aquellas que no producen efectos de calentamiento.


Los análisis que se recogen en este estudio provienen de una investigación epidemiológica de la Universidad de Berna, y sugieren una relación entre las molestias para conciliar el sueño y las ondas emitidas por una emisora local que transmite en onda corta y que se halla en actividad. En el mismo estudio se constató que vecinos de la radioemisora declararon problemas de salud, tales como, nerviosismo, intranquilidad, cuadros de debilidad general, cansancio y dolores de extremidades. Lo curioso, advierten, es que los niveles de radiación estaban bajo los estándares internacionales.


Según informara a la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones de la Cámara de Diputados el Subsecretario de Telecomunicaciones, comentan, la OMS reconoce los estudios efectuados por la Comisión Internacional para la Protección contra la Radiación No Ionizante, destinados a identificar los niveles de radiación a los que pueden estar expuestas las personas. En Chile, para facilitar la fiscalización, se fijó el mismo nivel para la telefonía celular (en la banda de 800 Mhz) y para la telefonía móvil conocida como PCS (en la banda de 1.900 Mhz). Ese nivel único es de 435 mW/cm2 (micro wats por centímetro cuadrado), como nivel máximo de exposición en las zonas de libre circulación de las personas. En los Estados Unidos de Norteamérica, la norma es de 500 mW/cm2 para los teléfonos celulares y de 1.000 mW/cm2 para los PCS. En su Informe Nº 193, de junio de 2000, la OMS, respecto de su proyecto sobre campos electromagnéticos relacionados con la salud pública, aconseja aceptar las recomendaciones de la citada Comisión Internacional en el caso de los países que han emitido normas al respecto y añade que no es necesario normar más allá de eso.


Enseguida, los autores de la moción aluden a la ausencia de una normativa legal aplicable a las antenas de telefonía móvil.


Al respecto, señalan que la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, y su normativa complementaria, establecen que la Subsecretaría de Telecomunicaciones es el organismo encargado de autorizar técnicamente la instalación, operación y explotación de los servicios de telecomunicaciones, siendo responsabilidad de los concesionarios y permisionarios de dichos servicios dar estricto cumplimiento a las leyes, reglamentos, ordenanzas y demás normas aplicables en lo que se refiere a la construcción e instalación de torres y antenas.


A la Subsecretaría le corresponde aprobar el proyecto técnico presentado por la peticionaria y, específicamente, en lo relativo a las antenas, las características técnicas de las instalaciones que se especifiquen en los planes técnicos fundamentales correspondientes al tipo de servicio (público, intermedio, radiodifusión sonora, limitados y aficionados a las radiocomunicaciones). Sin embargo, la Subsecretaría no es el órgano competente para autorizar la instalación de una antena, sino que sólo se encarga de que dichas instalaciones se ajusten a las disposiciones técnicas relativas al servicio de telecomunicaciones.


Por su parte, la Dirección de Aeródromos y Servicios Aeroportuarios, dependiente de la Dirección General de Aeronáutica Civil, es el órgano competente para certificar que la instalación de antenas (y su altura) no constituya un impedimento de tipo aeronáutico en el lugar donde se pretende levantar.


En el ámbito municipal, los planos reguladores comunales constituyen normas locales que permiten a las municipalidades establecer limitaciones en el ejercicio de un derecho, sea corporal o incorporal. De esta forma, normalmente, los planos reguladores establecen limitaciones para el establecimiento de antenas que superen una determinada altura en barrios residenciales, no así en barrios industriales en los que no existe limitación de este tipo.


En esta misma materia, la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones establece, en su artículo 2.6.3, que, tratándose de instalaciones de telecomunicaciones, tales como antenas, torres y parabólicas, construidas sobre el terreno o incorporadas a los edificios, el interesado deberá presentar a la respectiva Dirección de Obras Municipales un aviso de las instalaciones y los planos correspondientes.


Por su parte, el artículo 146 de la ley General de Urbanismo y Construcciones establece que el Director de Obras Municipales, mediante resolución fundada, podrá ordenar la paralización de cualquier obra en los casos en que hubiere lugar a ello. Si comprobara que una obra se estuviere ejecutando sin el permiso correspondiente o en disconformidad con él, o con ausencia de supervisión técnica, o que ello implique un riesgo no cubierto, sin perjuicio de las sanciones que corresponda, ordenará de inmediato su paralización, fijando un plazo prudencial para que proceda a subsanar las observaciones que se formulen.


Advierten, por último, que la Ley General de Bases del Medio Ambiente no incluyó dentro del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental la instalación de estas antenas.


La situación descrita, argumentan, indica que no existe una regulación que resuelva los conflictos entre particulares derivados o generados por la instalación de antenas, pues la Subsecretaría de Telecomunicaciones no tiene competencia para resolverlos, debiendo recurrirse a los Tribunales de Justicia para resolver tales situaciones, sin perjuicio del acuerdo directo a que puedan llegar las partes en conflicto.


Sin perjuicio de lo anterior, al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, por mandato del artículo 7° de la ley N° 18.168 le corresponde velar porque todos los servicios de telecomunicaciones y sistemas e instalaciones que generen ondas electromagnéticas, cualquiera que sea su naturaleza, sean instalados, operados y explotados de modo que no causen lesiones a personas o daños a cosas o interferencias perjudiciales a los servicios de telecomunicaciones nacionales o extranjeros o interrupciones en su funcionamiento.


Sobre la base de dicha norma legal, afirman, la Subsecretaría de Telecomunicaciones dictó la resolución N° 505, de 8 de mayo de 2000, que fija la norma técnica sobre requisitos de seguridad aplicables a las instalaciones de servicios de telecomunicaciones que generan ondas electromagnéticas.


La citada Resolución fija requisitos de seguridad para las antenas, precisando que las antenas correspondientes al Servicio Público de Telefonía Móvil deberán instalarse de manera tal que la densidad de potencia medida en los puntos a los cuales tengan libre acceso las personas en general, sea inferior a 435 mW/cm2. Añade que las concesionarias serán responsables de asegurar el cumplimiento de la obligación descrita.


Establece, además, que en el caso que sea necesario disponer de un perímetro de seguridad, éste deberá contar con, a lo menos, un anuncio escrito ubicado en un lugar visible, que prohiba cruzar la infraestructura sólida dispuesta como cierre, así como también con señalización en el mismo sentido.


En lo relativo a la información, dispone que las concesionarias deberán proveer semestralmente a la Subsecretaría de Telecomunicaciones un informe de medición respecto de la totalidad del parque instalado de antenas, el cual deberá actualizarse cada seis meses, incorporando las nuevas instalaciones o las modificaciones efectuadas a las instalaciones ya existentes, debiendo para tales efectos comunicar a la Subsecretaría el protocolo a utilizar en la confección del referido informe, debiendo informar con, a lo menos, dos meses de antelación, cualquier modificación a dicho protocolo.


En cuanto a los procedimientos de control, señala que los antecedentes proporcionados a la Subsecretaría por el solicitante de una concesión o de una modificación de concesión que contemple la instalación de antenas o el cambio de la ubicación de antenas ya autorizadas, deberán contener documentación que dé cuenta que las instalaciones que comprende su proyecto técnico cumplen con las exigencias indicadas, y que una vez ingresados los antecedentes a la Subsecretaría, ésta verificará el cumplimiento de lo establecido y de las medidas conducentes a asegurar su cumplimiento. En caso de emitirse pronunciamiento negativo, se notificará dicho informe al solicitante, quien, dentro de los plazos legales, deberá subsanar los reparos formulados. La Subsecretaría podrá fiscalizar en cualquier momento que las instalaciones de la concesionaria cumplen con lo informado en su oportunidad, en cuyo caso efectuará las evaluaciones que sean procedentes.


Esta Resolución, explican, si bien significó un avance ante la ausencia de regulaciones en la materia, todavía presenta deficiencias.


Los Honorables señores Senadores que patrocinan la Moción recuerdan que la Carta Fundamental, en el inciso tercero del artículo 1º, declara que el Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad es promover el bien común; que, en el Nº 1º de su artículo 19, garantiza a todas las personas el derecho a la vida y a la integridad física y psíquica, y que, en el Nº 8º, reconoce el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, imponiendo al Estado el deber de velar para que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza, para lo cual lo faculta para que, mediante la ley, establezca restricciones específicas al ejercicio de determinados derechos o libertades para proteger el medio ambiente.


La llamada Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, adoptada por la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, de junio de 1992, proclamó una serie de “Principios”, respecto de los cuales los Estados y las personas deberán cooperar de buena fe y con espíritu de solidaridad en su aplicación y en el ulterior progreso del derecho internacional en la esfera del desarrollo sostenible. Entre los mencionados Principios se encuentra el denominado "de Prevención o de Precaución".


Según dicho Principio, con el fin de proteger el medio ambiente, los Estados deberán aplicar ampliamente el criterio de precaución conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos para impedir la degradación del medio ambiente.


El Principio de Prevención complementa las aludidas garantías constitucionales, afirman, dentro de los deberes prioritarios en la acción ambiental del Estado. Significa que los peligros y daños ambientales deben ser, en lo posible, evitados o impedidos antes de que se originen. Así, el Estado está facultado, y aún más obligado en ciertos casos, a actuar antes de que se produzca el riesgo o peligro ambiental y no sólo cuando se configure el daño, pues la actuación temprana es en ocasiones indispensable para evitar daños significativos o irreversibles.


Así, el Estado estaría facultado en nombre de la prevención para actuar, incluso cuando existan bajas probabilidades de que se produzca un daño (bastaría un indicio de peligro no verificado). Lo anterior sería suficiente, en especial cuando el bien jurídico amenazado sea la integridad física y psíquica de las personas, o cuando exista presencia de molestias ambientales que, aun cuando no constituyan un peligro para la salud humana o el medio ambiente, puedan tornarse peligrosas y es posible técnicamente evitarlas y reducirlas.


Ante el dilema de cómo llevar a la práctica este principio, los señores Senadores citan documentación proveniente de la Fundación de Investigación Medioambiental, de Estados Unidos de Norteamérica, al tenor de la cual el principio de precaución se traduce en que quienes toman las decisiones tienen el deber general de realizar acciones preventivas para evitar daños antes de que se haya establecido la certeza científica.


Asimismo, en la “Declaración de Wingspread” se expresa que la acción preventiva posee cuatro componentes, a saber: que las personas tienen el deber de tomar acciones anticipadas para prevenir daños; que la carga de la prueba de la inocuidad de una nueva tecnología, proceso, actividad o químico recae en los proponentes, no en el público en general; que antes de usar una nueva tecnología, proceso o químico, o de comenzar una nueva actividad, las personas tienen la obligación de examinar un “espectro completo de alternativas”, incluyendo la alternativa de no hacer nada, y que al aplicar el principio de precaución, las decisiones deben ser abiertas, fundadas y democráticas e incluir las partes afectadas.


A juicio de los señores Senadores, el hecho evidente de la existencia del “Programa CEM”, de la Organización Mundial de la Salud, cuyos resultados no se conocerán hasta el año 2005, reflejaría con claridad que nos encontramos ante una “incertidumbre científica” que obliga a la aplicación del “principio de precaución”.


Este principio, arguyen, no sería ajeno al ordenamiento constitucional y ambiental chileno. Así lo habría entendido el Tribunal Constitucional, en sentencia de 26 de junio de 2001, al declarar ajustado a la Constitución el decreto que impuso la restricción de circulación a los vehículos provistos de convertidor catalítico, dando aplicación a este principio preventivo.


En efecto, sostienen, el Tribunal admitió la constitucionalidad del referido decreto, no obstante concluir que las normas legales en que se fundaba no cumplían a cabalidad con los requisitos de "determinación" de los derechos que podrían ser afectados y de "especificidad" de las medidas que autorizadas para llevar a cabo el objetivo. Estimó el Tribunal que la medida de restricción vehicular, de carácter excepcional y para situaciones de emergencia y pre-emergencia ambiental, obedece al cumplimiento de un deber del Estado, consagrado en el inciso primero del número 8º del artículo 19 de la Constitución, y está destinada a proteger el derecho más preciado de los asegurados por nuestro Código Político, cual es la vida humana y la integridad física y psíquica de las personas.


El Tribunal concluyó que obrar de otra manera y declarar la inconstitucionalidad del cuestionado decreto supremo podría generar una vulneración de mayor entidad de nuestra Carta Fundamental, al no permitir la ejecución de una restricción de derechos que, atendida la situación ambiental existente, resulta necesaria para proteger la salud de la población y, por ende, lograr el bien común, finalidad primordial del Estado, establecida en el artículo 1º de la Constitución (Considerando Nº 46, Rol 325).


A continuación, los autores de la Moción recuerdan que el año 2000 un grupo de Honorables señores Diputados presentaron una Moción, mediante la cual proponen un proyecto de ley que regula la instalación de antenas de telefonía móvil (Boletín 2532-15). Esta iniciativa se encuentra aún en primer trámite constitucional.


Dicho proyecto, agregan, tiene por objeto regular la instalación de las antenas correspondientes al servicio público de telefonía móvil, exigiendo a los concesionarios de los servicios de telecomunicaciones que las antenas se instalen previo permiso de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Asimismo, propone modificar la Ley General de Urbanismo y Construcciones, a fin de que se requiera el permiso de la municipalidad para proceder a la instalación de dichas antenas.


Luego de reseñar los fundamentos del proyecto, hacen presente que, según se expresa en esa Moción, para implementar la telefonía móvil se han instalado antenas a lo largo del país, sin considerar el impacto que pueden ocasionar en el paisaje urbanístico de la ciudad y en la salud de las personas. Estas antenas provocarían efectos tremendamente dañinos en la salud de las personas, aserto avalado por diversos estudios clínicos y epidemiológicos realizados internacionalmente que han establecido que el campo magnético que generan puede ser perjudicial para la salud, describiéndose afecciones que van desde simples alteraciones neurofuncionales hasta un aumento en la incidencia de determinados cánceres. De allí es que autoridades del Instituto de Salud Pública hayan manifestado que debe evitarse toda exposición innecesaria e injustificada a las antenas de telefonía móvil, sobre todo en el caso de niños y jóvenes, y aconsejen evitar su instalación en lugares densamente poblados.


Refiriéndose a las deficiencias de la Resolución Nº 505, de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, los Honorables señores Senadores advierten falta de claridad en la definición de objetivos.


El fundamento legal de esta Resolución es el artículo 7° de la ley N°18.168, General de Telecomunicaciones, en cuanto corresponde al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones velar porque los servicios de telecomunicaciones y sistemas e instalaciones que generen ondas electromagnéticas, cualquiera que sea su naturaleza, sean instalados, operados y explotados de modo que no causen lesiones a personas o daños a cosas o interferencias perjudiciales a los servicios de telecomunicaciones nacionales o extranjeros o interrupciones en su funcionamiento.


Las ondas electromagnéticas pueden causar daño a la salud de las personas pero no al medio ambiente propiamente tal, que no muestra igual sensibilidad ante ellas. No queda claro, en consecuencia, cuáles son los riesgos que la instalación de antenas de telefonía móvil puede acarrear a las cosas.


Por otra parte, la Resolución no recogería plenamente el Principio de Prevención.


Si bien las medidas preventivas operan cuando por su intermedio se trata de evitar la producción de un daño ambiental o a la salud humana, también operan cuando se evita la generación de riesgos o peligros ambientales. En el caso de las ondas electromagnéticas esta distinción no es obstáculo para impetrar medidas que se hagan cargo de ambas situaciones, pues donde faltan conocimientos científicos verificables no existen inconvenientes para la prevención, bastando sólo que se justifique. Es consustancial al Principio de Prevención que la acción del Estado se justifique también en la incertidumbre.


En ese contexto, los autores de la Moción observan las siguientes insuficiencias:


- No establece un procedimiento para la instalación de antenas de telefonía móvil, limitándose a consagrar un sistema de información ex post a la autoridad sobre la totalidad del parque de antenas instaladas.


- No regula la metodología de medición de ondas electromagnéticas, sino que señala un criterio único de protección a la salud humana consistente en que las ondas no superen los 435 mW/cm2.


- No fija rangos de tolerancia según el lugar y el grupo humano afectado, no obstante que hay grupos más vulnerables que otros y lugares de uso más sensibles que otros.


- No considera una relación entre estándares máximos y criterios técnicos, por lo que la autoridad no queda obligada a alterar los estándares de protección cuando la ciencia o la técnica lo aconsejen.


- No contempla acceso libre y simplificado a la información por parte de los ciudadanos.


El proyecto de ley que se tramita en la Honorable Cámara de Diputados, argumentan, si bien significará, de ser aprobado, un avance en la regulación de las antenas de telefonía móvil, no podrá abordar los inconvenientes consignados, en especial en cuanto a la inclusión de estas antenas entre las materias que requieren evaluación de impacto ambiental.


Por lo expuesto, finalizan, se hace necesario dictar un cuerpo normativo específico que, centrado en el deber del Estado de velar por el bien común y dar protección a la integridad física y psíquica de las personas y al derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, incorpore los proyectos de telefonía móvil que involucren la instalación de antenas dentro de aquellas actividades que deben someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.

OBJETO DEL PROYECTO


Persigue establecer en el orden interno la plena vigencia del principio de prevención, contemplado en la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo; incorporar los proyectos de telefonía móvil que involucren la instalación de antenas dentro de las actividades que deben someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, y fijar los criterios a que deberán ajustarse los permisos y regulaciones relativos a esta actividad.

BREVE DESCRIPCIÓN DE LA INICIATIVA


El proyecto que ha ocupado a vuestra Comisión consta de un artículo único, en virtud del cual los proyectos de telefonía móvil que involucren la instalación de antenas se considerarán incluidos entre aquellos enumerados en el artículo 10 de la ley Nº 19.300, y deberán cumplir las normas aplicables a éstos.

OBSERVACIONES DE LAS ENTIDADES CONSULTADAS


A continuación, se efectúa una síntesis de las principales observaciones y comentarios críticos que la iniciativa mereciera a las entidades públicas y privadas consultadas.


a.- Subsecretaría de Telecomunicaciones:

En su opinión, el resguardo de la integridad física y psíquica de las personas, finalidad perseguida mediante esta iniciativa, ya está contemplado en el artículo 7º de la Ley General de Telecomunicaciones. Conforme a lo dispuesto en dicho precepto, el Ministerio debe velar porque los servicios de telecomunicaciones y sistemas e instalaciones que generen ondas electromagnéticas, cualquiera sea su naturaleza, sean instalados, operados y explotados de modo que no causen lesiones a personas o daños a cosas ni interferencias perjudiciales a los servicios de telecomunicaciones nacionales o extranjeros o interrupciones en su funcionamiento.


Dicha obligación, agrega, es ejercida a través de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6º, letra c), del decreto ley Nº 1.762, de 1977.


Enseguida, advierte que, si bien ciertos sectores de la ciudadanía han manifestado su preocupación, no existen a la fecha antecedentes o estudios que acrediten daños efectivos a la salud de las personas susceptibles de ser atribuidos a la operación de antenas de telefonía móvil y a las radiofrecuencias que generan.


En virtud de la facultad establecida en el artículo 7º de la ley, se dictó la Resolución Exenta Nº 505 que estableció los requisitos de seguridad aplicables a las antenas de telefonía móvil, disponiendo que, al momento de solicitar la concesión o la modificación de la misma, el interesado o concesionario debe acompañar los antecedentes que den cuenta de la observancia de determinados requisitos, que tienen por objeto fijar medidas de seguridad conducentes a impedir que las personas sean expuestas a cierta densidad de potencia (igual o superior a 435 micro Watts/cm2). El cumplimiento de tales condiciones se verifica al momento de ser recibidas las obras e instalaciones, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 24 A de la ley, mediante la realización de las mediciones correspondientes.


Asimismo, las concesionarias deben proveer semestralmente a la Subsecretaría informes de medición respecto de la totalidad del parque instalado de sus antenas, incorporando en cada oportunidad las nuevas instalaciones y las modificaciones efectuadas.


La Subsecretaría, indica, no autoriza la operación de antenas de telefonía móvil mientras no se acredite el cumplimiento del citado límite de exposición pública a radiofrecuencias, ni procede a recibir las obras e instalaciones hasta que se compruebe su correcta ejecución y correspondencia con el proyecto técnico aprobado.


En lo que concierne a las razones científicas que fundan la Resolución Nº 505, informa que la Subsecretaría se remitió a los estudios e investigaciones internacionales realizados sobre la materia, los cuales, sin perjuicio de no arrojar conclusión alguna en torno a eventuales efectos nocivos para la salud derivados de la exposición a las radiofrecuencias, recomiendan la adopción de medidas preventivas al respecto.


En todo caso, este organismo afirma que no hay ninguna evidencia avalada científicamente que acredite la existencia de alguna relación entre radiofrecuencias generadas por los sistemas de telefonía móvil y efectos nocivos para la salud humana. A mayor abundamiento, expresa que ningún estudio realizado en laboratorio o sobre la base de análisis epidemiológicos ha arrojado resultados concluyentes en torno a este problema. Es por ello, prosigue, que la generalidad de las recomendaciones emanadas de organismos internacionales y recogidas por países que han abordado la materia (entre ellos, Chile), tienen un carácter estrictamente preventivo.


En Estados Unidos, país donde se ha investigado ampliamente el tema y donde existe una especial sensibilidad en torno a la salud humana y ambiental, la Federal Communications Commision (FCC), organismo gubernamental encargado de la tuición de los efectos ambientales de las radiofrecuencias producidas en la operación de servicios de telecomunicaciones, ha establecido recomendaciones sobre exposición electromagnética laboral y comunitaria basadas en las normas diseñadas por el Instituto Nacional de Estándares Americano (ANSI) y en estudios del Instituto de Ingenieros Eléctricos y Electrónicos de EEUU (IEEE). Estas normas y estudios establecen criterios finales de exposición a radiofrecuencias en general (no sólo las asociadas a la telefonía móvil), fundadas en la relación entre densidad de potencia y absorción de energía (por kilogramo de peso), e incluye especialmente a las antenas de estaciones base de telefonía celular y PCS.


A su juicio, la norma chilena es mucho más restrictiva que la americana. Esta última además de considerar niveles superiores de exposición en general (600 micro Watts/cm2 para celulares y 1.000 micro Watts/cm2 para PCS), distingue también entre antenas de telefonía celular y PCS, distinción que la norma chilena no hace pues es igualmente exigente con ambos tipos de antenas. No obstante lo exigente que es el límite establecido en nuestra normativa, en las mediciones efectuadas con motivo de la entrada en operación de las antenas de telefonía móvil en nuestro país, no se han detectado niveles cercanos a los 435 micro Watts por cm2.


La Subsecretaría hace presente que las concesionarias de telefonía móvil antes de dar inicio al servicio de las respectivas estaciones base deben solicitar la recepción de las obras, la que se otorga sólo si se comprueba que lo ejecutado corresponde al proyecto técnico aprobado. Adicionalmente, se exige el cumplimiento de la Resolución Exenta N° 505; aviso de obra a la Dirección de Obras Municipales correspondiente; certificado expedido por la Dirección General de Aeronáutica Civil que acredite que la altura de la antena no constituye peligro para la navegación aérea, y declaración de instalación eléctrica interior según NCH Elec.10/84 de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


La Subsecretaría ha oficiado a las compañías telefónicas móviles comunicándoles que para instalar antenas del servicio telefónico móvil requieren autorización del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Asimismo, se les instruyó en el sentido que la Subsecretaría sólo autorizará la recepción de obras contemplada en el artículo 24 A de la ley, en la medida que se compruebe:

· Que las obras e instalaciones se encuentran correctamente ejecutadas y corresponden al respectivo proyecto técnico, previamente autorizado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.

· Que se dio cumplimiento a toda otra normativa aplicable en la especie, en particular, la normativa de Vivienda y Urbanismo, de la Dirección General de Aeronáutica Civil y de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.

· Que se ajustan a lo dispuesto en la Resolución Exenta N° 505.


También mediante oficio, se instruyó a las concesionarias de telefonía móvil que para la recepción de obras de antenas de telefonía móvil deberán distinguirse los diferentes tipos de sistema radiante asociados a la estación base:

· Tratándose de estaciones tipo celdas, microceldas, repetidores y enlaces nuevos que se instalen para la operación del servicio público telefónico móvil cuyos sistemas radiantes estén montados en torres o monopostes o soportados en infraestructura de naturaleza diferente a las telecomunicaciones, se deberá acompañar aviso a la Dirección de Obras Municipales correspondiente, Declaración de Instalación Eléctrica Interior exigida por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles (SEC) y el certificado de la Dirección General de Aeronáutica Civil (DGAC).  

· Tratándose de estaciones tipo celdas, microceldas, repetidores y enlaces nuevos que se instalen para la operación del servicio público telefónico móvil cuyos sistemas radiantes estén adosados en forma interna o externa en edificios, malls u otros inmuebles, deberá acompañar copia del contrato o permiso de instalación con el propietario o administrador del inmueble y la Declaración de Instalación Eléctrica Interior, en caso de aumento o modificación de las potencias de alumbrado, fuerza o calefacción autorizadas por la SEC. En caso que no involucre aumento o modificación de potencias de alumbrado, fuerza o calefacción autorizadas, deberá presentar certificado suscrito por un instalador eléctrico con registro en la SEC que acredite dicha situación.

· Tratándose de estaciones tipo celdas, microceldas, repetidores y enlaces que se instalen para la operación del servicio público telefónico móvil cuyos sistemas radiantes estén montados en torres o monopostes ya autorizados de concesionarias de servicio público telefónico local o móvil, deberá acompañar autorización especial (según formato de la Subsecretaría), certificado de la DGAC y Declaración de Instalación Eléctrica Interior, en caso de aumento o modificación de las potencias de alumbrado, fuerza o calefacción autorizadas por la SEC. Si no involucra aumento o modificación de potencias de alumbrado, fuerza o calefacción autorizadas, deberá presentar un certificado suscrito por un instalador eléctrico con registro en la SEC que acredite dicha situación.

· Tratándose de estaciones tipo celdas, microceldas, repetidores y enlaces que se instalen para la operación del servicio público telefónico móvil cuyos sistemas radiantes estén montados en torres o monopostes ya autorizados, distintos de los antes señalados, deberá acompañar aviso a la Dirección de Obras Municipales correspondiente, certificado de la DGAC y la Declaración de Instalación Eléctrica Interior, en caso de aumento o modificación de las potencias de alumbrado, fuerza o calefacción autorizadas por la SEC. Si no involucra aumento o modificación de potencias de alumbrado, fuerza o calefacción autorizadas, deberá presentar certificado suscrito por un instalador eléctrico con registro en la SEC que acredite dicha situación.


En lo relativo a la modificación que se propone a la ley Nº 19.300, estima que someter los “proyectos de telefonía móvil que contemplen la instalación de antenas” al SEIA no sería armónico con la magnitud de los proyectos descritos en el artículo 10 de la ley, los cuales discurren acerca de obras civiles mayores (acueductos, embalses, tranques, aeropuertos, puertos); instrumentos de planificación territorial y proyectos inmobiliarios (planes reguladores); proyectos industriales o extractivos de dimensiones industriales (agroindustrias, plantas procesadoras de minerales), o actividades que involucran utilización de materiales peligrosos, energía nuclear o de altísima potencia (sustancias tóxicas, radioactivas, explosivas, inflamables, reactores nucleares, centrales generadoras de energía superiores a 3 Megawatts).


Finalmente, aduce que incorporar esta clase de proyectos significará aumento del valor del servicio, dado que las concesionarias intentarán recuperar los costos involucrados en los estudios o declaraciones de impacto ambiental. La Subsecretaría recuerda que la antena misma no mide más de 1 metro de alto, lo cual en su opinión se traduce, más que en impacto ambiental, en un impacto urbanístico y estético producido por el soporte o mástil que contiene a la antena.


b.- Biblioteca del Congreso Nacional:


La contaminación electromagnética o electropolución, es la producida por campos eléctricos y electromagnéticos como consecuencia de la multiplicidad de aparatos eléctricos y electrónicos que son utilizados. Son radiaciones invisibles al ojo humano pero perfectamente detectables por aparatos de medida específicos.


Las radiaciones electromagnéticas se dividen en dos categorías, dependiendo de su nivel de energía: las radiaciones ionizantes y las no ionizantes. Ejemplos de radiaciones ionizantes serían la radiactividad o los rayos X. Están admitidas como peligrosas y se gestionan con las medidas de seguridad apropiadas.


Las radiaciones no ionizantes son las producidas por la corriente eléctrica, transmisiones de radio y televisión, y telefonía móvil (también llamadas microondas). Las radiaciones que hasta el momento se reconocen como más perjudiciales son, por un lado, las emitidas por los tendidos eléctricos de alta tensión y sus estaciones transformadoras y, por otro, las derivadas de la telefonía móvil, emitidas por los teléfonos celulares o procedentes de sus antenas base.


La exposición a la contaminación electromagnética se regula de la siguiente manera:


- Exposición ocupacional, mediante el Reglamento sobre Condiciones Sanitarias y Ambientales Básicas en los Lugares de Trabajo, que reconoce las radiaciones no ionizantes como fuente de contaminación y establece valores límites de exposición (decreto supremo Nº 594, del Ministerio de Salud, de 2000).


- Exposición del público en general, no existen normas en el ordenamiento jurídico nacional que regulen la contaminación electromagnética, excepto la Resolución exenta N° 505, de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, que fija norma técnica sobre requisitos de seguridad aplicables a instalaciones de servicios de telecomunicaciones que generan ondas electromagnéticas.

En el derecho comparado la mayoría de las regulaciones están inspiradas en las Directrices de la Comisión Internacional de Protección contra la Radiación No Ionizante (ICNIRP). En las normativas o propuestas de regulación más recientes se observa el uso del principio de precaución y otras políticas precautorias, en países tales como Suiza, Italia, Australia y España.


Diversos organismos nacionales e internacionales han formulado directrices que establecen límites para la exposición a campos electromagnéticos (CEM) en el trabajo y en los lugares de residencia. Los límites de exposición a CEM desarrollados por la ICNIRP (organización no gubernamental reconocida oficialmente por la OMS), se establecieron tras evaluar las publicaciones científicas revisadas por expertos, incluidos los efectos térmicos y no térmicos. 


Las normas se basan en evaluaciones de los efectos biológicos que, según se ha comprobado, producen consecuencias para la salud. La principal conclusión de las evaluaciones de la OMS radica en que, al parecer, las exposiciones a niveles de CEM inferiores a los límites recomendados en las directrices internacionales de la ICNIRP no producen ninguna consecuencia conocida sobre la salud.


En la actualidad, la mayor parte de la Comunidad Europea sigue la norma del ICNIRP, que recomienda límites de densidad de potencia entre 900 y 400 uW/cm2. Recientemente, Suiza, plegándose a las decisiones de Italia, Suecia, China o Rusia, aplica de manera preventiva una norma más restrictiva, que reduce por 100 los valores aceptados por el ICNIRP. La Oficina Suiza del Medio Ambiente ha fijado provisionalmente el límite de exposición humana en 4 uW/cm2.


El 12 de julio de 1999 se aprobó la recomendación del Consejo Europeo sobre la limitación de la exposición del público general a campos electromagnéticos de 0 Hz a 300 GHz (Dictamen 1999/519/EC). Sus límites equivalen con los establecidos en la recomendación de ICNIRP en las bandas en que coinciden ambas. Estos valores también coinciden con el Comité Europeo de Normalización Electrotécnico (CENELEC).


c.- Centro de Derecho Ambiental de la Universidad de Chile:


Los autores de la Moción, recuerda, invocan como argumento para legislar el "principio precautorio". Sin embargo, a su juicio, sería necesario aclarar este concepto, pues se advierte una confusión con el "principio preventivo". Ambos son principios de Derecho Ambiental y han sido consagrados en numerosos instrumentos internacionales, en particular en la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo. Pero el principio precautorio, si bien encuentra fundamento en un enfoque preventivo de la política relativa a la protección de la salud y del medio ambiente, tiene un alcance mayor.


En cuanto al principio preventivo, ha sido consagrado en los Principios 6, 7, 15, 18 y 24 de la Declaración de Estocolmo sobre el Medio Humano de 1972, y en los Principios 11 y 14 de la Declaración de Río de 1992. Consiste en la obligación de prevenir el daño al medio ambiente, o de reducir, limitar o controlar las actividades que pueden causar daño. Persigue minimizar el daño ambiental como un objetivo en sí mismo y manda a un sensato “prevenir antes que curar”. Este principio implica la certeza acerca de la relación de causa a efecto entre las actividades que se trata de reducir, limitar o controlar y los impactos al medio ambiente que provocan.


El principio de precaución o precautorio, por su parte, ha sido consagrado en el artículo 15 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, de 1992.


Por la falta de certeza científica acerca de los posibles efectos biológicos de la exposición a campos electromagnéticos, el caso de la contaminación electromagnética es relevante para la aplicación del principio precautorio.


La Moción, al someter los proyectos de telefonía móvil que involucren la instalación de antenas al SEIA, busca evitar los impactos a la salud humana y al medio ambiente de esta actividad, en particular aquellos efectos biológicos identificados sobre los cuales no existe evidencia concluyente y que derivarían de las emisiones de las antenas de telefonía móvil, todo ello en conformidad con el principio precautorio.


Estima que en el escenario actual el objetivo no se cumple sometiendo a evaluación de impacto ambiental los proyectos de telefonía móvil que involucren instalación de antenas.


La Evaluación de Impacto Ambiental persigue identificar, predecir y evaluar los efectos positivos o negativos que pueda producir una actividad sobre la vida, la salud y el bienestar humanos, o sobre el medio ambiente y sus ecosistemas, y de acuerdo a ello autorizar o rechazar un proyecto según si los impactos debidamente mitigados, compensados o reparados se ajustan a las normas vigentes.


Cabe preguntarse, entonces, acerca de las normas vigentes en relación con la emisión de radiación electromagnética en antenas de telefonía móvil.


La única norma que establece límites de emisión de radiación electromagnética para este tipo de fuentes es la Resolución Exenta Nº 505 de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, que fija un límite máximo de emisión de 435 uW/cm2. Es más exigente que la norma estadounidense (que establece un rango entre 570 y 1.000 uW/cm2, según el tipo de tecnología), y menos exigente que la norma australiana (200 uW/cm2), suiza (4 a 10 uW/cm2) e italiana (10 uW/cm2). L Subsecretaría de Telecomunicaciones sostiene que la norma chilena es ampliamente cumplida por los operadores nacionales.


La norma nacional sigue las recomendaciones de la Comisión Internacional sobre Protección a las Radiaciones No Ionizantes (ICNIRP), y previene en forma más que suficiente los efectos probados de este tipo de radiación (efectos térmicos y de inducción de corrientes eléctricas), pero no sería suficiente para prevenir los efectos no probados (efectos biológicos) que se producen por exposición crónica a campos electromagnéticos a niveles inferiores a los internacionalmente aceptados (ICNIRP).


Una evaluación de impacto ambiental de los proyectos de telefonía móvil que impliquen instalación de antenas, argumenta, no permitiría rechazar proyectos que cumplan con la norma referida, con lo cual, a lo menos en cuanto a niveles de emisión, la situación no cambiaría puesto que, según ha señalado la SUBTEL, todas las antenas estarían cumpliendo la Resolución 505.


Si lo que se pretende mediante el proyecto de ley es prevenir la contaminación electromagnética para proteger la salud humana, no habría razón para no incluir las otras fuentes fijas de contaminación electromagnética que no están incorporadas en el SEIA, como las estaciones base de radiodifusión y de televisión.


Por otra parte, el proyecto de ley al referirse a los “los proyectos de telefonía móvil que involucren la instalación de antenas” no precisa el alcance de este término. Podría entenderse por "proyectos" a las concesiones de servicio público de telecomunicaciones, que de acuerdo al artículo 8º de la Ley General de Telecomunicaciones se otorgan por un plazo de 30 años renovables, en cuyo caso habría que esperar el período de renovación para someterlas a evaluación de impacto ambiental. También podría pensarse que se entiende por tal la instalación de estaciones base de las antenas del servicio público de telefonía móvil, en cuyo caso nos encontraríamos con un proceso desproporcionado, dadas las dinámicas de los tráficos de servicio y necesidades de cobertura que llevan a decidir la instalación de antenas en determinadas ubicaciones.


De allí es que sea necesario precisar el alcance del término, y fijarlo en un nivel intermedio de planificación del parque de antenas de telefonía móvil. Dicho nivel no ha sido definido en la Ley de Telecomunicaciones, que sólo se refiere al proyecto técnico que acompaña las solicitudes de concesión. Con la reciente modificación del reglamento sobre procedimiento de evaluación de impacto ambiental, se evidencia la tendencia a dejar el sistema sólo para proyectos que tengan impactos significativos, liberándolo del ingreso de proyectos de mediana magnitud. Así, el nivel de los proyectos de telefonía móvil que ingresen al sistema debe guardar proporción con aquellos que ya han sido considerados por el legislador.


En su concepto, parte importante de los conflictos entre particulares se generan por la ausencia de mecanismos que aseguren acceso a la información de los ciudadanos respecto de los planes de desarrollo de las empresas, el cumplimiento de la normativa por parte de éstas, la ubicación y características de las antenas, sus niveles de emisión, entre otros factores, lo que genera un creciente nivel de desconfianza entre los ciudadanos y vecinos de las antenas.


d.- Facultad de Ingeniería de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso:


Comenta que en Internet es posible encontrar cientos de referencias a publicaciones científicas sobre electropolución. Un porcentaje de las mismas carece de objetividad, sea porque están respaldadas por grupos de línea ecológica “dura” o por empresas que fabrican y venden equipos de radiocomunicaciones.


Según informa, las estaciones base del servicio de telefonía móvil no transmiten con potencias muy elevadas. En cambio, las destinadas a servicios en zonas rurales, o que atienden el tráfico telefónico móvil de vehículos en carreteras, tienden a usar transmisores con potencias mayores.


En cuanto a la ubicación de las antenas, sostiene que se instalan en cerros de adecuada elevación, habitualmente aislados de poblaciones. De allí es que los niveles de densidad de potencia de las ondas electromagnéticas, en los lugares de libre acceso a las personas, siguen siendo pequeños con relación al límite de la norma.


En su opinión, las estaciones de telefonía móvil son sólo una de muchas fuentes de emisión de energía electromagnética existentes. Habría también que considerar los transmisores de los servicios de radiodifusión sonora (AM y FM) y televisiva, que utilizan potencias mucho más elevadas pero operan en frecuencias diferentes de las del servicio de telefonía móvil. El problema radica en determinar si sólo las emisiones electromagnéticas de estos últimos servicios pueden dañar a las personas.


En principio, explica, toda emisión electromagnética es potencialmente dañina. Esto dependerá del nivel de su densidad de potencia, mientras que algunos efectos específicos dependerán, también, de su rango de frecuencia.


En nuestro país hay, además, otras fuentes de emisión electromagnética que utilizan niveles de emisión menores. El caso extremo, agrega, lo constituye el propio aparato telefónico portátil que utilizan los suscriptores del servicio de telefonía móvil. Si bien los teléfonos celulares transmiten con baja potencia, el modo en que se usan implica que su antena transmita a pocos centímetros del cerebro.


Los resultados del proceso de medición que le correspondió coordinar muestran que las emisiones provenientes de las 200 antenas de las estaciones base, que fueron objeto de las mediciones, estaban por debajo del límite permitido por la norma. Aún más, si ese límite fuera reducido a un décimo de su valor, las 2600 mediciones efectuadas estarían todavía debajo de ese límite.


A su juicio, no parece que las estaciones base de este servicio de radiocomunicaciones esté produciendo emisiones electromagnéticas excesivas.


Al concluir destaca la complejidad del tema de la protección a las personas frente al eventual daño producido por las irradiaciones electromagnéticas, y recomienda examinarlo de manera integral. No sería aceptable adoptar medidas restrictivas que afecten sólo a uno de los eventuales “contaminantes”, esto es, a las emisiones provenientes de las instalaciones del servicio de telefonía móvil.


e.- Universidad Técnica Federico Santa María:

Sostiene que los daños a la salud de las personas que podrían atribuirse a la radiación electromagnética de los sistemas que operan en la banda de 1,9 GHz y en la de 800 MHz, deberían estar asociados a los terminales móviles más que a las estaciones base. Por el contrario, los riesgos de radiación se reducen si se permite a los operadores de estos servicios instalar más antenas con el propósito de mejorar la cobertura celular, puesto que tanto los móviles como las estaciones base reducen su potencia de transmisión. Los transmisores de la estación base lo hacen para acotar la cobertura de la celda. En cambio, los terminales móviles lo realizan, en forma automática, para disminuir el desgaste de batería y para reducir las interferencias.


Resulta interesante observar, acota, que la densidad de potencia de 2.500 uW/cm2, a que está expuesta la persona que utiliza un terminal móvil cuando está en condiciones extremadamente adversas de enlace operativo hacia la estación base, es un 32avo de la radiación solar que se recibe en un día claro, según el informe IEGMP.


Hay un estudio realizado por la agencia gubernamental australiana ARPANSA (Arp99), en el que se consignan mediciones de radiación electromagnética de las emisiones de las estaciones de radioemisoras AM y FM y las provenientes del sistema celular en el entorno de una estación base. De este estudio se desprende que menos del 1% de la radiación electromagnética presente se puede atribuir al sistema celular. El 99% de la radiación electromagnética a la que están expuestas las personas es atribuible a las emisiones de las radioemisoras de AM.


En consecuencia, dice, sería injusto someter a los proveedores de servicios celulares a procedimientos más exigentes que a los de otros sistemas que producen radiaciones electromagnéticas. De dictarse alguna normativa debería aplicarse por igual a todos.


Por otro lado, las personas que utilizan la telefonía móvil están más expuestas a radiaciones intensas debidas a su terminal que a la estación base. La situación más negativa se da cuando su terminal se encuentra en el límite de la cobertura de una celda y debe transmitir a máxima potencia. Desde este punto de vista, es conveniente aumentar la densidad de las estaciones base. El efecto benéfico que tendría para las personas que viven o laboran en sus cercanías se explica porque disminuye su potencia radiada merced a la reducción del área de cobertura.

BELLSOUTH


Las antenas de telefonía móvil no son las únicas ni las más importantes fuentes de emisión de radiaciones electromagnéticas, existen muchas otras fuentes de mayor radiación electromagnética presentes en la vida cotidiana.


Las antenas de telefonía móvil emiten señales radioeléctricas de mucho menor potencia que las de antenas transmisoras de canales de televisión, radioemisores (AM FM), radares y otros.


No existe ningún estudio que demuestre que las señales emitidas por antenas de telefonía móvil causan daño a la salud o el medio ambiente.


Las antenas de telefonía móvil están sujetas a una rigurosa regulación, suprevisión y control por parte del Estado. La instalación y operación de estas antenas está exhaustivamente reglamentada, tanto en los aspectos relacionados con las emisiones radioeléctricas como los de instalación, operación y urbanismo, entre otras.


Las antenas de telefonía móvil necesariamente deben instalarse cerca de lugares en donde se utiliza el servicio para disminuir el nivel de radiación.


Si se alejasen las antenas de los núcleos urbanos, tanto las antenas como los teléfonos móviles tendrían que emitir con mayor potencia para hacer posible la comunicación. Ello supondría un aumento de la intensidad de la radiación recibida tanto por los usuarios de los teléfonos como por el resto de los ciudadanos.


Adicionalmente, no existe la tecnología que permita a estos equipos transmitir con los elevados niveles de potencia que se requeriría para poder alejar estas antenas de los centros urbanos. Aunque esto llegase a ser posible, el funcionamiento de este sistema de telecomunicaciones se vería restringido en capacidad a una ínfima cantidad de usuarios, pues cada antena tiene una capacidad limitada para atender comunicaciones.


En consecuencia, alejar las antenas de estaciones base de un área donde haya usuarios de telefonía móvil trae las siguientes consecuencias:


- Incrementar la exposición de los usuarios procedente de su propio equipo portátil.


- Requerir que se aumente la potencia de la antena.


- Requerir la instalación de las antenas en torres de mayor altura y tamaño.

SMARTCOM


El SEIA se establece sobre la base del principio preventivo, que opera sobre la certeza que determinado proyecto o actividad cause efectos sobre la salud de las personas o el medio ambiente, controlando con anterioridad a su ejecución los efectos perniciosos que pudieren derivarse de su ejecución.


La falta de estudios concluyentes serios emanados de autoridades competentes que otorguen certeza científica absoluta de los efectos no términos perniciosos para la salud de las personas provenientes de las emisiones electromagnéticas de las antenas de telefonía móvil, no permiten incluir a esta actividad dentro de aquellas que deben someterse al SEIA.


Sobre estos supuestos, las antenas de telefonía no deben ni pueden someterse al SEIA.

COMISIÓN NACIONAL DEL MEDIO AMBIENTE


Es importante indicar que, de conformidad a nuestro conocimiento, ningún sistema de evaluación de impacto ambiental vigente, al menos en los países desarrollados, contempla evaluar ambientalmente la instalación y operación de antenas de telefonía móvil. Lo que sí es posible verificar en la comunidad internacional, es la creciente preocupación de introducir a la gestión ambiental normas de emisión para limitar la exposición de las personas a los campos electromagnéticos que pueden generar los sistemas de telecomunicaciones, la transmisión de energía eléctrica y los propios electrodomésticos cuya utilización se ha masificado en la actualidad.


A juicio de esta Comisión, el instrumento más apropiado para hacerse cargo de la regulación de los potenciales efectos que pudieran generar sobre poblaciones cercanas, los campos electromagnéticos generados por la operación de antenas para telefonía móvil, corresponde a las normas de emisión. Es decir, más que ingresar este tipo de proyectos al SEIA, resulta más pertinente utilizar el actual Reglamento Para la Elaboración de Normas de Calidad y de Emisión (D.S. 93/95, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia), incorporando en el Programa Priorizado de Dictación de Normas, aquellas normativas que permitan regular estándares aceptables para emisiones de campos electromagnéticos, incluyendo, por cierto, las emisiones de antenas de telefonía móvIl.

- - - - - -

DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR



La moción presentada es la siguiente:


“Artículo único.-  Para todos los efectos legales, los proyectos de telefonía móvil que involucren la instalación de antenas se considerarán incluidos en aquellos enumerados en el artículo 10 de la ley N° 19.300, y deberán cumplir con las normas aplicables a éstos.”.


En votación la idea de legislar sobre la materia, se aprueba el proyecto con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Horvath, Stange y Vega.


A continuación, la Comisión acordó introducir ciertas modificaciones en el artículo único propuesto y oficiar a los señores Ministros de Transportes y Telecomunicaciones y de Salud, y a la señora Directora Ejecutiva de la CONAMA, solicitándole la inclusión de una Indicación del Ejecutivo para este proyecto, incorporándolo como inciso segundo del Artículo Único, propuesto, cuyo tenor literal sería el siguiente:


“Asimismo, se deberá realizar un catastro de las antenas existentes y señalar el cumplimiento de las normas primarias y secundarias de la Ley de Bases del Medio Ambiente.”.


En dicho Oficio se acuerda solicitar que se señalen los organismos competentes para realizar el mencionado catastro.


Conforme a los acuerdos adoptados, la Comisión propone reemplazar el artículo único propuesto, por el siguiente:

ARTÍCULO ÚNICO


“Agregar la siguiente letra r) al artículo 10 de la Ley 19.300, de Bases Generales del Medio Ambiente:


Proyectos de telefonía móvil que involucren la instalación de antenas.


Asimismo, se deberá realizar un catastro de las antenas existentes y señalar el cumplimiento de las normas primarias y secundarias de la Ley de Bases del Medio Ambiente.”.


En votación el artículo único con sus dos incisos propuestos, se aprueba en particular, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Horvath, Stange y Vega.
- - - - - -


En mérito de los acuerdos anteriores, vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales os propone que aprobéis el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Agregar la siguiente letra r) al artículo 10 de la Ley 19.300, de Bases Generales del Medio Ambiente:


Proyectos de telefonía móvil que involucren la instalación de antenas.


Asimismo, se deberá realizar un catastro de las antenas existentes y señalar el cumplimiento de las normas primarias y secundarias de la Ley de Bases del Medio Ambiente.”.

- - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 21 de diciembre de 2005, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Rodolfo Stange Oëlckers y Ramón Vega Hidalgo.


Sala de la Comisión, a 29 de diciembre de 2005.



(Fdo.):MARÍA ISABEL DAMILANO PADILLA,






Secretario.

4

INFORME DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES HORVATH, PROKURICA Y VIERA-GALLO, QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.300, SOBRE BASES GENERALES DEL MEDIO AMBIENTE

(3286-12)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss, Baldo Prokurica Prokurica y José Antonio Viera-Gallo Quesney.



A sesiones de la Comisión, asistieron, en representación de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, su Ex Director Ejecutivo, don Gianni López, y el asesor, don Eduardo Correa.

- - - - - -


Cabe hacer presente que la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa legal, en atención a que el proyecto es de artículo único, según lo dispuesto en los artículos 127 y 36, inciso séptimo, del Reglamento de la Corporación.

- - - - - -

ANTECEDENTES

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

a) El numeral 8º, del artículo 19, de la Carta Fundamental, que consagra el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, y


b) La Ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO


Al fundar el proyecto en análisis, sus autores señalan que la Ley de Bases del medio Ambiente ha cumplido diez años de aplicación, lapso durante el cual se han podido apreciar sus falencias y necesidades de enmienda.


Agregan que tanto la CONAMA como los COREMA constituyen instancias de carácter técnico y de participación ciudadana, objetivo que corre riesgo debido a que sus integrantes son funcionarios de la exclusiva confianza de la autoridad de turno, lo que a su vez puede restar credibilidad a las decisiones que adopten.


Por lo anterior, precisan, es necesario adoptar resguardos legales que permitan la actuación independiente de estos organismos, sin perjuicio de los derechos y obligaciones que emanen de la respectiva relación jerárquica, según el caso.


Hacen presente que el hecho de que funcionarios del COREMA reciban órdenes de sus superiores afecta, entre otros, los principios de probidad, responsabilidad, eficiencia, eficacia y transparencia. Estos principios deben informar toda la actuación de la Administración del Estado.


Añaden que en materias ambientales las razones de orden técnico deben prevalecer por sobre la dependencia jerárquica, sino, en caso contrario, las comisiones pierden sentido como órganos deliberativos de carácter técnico y como receptores de la participación ciudadana en estos asuntos.


Por otra parte, aclaran que las decisiones que exige la Ley de Bases Generales del Medio Ambiente requieren un conocimiento a nivel local, por parte de las instancias decisorias, lo que justifica los mecanismos instaurados. En este contexto, agregan, las órdenes del nivel central a dichas instancias desfiguran el sistema y desconocen las realidades de cada localidad y región.


Destacan, asimismo, que, en la actualidad, se están elaborando programas de ordenamiento territorial y zonificación del borde costero en varias regiones del país, lo que responde a instancias de participación que comprometen a los organismos respectivos, en orden a decidir las compatibilidades e incompatibilidades de los distintos proyectos y sus localizaciones.


Por último, añaden los autores de la Moción en informe, el mecanismo de otorgar permisos ambientales sujetos a condiciones futuras puede vulnerar los objetivos de la Ley de Bases.


1.- Objetivos del Proyecto

Según sus autores, la Ley General de Bases del Medio Ambiente debe ser perfeccionada al tenor de lo que ha sido su aplicación práctica. Por esta razón y a fin de avanzar en un estatuto más completo en esta materia, proponen las siguientes enmiendas:


1) Reforzar el rol técnico de autonomía de la Comisión Nacional del Medio Ambiente (CONAMA) y Consejos Regionales del Medio Ambiente (COREMA), estableciendo la separación entre la evaluación nacional y la regional;


2) Establecer, claramente, que la función técnica y deliberativa de estos organismos prima por sobre su dependencia jerárquica, y


3) Limitar la posibilidad de que los permisos ambientales queden sujetos a condiciones o compromisos en el futuro.


2.- Estructura del proyecto

La iniciativa legal que ha ocupado a vuestra Comisión consta de un artículo único que enmienda la Ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente. Este precepto tiene tres numerales, que a continuación se describen someramente:


El numeral 1), dispone para los proyectos que deban someterse a un estudio de impacto ambiental, la exigencia de presentar un informe con alternativas de localización según los planes de ordenamiento territorial o zonificación del borde costero, según corresponda. Estas alternativas serán sometidas a calificación en atención a su grado de compatibilidad, a fin de aceptarlas o rechazarlas en su oportunidad.


El numeral 2), establece que los funcionarios de la CONAMA y de las COREMAS deberán fundar sus decisiones exclusivamente en los antecedentes y procedimientos establecidos en esta ley, prohibiendo que sus superiores les impartan órdenes de votación.


El numeral 3), estatuye que las condiciones o exigencias ambientales, que deberán cumplirse para ejecutar el proyecto, deberán tener fundamento plausible y respaldo en una memoria técnica, además de contar con la autorización de los organismos técnicos competentes.


Por otra parte, dispone que las condiciones o exigencias ambientales deberán ser física y legalmente posibles, definiendo lo que debe entenderse por estos conceptos.

3.- Opiniones consultadas


A fin de ilustrarse la Comisión ofició a diversos organismos y reparticiones, dando a conocer el proyecto y solicitando opiniones a su respecto.


A continuación, reseñamos los principales aspectos de las observaciones realizadas.


a) Centro de Derecho Ambiental de la Universidad de Chile

Señala que el objetivo buscado con el Nº 1) del artículo único, se lograría de mejor forma mediante la inclusión de tal materia en los contenidos obligatorios de todo Estudio de Impacto Ambiental, por ejemplo, mediante la incorporación de una letra h) al artículo 12, la cual podría ser del tenor siguiente:


“Art. 12. Los Estudios de Impacto Ambiental considerarán las siguientes materias:


h) Una descripción circunstanciada de la forma en que el proyecto o actividad es compatible o incompatible con los planes de Ordenamiento Territorial y de Zonificación del Borde Costero, cuando el proyecto o actividad, parte de él o sus efectos, hayan de radicarse en una comuna que cuente con cualquiera de dichos instrumentos.”.


Por otra parte, en lo que respecta a la introducción de una etapa previa de evaluación de diferentes localizaciones posibles, cabe acotar lo siguiente:


i.- Se trataría de una etapa previa anómala difícil de encuadrar tanto en la teoría como en la experiencia del derecho comparado;


ii.- La obligación de elaborar y presentar un informe previo con alternativas de localización implicaría, al menos, la necesidad de que el proponente realizase pre-estudios de múltiples líneas de base, encareciendo mucho el proceso para los particulares;


iii.- Ningún proceso de esta naturaleza cumpliría su objetivo sin dar conocimiento del mismo a la comunidad, sin embargo, el hecho de dar a conocer las posibles localizaciones de un emprendimiento o incluso las características de su lugar de localización, harán aumentar el precio de las tierras y recursos por un efecto de especulación, con lo que también se estaría desalentando la ejecución de proyectos y actividades, lo que está lejos de ser un objetivo del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA).


iv.- En consecuencia, se desaconseja la instauración de una etapa previa de informe y calificación de distintas alternativas de localización para proyectos y actividades que deben ser sometidos al SEIA mediante la elaboración de un Estudio de Impacto Ambiental.


Luego, precisa que tanto las Comisiones Regionales de Medio Ambiente como el Consejo Directivo de la Comisión Nacional de Medio Ambiente están integrados, mayoritariamente las primeras y completamente el segundo, por autoridades de la exclusiva confianza del Presidente de la República, como son los Ministros de Estado, Intendentes, Gobernadores y Secretarios Regionales Ministeriales, por lo tanto no es clara la eficacia de la prohibición contenida en la última parte de la norma propuesta.


Obviamente, si lo que se pretende es la independencia de estos funcionarios y su sujeción a los méritos de cada caso por sobre la aplicación de los criterios o decisiones de sus superiores, un mecanismo eficiente sería el de hacer secreto el voto de los miembros de estos entes, sin embargo, ello no es posible en este caso ya que los votos deben ser fundados de forma de posibilitar la revisión de tales actos.


Sin embargo, la norma en general parece positiva, ya que propugna la transparencia y el carácter técnico de la decisión final.


Cabe hacer presente que el objetivo que pretende cumplir esta reforma da cuenta de serios problemas recurrentes en la operación del sistema que dicen relación con las verdaderas razones y fundamentos de los votos de los miembros de estos organismos, lo que debiese ser abordado en la raíz del problema la cual radica en la composición de los mismos.


Por último, luego de reproducir los artículos 12 e), 13, inciso primero y 27 de la Ley de Bases Generales del Medio Ambiente, hace presente que la ejecución de una memoria técnica, si bien puede considerarse como positiva para la consecución de los objetivos de la ley, tiene el inconveniente de no contar con una oportunidad dentro del escaso tiempo para la tramitación de los Estudios. Además, respecto a las medidas contenidas en el Estudio de Impacto Ambiental, en cumplimiento del artículo 12 letra e) de la Ley de Bases, ya habrán pronunciamientos técnicos en los informes de los organismos competentes, por lo que se contará con información pertinente para la elaboración de memorias técnicas, siendo distinta y algo más difícil la situación de las medidas y condiciones propuestas por la autoridad.


Respecto al momento en que debe producirse esta autorización, se considera que la oportunidad idónea para la “autorización de los organismos técnicos competentes” está dada precisamente por la “visación final” a que se refieren los dos últimos incisos del artículo 27 del Reglamento.


Se aconseja agregar a la calificación que las condiciones o exigencias ambientales deberán tener fundamento plausible, el que ellas sean de carácter ambiental y atinentes al objeto del proyecto, de modo de impedir que se “compensen” efectos ambientales con beneficios de otra índole que desvirtuarían la institución de estas medidas.


Según todo lo anteriormente anotado, se propone reformular el inciso segundo que se ha propuesto intercalar en el artículo 25 de la ley, de la siguiente forma:


“Las condiciones o exigencias ambientales que deberán cumplirse para ejecutar el proyecto o actividad deberán ser de carácter ambiental, tener fundamento plausible y ser atinentes al objeto del proyecto o a los efectos del mismo. La visación final de cada órgano técnico de la administración del Estado que participe en la evaluación del Estudio de Impacto Ambiental, deberá estar respaldada por una memoria técnica.”.


Finaliza haciendo presente que el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA) ha manifestado defectos graves que deben ser abordados desde el punto de vista ambiental como un conjunto, no siendo recomendable el proceder mediante modificaciones parciales, sino más bien a través de una reforma al sistema en su conjunto que subsane sus defectos y permita que este sistema que tiene costos pecuniarios y sociales cumpla más a cabalidad con los objetivos que se tuvieron en vista para su establecimiento.


En el mismo orden de ideas, expresan que subyace en este proyecto y en diferentes visiones de muy diversos sectores de la sociedad la interrogante de en qué medida las decisiones en el SEIA deben ser políticas y en qué proporción ellas deben ser técnicas, siendo este un tema importante que debiese ser discutido pública y seriamente, con el fin de arribar a una respuesta que permita una mejor comprensión de los procesos por parte de la sociedad, así como la adecuación de la institucionalidad a los criterios que en tal sentido primen finalmente.


b) Intendencia Regional del Bío Bío:


Indica que la propuesta no precisa a qué Planes de Ordenamiento Territorial se está refiriendo. Agrega que, en la actualidad, los únicos instrumentos territoriales con validez legal son los planes reguladores intercomunales, comunales y seccionales.


Luego, hace presente que la iniciativa condiciona la evaluación ambiental, a la presentación o realización de un informe de alternativas de localización, en vinculación a un instrumento que no tiene vigencia legal, como es el caso de la Zonificación Costera, ya que no es obligatorio. Más aún, dicha zonificación está elaborada sobre criterios de participación ciudadana por sobre criterios técnicos o territoriales, lo que los constituye como instrumentos de muy fácil impugnación frente a conflictos de localización de proyectos públicos y privados. Por lo tanto, bajo estas condiciones, al evaluar ambientalmente un proyecto de inversión, los criterios para su resolución favorable o desfavorable son el cumplimiento de los permisos ambientales sectoriales.


A continuación, la referida Intendencia propone eliminar la alusión de que los integrantes de las comisiones regionales y nacional del medio ambiente deban regirse en su decisión “exclusivamente” en los antecedentes y procedimientos de la presente ley.


Lo anterior, debido a que en los permisos ambientales sectoriales, en legislación sectorial e incluso en leyes orgánicas constitucionales, hay disposiciones plenamente aplicables dentro del contexto del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA). Debiera establecerse que los integrantes de dichas comisiones debieran resolver basados exclusivamente en criterios técnico-ambientales y de tipo legal, prohibiendo que sus superiores o partidos políticos les ordenen proceder en otro sentido.


No se especifica en el proyecto lo que debe entenderse por memoria técnica, lo que podría ser un elemento perturbador en un procedimiento claramente establecido en el Reglamento del SEIA. La autorización de los organismos técnicos pertinentes es parte de la resolución. No se concibe en el actual sistema de otra manera.


c) Comisión Nacional del Medio Ambiente, XI Región

Señala que el análisis de alternativas de localización resulta fundamental en la evaluación de proyecto, debiendo incluir, a lo menos, variables ambientales, económicas y sociales.


No obstante lo anterior, cabe indicar que es necesario establecer, al menos en términos generales, la forma, procedimientos y plazos en que esto se relaciona con el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, así como cuáles serán los órganos competentes para conocer y calificar el referido informe de alternativas.


Por otra parte, precisa que no parece pertinente, que la ley señale la forma en que deben actuar los integrantes de las comisiones regionales y nacional del medio ambiente.


Respecto de la exigencia de una memoria técnica, expresa que la información contenida en el propio expediente del proyecto deberá ser suficiente para fundamentar las exigencias, no requiriéndose antecedentes adicionales al proceso de evaluación.


d) Secretario Regional Ministerial de Economía de la Región de Aysén

Hace presente que no todas las regiones tienen planes de Ordenamiento Territorial (lo que debería ser obligatorio) como tampoco, todas las regiones tienen la Zonificación del Borde Costero (solamente recién contará con Decreto Supremo la Zonificación de Aysén).


Lo relevante de la propuesta es que se pueda modificar la ley, de manera que el proponente presente alternativas de localizaciones y no se vea obligado a defender una localización en particular, como está considerado en el sistema actual.

- - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


Con motivo de la discusión de la idea de legislar en la materia, la Comisión escuchó al entonces Director Ejecutivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.

Al comenzar su exposición, el personero señaló que el proyecto en informe permite efectuar una reflexión, a diez años de la dictación de la ley Nº 19.300, acerca de las debilidades que se han podido advertir en el diseño del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA) frente a los nuevos desafíos que han surgido en este período. Una reflexión de este tipo permite apreciar, también, los logros obtenidos hasta la fecha, porque es claro que desde la entrada en vigencia de la ley los emprendimientos económicos han debido ajustarse a requerimientos destinados a evitar o mitigar sus impactos ambientales, lo que ha implicado avances sustantivos en relación con lo que ocurría antes de la entrada en vigencia del SEIA.


Uno de los aspectos importantes a considerar, dijo, se vincula con la circunstancia de que se ha exagerado el carácter y naturaleza del SEIA. En efecto, este mecanismo legal, que por diversas razones ha sido puesto en el centro del debate en el país, es un instrumento más de gestión ambiental que tiene por objeto fiscalizar el cumplimiento de las normativas sobre el medio ambiente.


Dicha manera de entender el significado del SEIA podría resolverse examinando los restantes instrumentos que se utilizan para una adecuada gestión ambiental, y analizando los componentes del sistema que podrían ser perfeccionados.


Centrar la discusión en relación con el SEIA, arguyó, supone desviar la atención hacia un factor táctico y no estratégico. Por el contrario, si se quisiera iniciar un debate sobre cuestiones estratégicas cabría examinar el problema desde el punto de vista de la planificación y el ordenamiento territorial, esto es, de la definición de los usos del suelo y de los recursos naturales en cada región. La CONAMA ha optado por seguir esta línea de trabajo, y a ello se ha comprometido en la Agenda Pro Crecimiento suscrita en enero de 2002.


La CONAMA, en ese orden de ideas, valora positivamente la iniciativa legal en informe. En todo caso, el Ejecutivo pretende enviar al Congreso Nacional, durante el año en curso, un proyecto de ley que recoja las inquietudes y propuestas de perfeccionamiento que sean necesarias. Por otro lado, el organismo está abocado a actualizar la política ambiental con vistas a su publicación en marzo de 2004, con motivo de la celebración de los diez años de la ley Nº 19.300, como una manera de ofrecer una nueva mirada acerca del modo de concebir la gestión ambiental en el Bicentenario.


Refiriéndose a las enmiendas que el proyecto contempla, el representante de Gobierno sostuvo lo siguiente:


- Respecto a la evaluación previa acerca del emplazamiento o localización de los proyectos económicos, el personero manifestó su plena concordancia con la idea. Esta alternativa, agregó, se justifica por diversas razones. Entre ellas, y fundamentalmente, por un criterio de eficiencia, pues en varias oportunidades se han evaluado detalladamente proyectos que implican grandes inversiones, con el consiguiente gasto estatal en recursos humanos y materiales, y luego de finalizado el procedimiento surgen dificultades por su ubicación. Se trata de un problema, en su opinión, susceptible de ser resuelto en forma anticipada. Es perfectamente válido, dijo, solicitar al titular del proyecto que ofrezca alternativas de emplazamiento. Una vez que se resuelve este punto, es posible proseguir la tramitación ambiental del proyecto. 


Esta clase de asuntos, reiteró, se complican por la confusión que existe sobre el sentido del SEIA. En tales casos, deberían existir otros instrumentos en relación con los cuales el SEIA opere de modo subordinado, entre los que destacó especialmente la planificación del territorio y las estrategias de desarrollo regional y local.


En lo que concierne a la planificación territorial, sostuvo que existen tres tipos de instrumentos establecidos en la Ley sobre Urbanismo y Construcción, a saber: los de carácter regional (planes regionales de desarrollo urbano), los de carácter provincial (planes interprovinciales e intercomunales) y los de carácter local (planes comunales).


En Chile existen planes provinciales y locales. Por el contrario, se observa un importante vacío a nivel regional, sobre todo en el ámbito rural. En este último, la mayor parte de las veces se hace necesario autorizar cambios de uso de suelo para el emplazamiento de proyectos empresariales, en especial cuando no corresponden con la actividad agrícola de la zona. La carencia que se advierte ha estimulado a los Ministerios de Vivienda y Urbanismo y de Obras Públicas, por intermedio del Comité sobre Ciudad y Territorio, para hacer un esfuerzo relevante que permita contar con el instrumental necesario para la planificación territorial.


El sentido de una región y su mirada acerca del tipo de desarrollo que pretende, comentó, no pueden ser determinados en el SEIA.


Así, el SEIA podría ser más eficiente si se considerara una etapa previa destinada a examinar la factibilidad del proyecto en función de su emplazamiento geográfico.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Viera-Gallo manifestó que si bien existe coincidencia en la idea, el problema radica en que no hay claridad en cuanto a la forma de materializar el propósito perseguido.


Al tenor del artículo 11, letra d), de la ley Nº 19.300, deben someterse al SEIA aquellos proyectos localizados próximos a población, recursos y áreas protegidas susceptibles de ser afectadas, o que afecten "el valor ambiental del territorio en que se pretenda emplazar". En otras palabras, señaló, aún cuando la hipótesis legislativa presenta cierta ambigüedad conceptual, pues exige al intérprete determinar qué ha de entenderse por "valor ambiental del territorio", en todo caso supone cuestionar la localización de la iniciativa. Si el emplazamiento propuesto impacta el "valor ambiental" del territorio elegido, entonces se requiere un Estudio de Impacto Ambiental. Esto supone, arguyó, una evaluación anticipada acerca de los efectos de instalar un proyecto empresarial en un lugar determinado.


Lo que buscan los autores de la Moción, añadió, es que antes de someter un proyecto al SEIA se analice su emplazamiento, en función de alternativas de localización. De la interpretación del texto legal se colige que si el proyecto no genera efectos por su emplazamiento, y no cae en otra causal que amerita la presentación de un Estudio de Impacto Ambiental, éste no es necesario.


El conflicto se suscita, indicó, porque no queda claro si esa apreciación sobre el emplazamiento puede hacerse anticipadamente o si sólo puede ser un elemento más a incluir dentro del mismo Estudio de Impacto Ambiental.


El Honorable Senador señor Horvath expresó que la zonificación del borde costero y la definición de áreas aptas para el desarrollo de la acuicultura son instrumentos de planificación territorial que existen en la Ley General de Pesca y Acuicultura. A la luz de ellos el titular de un proyecto puede conocer de manera previa las condiciones que rigen su eventual emplazamiento. La filosofía que inspira la modificación legal que se propone se orienta a precaver procedimientos engorrosos, que implican importantes inversiones, y que concluyen negativamente para el titular por consideraciones que pudieron ser evaluadas previamente.


A juicio del Director Ejecutivo de la CONAMA, es imprescindible que los instrumentos de planificación territorial recojan acertadamente las consideraciones ambientales que actualmente se exige a los proyectos. De no ser así, dijo, el conflicto subsistirá.


Además, agregó, no resulta lógico el hecho de que hoy los instrumentos de planificación de que se trata se sometan también al SEIA, que es una herramienta aplicable a la evaluación de proyectos. La Ley de Bases del Medio Ambiente debe ser corregida en este aspecto, pues no es posible que se evalúen negativamente proyectos por emplazarse en un territorio determinado y, al mismo tiempo, se evalúe con arreglo al SEIA el plan que define cómo ordenar ese territorio. De allí es que una revisión de la ley vigente debería darse analizando el conjunto de los problemas, y no sólo en relación con asuntos puntuales.


- En lo que atañe a las condiciones cuyo cumplimiento se exige a los titulares de los proyectos en las resoluciones de calificación ambiental, en opinión del representante gubernamental permiten avanzar en la mitigación o en la compensación de impactos ambientales respecto de materias que aún no han sido reguladas. Lo que interesa destacar es que las exigencias que se imponen al titular no son arbitrarias, sino que se fundan en la evaluación que han hecho los diversos servicios públicos involucrados en el procedimiento administrativo que se estructura en torno al SEIA, y que se expresa en el respectivo informe técnico.


Si el titular estima que dichas exigencias carecen de base técnica o legal, puede reclamar ante las instancias previstas en el SEIA o, finalmente, ante los órganos jurisdiccionales.


El personero explicó que existen dos clases de modificaciones a los proyectos, las de magnitud y las marginales. Una enmienda de magnitud normalmente exige reingresar el proyecto al SEIA, para zanjar el asunto mediante otras opciones de mitigación o compensación del impacto ambiental. Las marginales, en cambio, pueden ser efectuadas sin necesidad de una nueva revisión del proyecto.


La CONAMA estima que el punto en análisis está hoy regulado.


- Respecto de la regulación y proscripción de las denominadas "órdenes de votación", el representante del Ejecutivo indicó que es una propuesta que nace a partir de la inquietud generada por un caso específico.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo sostuvo que el problema se suscita por la falta de un tribunal contencioso administrativo que resuelva las controversias relativas a la aprobación ambiental de un proyecto con independencia de la voluntad política del Gobierno. Esta circunstancia, señaló, fue explicitada con ocasión de la tramitación parlamentaria de la ley Nº 19.300.


No obstante, continuó, la falencia es parte del marco normativo ambiental que rige actualmente, por lo que la proposición de los autores de la Moción persigue fines de alcance menor, a saber, precaver que el funcionario que debe adoptar una decisión administrativa (en la especie, mediante la emisión de un voto) pueda ser objeto de presiones o influencias que provengan de su superior jerárquico.


El Honorable Senador señor Horvath recordó que, en el diseño institucional ambiental, se prevé que de producirse el rechazo de un proyecto por la respectiva Comisión Regional del Medio Ambiente, el titular está facultado para apelar para ante el Consejo de Ministros de la CONAMA. En consecuencia, existen instancias de reclamación y la posibilidad de que la máxima autoridad corrija o rectifique la resolución del órgano subalterno.


Por ende, el conflicto usualmente se refiere a aquellos casos en que un proyecto se aprueba en contra de la opinión pública de la comunidad regional o local, que carece de recursos para impugnar la resolución.


El personero de la CONAMA hizo presente que las controversias se vinculan con un reducido número de situaciones, que calificó de "emblemáticas o polémicas". Así, desde el año 1997 se han evaluado por medio del SEIA proyectos por US$70.000.000 miles, y en no más del 3% del total han surgido inconvenientes. Lo anterior exige analizar el problema desde una perspectiva global.


Según dijera, no es posible separar el rol y las funciones de un funcionario público en el área ambiental y lo que compete a los restantes actores que intervienen en el procedimiento, de la posición que ocupan en la estructura institucional del sector público basada en un principio de jerarquía y regida por el Estatuto Administrativo.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo comentó que, no obstante la validez de lo sostenido por el personero de Gobierno, el funcionario a quien compete una decisión actúa dentro de un ámbito de autonomía que no puede ser sobrepasado mediante una orden del superior jerárquico, que lo conmine a emitir su pronunciamiento en un sentido determinado. Lo dicho no niega que dicho funcionario deba fundar su voto o decisión en antecedentes técnicos, legales y reglamentarios, ni niega el principio de jerarquía a que se encuentra sometido. Lo inaceptable, concluyó, es desconocer su autonomía decisoria.


- Sometido a votación el proyecto, fue aprobado en general y en particular por los Honorables  Senadores señores Horvath, Stange y Vega.
- - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En mérito de los acuerdos anteriores, vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, tiene el honor de proponeros que aprobéis en general y en particular el proyecto de ley que se consigna a continuación:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente:


1) Intercálase el siguiente artículo 11 bis, a continuación del artículo 11:


“Artículo 11 bis.- Los proyectos o actividades enumerados en el artículo 10 que presenten o generen alguno de los efectos indicados en el artículo 11 deberán, previo a someterse a la Evaluación de Impacto Ambiental, realizar y presentar un informe con alternativas de localización según los planes de Ordenamiento Territorial o la Zonificación del Borde Costero según corresponda. Las alternativas recibirán una calificación de su grado de compatibilidad que permita la selección de las que se someten a la Evaluación de Impacto Ambiental o su rechazo si corresponde.”.


2) Agrégase el siguiente inciso nuevo al artículo 15:


“Los funcionarios integrantes de las Comisiones Regionales de Medio Ambiente y de la Comisión Nacional de Medio Ambiente, deben fundar sus actuaciones y votos como miembros de dichas comisiones exclusivamente en los antecedentes y procedimientos establecidos en la presente ley, quedando prohibido a sus superiores impartirles órdenes de votación.”.


3) Intercálanse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 25, pasando el actual inciso segundo a ser inciso cuarto:


“Las condiciones o exigencias ambientales que deberán cumplirse para ejecutar el proyecto o actividad deberán tener fundamento plausible, respaldado por una memoria técnica, además de contar con la autorización de los organismos técnicos competentes.”.


“Las condiciones o exigencias ambientales indicadas en el inciso anterior deberán ser física y legalmente posibles. Se entiende por físicamente posibles aquellas que consisten en un hecho que no sea contrario a las leyes de la naturaleza física, o que su cumplimiento sea en extremo difícil u oneroso según las normas de la razón, la lógica o la experiencia; y legalmente posibles, aquellas que consisten en un hecho que no está prohibido por la ley.”.”.

- - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 27 de agosto de 2003 y 21 de diciembre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Jorge Pizarro Soto, Rodolfo Stange Oelckers, Ramón Vega Hidalgo y José Antonio Viera-Gallo Quesney.


Sala de la Comisión, a 28 de diciembre de 2005.

 (Fdo.):MARÍA ISABEL DAMILANO PADILLA,







Secretario.
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